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En representación del Gmpo Catalán (Convergencia i 
Unió) defiende la proposición de ley el señor Hino- 
josa i Lucena, destacando que el contenido de la 
misma afecta a un colectivo de ciudadanos sobre 
los que no duda que la Cámara manifestará su es- 
pecial sensibilidad apoyando esta iniciativa parla- 
mentaria. La proposición tiene por objeto facilitar 
el acceso y la movilidad de los minusválidos en los 
edificios y en las viviendas donde habitan, así como 
los acuerdos correspondientes de la comunidad de 
propietarios. Sobre este particular señala los crite- 
rios poco adecuados para facilitar tal acuerdo de la 
Ley 49/60, de 21 de julio, al exigir la unanimidad 
para la adopción de este tipo de acuerdos. Cree que 
mal podemos integrar al minusválido en la sacie- 
dad, en consonancia con lo que proclama el artícu- 

lo 49 de nuestra Constitución, si no le facilitamos 
el acceso y disfrute de su propia vivienda. 
Termina pidiendo el voto favorable de la Cámara en 
favor de la proposición de ley. 

En  turno de fijación deposiciones, el señor Díaz Agui- 
lar, del Grupo del CDS, considera de justicia la pe- 
tición contenida en la propuesta del Grupo Catalán. 
Si  algún defecto cabe achacarle es el de quedarse 
corta al no tener en cuenta a la tercera edad, a cu- 
yos integrantes, si bien no cabe considerarles en 
principio como minusvdidos, es obvio que de algu- 
na manera le afecta el contenido de la proposición. 
Por otro lado, no debe circunscribirse la proposición 
a los pisos en propiedad, sino que debe abarcar a 
las viviendas en alquiler y en general a las de nueva 
construcción. 
Por las razones expuestas, anuncia el voto favora- 
ble del CDS a la toma en consideración de la pro- 
posición de ley que se debate. 

En  nombre del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya, el señor Andréu Andréu entiende 
que el problema planteado en la Cámara, en la for- 
ma en que se ha expuesto, se reduce en gran parte, 
con el resultado de que la modificación legal, de lle- 
varse a cabo, se quedaría muy corta. Izquierda Uni- 
da se inclinaría por un tratamiento global del tema 
en favor de las personas disminuidas, en vez de cir- 
cunscribirse, como se hace, exclusivamente al pro- 
blema de la vivienda. No  obstante, a pesar de esta 
actuación limitada, Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya apoyará la proposición de ley. 

La señora Izquierdo Arija, del Grupo Popular, men- 
ciona la legislación vigente en favor de los minus- 
válidos, reconociendo que de nada sirve aquélla si 
no se facilitan los medios económicos necesarios 
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para la construcción de accesos adecuados para di- 
chos minusválidos o si esta construcción depende 
del arbitrio o buena voluntad de los propietarios, tal 
como sucede en la realidad. E n  este sentido, consi- 
dera excesivamente rígida la proposición del Grupo 
Catalán, aunque por su plena identificación con su 
contenido apoyarán la toma en consideración. 

El señor Díaz Fornas, en representación del Grupo So- 
cialista, expresa la sensibilidad de su Grupo hacia 
el problema de los minusválidos, coincidiendo en 
este particular con el Grupo Catalán, si bien advier- 
te sobre el carácter complejo de la proposición de 
ley, que exige reflexión profunda para darle respues- 
ta legislativa. Personalmente piensa que en el artícu- 
lo 1 O de la Ley de Propiedad Horizontal, intevpreta- 
da «sensu contrario)), pueden tener encaje las pre- 
tensiones de la proposición del Grupo Catalán. E n  
todo caso, parece evidente la necesidad de contar 
con preceptos específicos que regulen a quién 
corresponden los importes de esta clase de obras, ha- 
bida cuenta de que se trata de un problema social, 
cuyo coste económico acaso no deba corresponder 
únicamente al conjunto de propietarios del inmue- 
ble. Por otro lado, en la modificación propuesta que- 
da excluido el supuesto relacionado con la vivienda 
en régimen de arrendamiento. 
Termina señalando que las reflexiones antes expues- 
tas no significan un intento de descalificar esta ini- 
ciativa legislativa, que estima positiva y que, por 
tanto, será votada favorablemente por el Grupo So- 
cialista, reservándose el derecho de mejorarla en tra- 
mites posteriores. 

El señor Presidente comunica a la Cámara que se ha- 
lla presente en la tribuna de invitados una delega- 
ción del Folketing de Dinamarca, encabezada por el 
Presidente Clamen. Les da la bienvenida y expresa 
su satisfacción por la presencia de dicha Delegación 
en la sesión. 

Sometida a votación la proposición de ley anterior- 
mente debatida, se aprueba su toma en considera- 
ción por unanimidad, con 271 votos a favor. 
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Defiende la proposición de ley, en nombre del Grupo 
Socialista, la señora Del Campo Casasús, recordan- 
do que aquélla fue presentada al final de la anterior 
legislatura, no disponiéndose de tiempo suficiente 
para completar su tramitación. Confía en que hoy 
alcance el mismo apoyo que tuvo en la anterior oca- 
sión. Se trata de la continuación de un largo traba- 
jo en común que ha venido exigido por la adapta- 
ción de nuestro Derecho privado a los principios 
constitucionales de no discriminación por razón de 
sexo y de igualdad jurídica de los cónyuges. Recuer- 
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da también las importantes reformas legislativas 
acometidas en los últimos años y que afectaron a te- 
mas tan importantes como la patria potestad, filia- 
ción, relaciones conyugales, tutela, nacionalidad o 
adopción, modificaciones sobre cuya necesidad 
coincidieron todos los Grupos de la Cámara. Espe- 
ra por ello contar hoy con idéntico apoyo en rela- 
ción con una proposición que pretende ser un paso 
más en este camino ya avanzado, integrando con 
plena eficacia nuestro ordenamiento jurídico en los 
principios constitucionales. 
A continuación expone la señora Del Campo los pre- 
ceptos concretos que serán objeto de modificacio- 
nes y los contenidos exactos de éstas. 

En turno de fijación de posiciones, la señora Garmen- 
dia Galbete expresa la posición favorable de Eus- 
kadiko Ezkerra a la toma en consideración de la pro- 
posición, mostrando su adhesión a lo que en la mis- 
ma se plantea. Señala que se hallan ante la necesi- 
dad de modificar algunos preceptos del Código Ci- 
vil que todavía constituyen una asignatura pendien- 
te, no sólo por su falta de adecuación a los princi- 
pios constitucionales sino porque realmente signi- 
fican a estas alturas una especie de islote incom- 
prensible y un poco anacrónico en lo que es el or- 
denamiento jurídico en una sociedad democrática. 
Personalmente expresa su satisfacción por intewe- 
nir por primera vez para hablar de un tema que con- 
sidera importante como es el de la igualdad entre 
los sexos. 

El señor Souto Paz, del Grupo del CDS, manifiesta la 
adhesión y apoyo de su Grupo a esta proposición so- 
bre el principio de no discriminación por razón de 
sexo. Se trata de una modificación que es desarro- 
llo del principio constitucional de igualdad jurídica 
y que constituye uno de los valores superiores del or- 
denamiento jurídico. A pesar de las importantes re- 
formas legislativas ya realizadas, es necesario con- 
tinuar para acabar con los elementos discriminato- 
rios que todavía existen, aun reconociendo que en 
materia civil se está a punto de conseguir la elimi- 
nación de los mismos. 

E n  nombre de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya interviene la señora Almeida Castro, por en- 
tender absolutamente necesario que dicha reforma 
se lleve a cabo, si bien la que se propone ahora la 
estima un tanto insuficiente. Sobre este particular 
alude a algunas modificaciones ya acometida y que 
pese a sus pocos años de vigencia se han quedado 
ya anticuadas, no respondiendo a las exigencias de 
nuestra sociedad, razón por la que es seguro que en 
esta misma legislatura se verán obligados a volver 
sobre las mismas. E n  todo caso, las mujeres que se 
sientan en esta Cámara se sienten satisfechas de que 
cada vez se vayan suprimiendo estas limitaciones 
teóricas, aunque les preocupa más que se remuevan 
los verdaderos obstáculos. 

La señora Cuenca i Valero, del Grupo Catalán (Con- 
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vergencia i Unió) anuncia el voto favorable a la ini- 
ciativa que se discute, que viene a corregir la in- 
constitucionalidad de algunos artículos todavía vi- 
gentes del Código Civil, a pesar de haberse aproba- 
do en esta Cámara reformas sustanciales para adap- 
tar nuestra normativa a los artículos 14 y 32 de la 
Constitución. Lamenta, no obstante, que la propo- 
sición siga manteniendo algunas de las confusiones 
o indefiniciones aún e.xistentes en nuestras leyes a 
pesar de las peticiones reiteradas para su elimina- 
ción. E n  este sentido menciona algunos casos con- 
cretos que piensa que deberán abordarse en la pre- 
sente ocasión. 

La señora García-Alcañiz Calvo, en nombre del Gru- 
po Popular, expone el apoyo de su Grupo a la pro- 
posición que se debate, añadiendo algunas conside- 
raciones tendentes a la mejora y perfeccionamiento 
del texto de la proposición de ley, que considera, por 
un lado, confuso y ,  por otro, totalmente insuficien- 
te. Piensa.que a través de la proposición se trata de 
alguna manera de parchear nuevamente el Código 
Civil, cuando se debería plantear una reforma más 
completa y adecuada a la realidad. E n  apoyo de sus 
palabras cita algunas de las cuestiones que el Gru- 
po Popular entiende que quedan sin resolver o difi- 
cilmente contempladas en la proposición de ley. 

Sometida a votación, se aprueba la toma en conside- 
ración de la proposición debatida por unanimidad, 
con 271 votos a favor. 
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E n  nombre del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya defiende la proposición no de ley el se- 
ñor Castellano Cardalliaguet, señalando que el 
propósito de la misma no es hacer ruborizar a na- 
die por los continuos incumplimientos que se han 
venido sucediendo respecto a las promesas de regu- 
lación de la institución del Jurado. Junto a lo que 
considera es la voluntad política de esta Cámara, 
sucede que en el seno de nuestra sociedad se ha pro- 
ducido un camino paralelo que ha llevado a que casi 
todos los partidos políticos hayan introducido en 
sus programas la institución del Jurado, al igual que 
sucede con las tres asociaciones profesionales de la 
Magistratura. Otro tanto ocurre con el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, que en sus dos últimas me- 
morias remitidas a la Cámara ha insistido en la 
conveniencia de regular rápidamente esa institu- 
ción. E n  idéntico sentido se ha expresado también 
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el último Congreso de la Abogacía, celebrado en Pal- 
ma de Mallorca. Si  se atienen a las encuestas del 
Centro de Investigaciones Sociológicas, observan el 
casi nulo rechazo de la sociedad a la Institución del 
Jurado. Se encuentran, sin embargo, con algunas 
importantes razones para que esta institución no 
acabe de marchar. Se pregunta qué clase de razones 
llevan a aplazar la regulación pedida, esperando con 

, curiosidad la respuesta del Grupo mayoritario de la 
Cámara sobre el particular. 

E n  defensa de la enmienda presentada por el Grupo 
Socialista interviene el señor Cuesta Martínez, ex- 
poniendo que la institución del Jurado es muy que- 
rida para el Grupo Socialista, tanto que en el ante- 
proyecto de Constitución Española presentaron una 
enmienda insistiendo, no en la mera posibilidad del 
Jurado, sino en la necesidad y obligatoriedad del 
mismo. La idea central que regula el artículo 125 de 
la Constitución, cual es la participación de los ciu- 
dadanos en la institución del Jurado, es una idea 
consustancial a lo que son los postulados del socia- 
lismo democrático. 
Dicho lo anterior, no pueden aceptar que, tras las 
distintas posturas del Grupo Socialista en relación 
a las diversas iniciativas habidas en la Cámara so- 
bre la institución del Jurado, haya un intento de re- 
tardar esta regulación o un recelo hacia la institu- 
ción del Jurado, con una voluntad anti-juradista. 
Existe simplemente un sentido de prudencia, con- 
vencidos de que la mejor defensa del Jurado es la 
que huye del voluntarismo, no deseando que el Ju- 
rado fracase y ,  por tanto, no quieren una ley preci- 
pitada sobre el particular. 
Coincide con el señor Castellano en que el mundo 
del Derecho y los ciudadanos reclaman esta institu- 
ción, pero debe precisar que en todas las manifes- 
taciones de los profesionales del Derecho se incide 
en el concepto de prudencia, gradualismo, coordi- 
nación procesal y atemperación a la legislación de 
enjuiciamiento criminal. Asimismo advierte que no 
es el Jurado la única institución que garantiza la 
participación de los ciudadanos en la justicia, al 
prever otros mecanismos la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 
Termina expresando el contenido de la enmienda 
propuesta por el Grupo Socialista, enmarcada en las 
cautelas a las que antes hacía referencia, y ratifi- 
cando la voluntad política del Gobierno y del Gru- 
po Socialista de acometer la regulación del Jurado 
en el marco temporal de la presente legislatura. 

E n  turno de fijación de posiciones, el señor Azkárra- 
ga Rodero, del Grupo Mixto, apoya la iniciativa de 
Izquierda Unida por entender que, después de once 
años de aprobada la Constitución, es hora ya de que 
la institución del Jurado sea un hecho en este país. 
E n  segundo lugar, por creer necesario cumplir los 
mandatos legislativos y en concreto la disposición 
adicional primera de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, que establece el plazo de un año para la re- 
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misión por el Gobierno del correspondiente proyec- 
to a la Cámara. 

El señor Zubía Atxaerandio, del Grupo Vasco (PNV), 
recuerda la posición de su Grupo, reiteradamente 
expuesta en la Cámara a lo largo de los últimos 
años, apoyando iniciativas legislativas de todo tipo 
a fin de que, de una vez por todas, la regulación de 
la institución del Jurado sea un hecho, dando con 
ello satisfacción y cumplimiento al mandato del ar- 
tículo 125 de la Constitución que va camino de 
cumplir los doce años. Se remite, por tanto, a lo que 
reiteradamente han venido manteniendo sobre el 
tema por estimarlo válido en el momento y trámite 
actuales. 

El señor Castedo Alvarez, del Grupo del CDS, alude 
también al mandato imperativo del artículo 125 de 
la Constitución referido a la institución del Jurado 
y a la participación de los ciudadanos en la Admi- 
nistración de Justicia. Obligados a cumplir ese 
mandato constitucional y transcurridos once años 
desde la aprobación de la Constitución, piensan le -  
gada la hora de que definitivamente se cumpla aqué- 
lla, sin dejar pasar más tiempo para su regulación. 
El CDS es favorable a la implantación del Jurado, 
no compartiendo la actitud de quienes van colocan- 
do obstáculos, muchas veces dialécticos, para situar 
la meta cada vez más lejos. 

El señor Cuatrecasas i Membrado, del Grupo Cata- 
lán (Convergencia i Unió), reitera que se hallan unte 
un  tema debatido en la Cámara en profundidad y so- 
bre el que el Gobierno fijó sus criterios el 21 de ju- 
nio del año anterior con ocasión de un debate simi- 
lar. En  consecuencia, no considera consistente la 
argumentación de cara a definir esta regulación en 
un plazo tan amplio como es el de la presente legis- 
latura. 

El señor Varela Pérez, del Grupo Popular, se declara 
auténtico defensor del Jurado, agregando que lo que 
verdaderamente distingue a los pueblos libres de los 
que no lo son estriba en su acción de verdadera jus- 
ticia, consiste en el reinado de la Ley, ya que la li- 
bertad después de todo no es otra cosa que el respe- 
to al Derecho. 
Partiendo de las anteriores premisas y del mandato 
del artículo 125 de la Constitución, así como de los 
compromisos adoptados en diversas ocasiones por 
el Gobierno y reiteradamente incumplidos, no cree, 
sin embargo, que sea este el momento de entrar en 
un debate respecto a la institución del Jurado. Re- 
conoce que la elaboración de una ley como la del Ju- 
rado ofrece muchas dificultades, por tener un con- 
tenido muy complejo que obliga, en su opinión, a 
que la implantación de esa institución deba anali- 
zarse y realizarse en el marco de una Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, toda vez que otra cosa serán 
parches sin ningún sentido. 
E n  consecuencia, el Grupo Popular se abstendrá en 
la votación de esta proposición, atendiendo al anun- 

cio del señor Ministro de Justicia en el sentido de 
que se está trabajando en el anteproyecto de la nue- 
va Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición deba- 
tida por 36 votos a favor, 147 en contra y 100 abs- 
tenciones. 
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En defensa de la proposición del Grupo del CDS inter- 
viene el señor Revilla Rodnguez, justificando la 
misma en la necesidad de recuperar el tiempo per- 
dido, que ha dado lugar a que España no disponga 
de un estudio o informe realizado en los últimos 
tiempos sobre el cual establecer las discusiones po- 
líticas y marcar las discrepancias o coincidencias. 
Cree necesario estudiar en qué medida determina- 
dos fenómenos y tendencias están incidiendo sobre 
el sistema sanitario y están perturbando su desarro- 
llo, su comprensión y su aplicación y utilización en 
términos eficaces para la sociedad. 
Partiendo de la base de que el sistema sanitario pú- 
blico de protección de la salud y del mantenimiento 
de una calidad en las prestaciones asistenciales es 
una conquista irrenunciable del Estado social mo- 
derno, considera necesario conocer en qué medida 
esa sanidad pública encuentra dificultades para al- 
canzar la satisfacción del usuario y también la iden- 
tificación de los profaionales que trabajan en la sa- 
nidad con el sistema sanitario que se aplica. 

Para la defensa de las enmiendas presentadas y fija- 
ción de posiciones de sus respectivos Grupos inter- 
vienen el señor Rivera López, del Grupo Popular; 
la señora Maestro Martín, del Grupo Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, y el señor Palacios 
Alonso, del Grupo Socialista. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
70s señores Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, e 
Hinojosa i Lucena, del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió). 
Sometida a votación la proposición del CDS en los 
términos resultantes de la aceptación de la enmien- 
da de sustitución del Grupo Socialista, es aprobada 
por 163 votos a favor, 104 en contra, y 15 abstencio- 
nes. 
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por el Gobierno para investigar los 
asuntos de interés público relacionados 
con el tráfico de influencias . . . . . . . . . . . 

E n  nombre del Grupo del CDS, el señor Rebollo Al- 
varez-Amandi defiende la moción presentada, ma- 
nifestando que ningún debate tiene sentido si no se 
traduce en medidas prácticas para dar solución a 
los problemas objeto del debate. Es necesario exa- 
minar si en este momento existen ya instrumentos 
y caminos y ,  en caso afirmativo, utilizarlos de for- 
ma inmediata, y si no existen, crearlos. 
El Grupo del CDS, en la interpelación defendida el 
día 9 de febrero expuso la necesidad de investigar el 
tráfico de influencias y pevfeccionar su ordenamien- 
to jurídico para evitar y castigar las conductas so- 
cialmente reprobables, así como el uso de informa- 
ción privilegiada, a cuyos dos objetivos se dirige la 
moción que ahora defienden. El primer punto de la 
moción se basa en la firme creencia de que el Par- 
lamento y quienes lo componen deben ser ejemplo 
para nuestro pueblo. Pues bien, en su opinión, el Re- 
glamento de esta Cámara, en sus artículos 17 y 48 
constituyen un cauce adecuado para responder de 
la conducta contraria a la ética política, por lo que, 
en su opinión, no hace falta crear lo que ya existe 
ni perder tiempo sobre el particular. 
Con el cumplimiento del segundo punto de la mo- 
ción piden la composición, de forma inmediata, de 
una ponencia que analice y proponga las modifica- 
ciones que proceda introducir en el ordenamiento 
jurídico español, de manera que se cierren los ca- 
minos que puedan existir para la picaresca y la 
corrupción. Pide por ello el apoyo de la Cámara a 
esta moción, que el CDS presenta como el camino 
para encontrar una solución a los debates de los 
días anteriores. 

El señor Lucas Jiménez defiende la enmienda presen- 
tada por el Grupo Popular, cuyo contenido expone 
a la Cámara y que va en el sentido de ampliar a todo 
el ordenamiento jurídico español el estudio que debe 
hacer la ponencia, yendo más allá que la propia mo- 
ción del CDS. Por lo demás, cree que no es el mo- 
mento de repetir lo dicho en la Cámara el pasado 
miércoles, por lo que se limita a pedir el voto afir- 
mativo a la enmienda de su Grupo. 

El señor Roca i Junyent defiende la enmienda del Gru- 
p o  Catalán (Convergencia i Unió), recordando que 
en el debate de la interpelación se puso de manifies- 
to la necesidad de llenar el vacío legislativo en rela- 
ción a la definición y sanción del tráfico de influen- 
cias y uso privilegiado de información. Su  Grupo 
pretende introducir una modificación técnica en el 
punto primero de la moción del CDS, mejorando su 
contenido en línea coincidente con lo que cree que 
es voluntad de todos los Grupos de la Cámara, es de- 
cir, prestar mayor eficacia a la Comisión del Esta- 
tuto de los Diputados en su nueva función. 

Para fijación de posiciones interviene el señor Oliver 
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Chirivella, del Grupo Mixto, considerando la mo- 
ción del CDS como un  sedante ante la opinión pú- 
blica después del debate en esta Cámara de los pa- 
sados días 1, 6 y 8 de febrero, intentando desviar la 
atención pública hacia algo que entiende no requie- 
re más regulación y que es un mayor comportamien- 
to ético en determinadas personas de esta Cámara 
o de fuera de ella. Tiene la impresión% de que se bus- 
can formas jurídicas y penales para resolver proble- 
mas de credibilidad política que tienen otra dimen- 
sión y otra actuación. 
Termina anunciando su apoyo a la moción del CDS 
si se admiten una o las dos enmiendas presentadas 
a la misma, por entender que en todo caso más vale 
algo, aunque sea poco, que nada. 

El señor Zubía Atxaerandio, del Grupo Vasco (PNV), 
anuncia el voto favorable a la moción debatida por 
parecerle acertada en su filosofía y contenido y 
oportuna al momento en que ha sido presentada. 

El señor Castellano Cardalliaguet, del Grupo de Iz -  
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, expone que 
en el supuesto de que el CDS no admita la enmien- 
da propuesta por el Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió) se abstendrán en la votación de ambas en- 
miendas. Si, por el contrario, la citada enmienda es 
aceptada, votarán a favor de la primera parte de la 
moción enmendada por el Grupo Catalán, y todo 
ello porque sin esa enmienda entienden que la mo- 
ción es absolutamente innecesaria. 

E l  señor Luna González, en nombre del Grupo Socia- 
lista, se suma a la intención del señor Rebollo de tra- 
ducir el debate de estos días en medidas prácticas, 
alejándose en lo posible de la demagogia con que a 
veces ha estado rodeado. Piensa que entre todos se 
puede hacer un trabajo serio para rechazar compor- 
tamientos que están socialmente rechazados y que 
desde luego no desea nadie en esta Cámara, dando 
con ello un paso importante para que la Adminis- 
tración española en todos sus ámbitos desarrolle sus 
actuaciones con arreglo a las previsiones de la Cons- 
titución. 

Sometida a votación la moción del Grupo CDS, en los 
términos resultantes de la aceptación de las enmien- 
das presentada por el Grupo Catalán (Convergencia 
i Unió) al punto primero y por el Grupo Popular al 
punto segundo, ambas de sustitución, es aprobada 
por unanimidad, con 281 votos a favor. 
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pular, el señor Ramallo García, recordando su in- 
tervención de la semana anterior en defensa de la in- 
terpelación formulada sobre la actuación informa- 
tiva del Ente Público Radiotelevisión Española. Se- 
ñala que sus acusaciones no fueron contradichas 
en momento alguno por la representante del Gobier- 
no, que por toda argumentación se limitó a afirmar 
que entre las atribuciones del Gobierno no figura el 
hacer valoraciones sobre la actuación de ese Ente 
Público ni la injerencia de control alguno sobre el 
mismo. A continuación afirma también con toda 
claridad que le parece razonable la modificación del 
Estatuto de Radiotelevisión Española. Literalmente 
señala que no satisface hoy a nadie. 
Añade que la historia de estos siete años ha sido tes- 
tigo del uso, abuso y manipulación de la televisión 
pública por parte del Gobierno, y del Partido que lo 
sustenta, con objeto de mantenerse en el poder. Ese 
sectarismo y falta de respeto al pluralismo tuvo su 
máximo exponente al no televisar en directo el de- 
bate del Vicepresidente del Gobierno. 
Agrega que la moción, consecuencia de interpela- 
ción, tiene dos partes bien diferenciadas. La prime- 
ra pretende crear la base de partida de un nuevo Es- 
tatuto y los tres puntos siguientes quieren ser la ga- 
rantía de un funcionamiento más objetivo y plural 
de Radiotelevisión Española hasta que esta Cáma- 
ra apruebe una nueva normativa al respecto en el 
menor tiempo posible. 

En  defensa de las enmiendas presentadas, intervienen 
los señores Vázquez Romero, del Grupo de Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya, y Fernández 
Teixidó, por el Grupo del CDS. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
los señores Azkárraga Rodero, del Grupo Mixto; 
López de Lerma i López, del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió}, y Aguiriano Forniés, del Grupo 
Socialista. 

Sometida a votación, es rechuzada la moción del Gru- 
PO Popular por 128 votos a favor y 147 en contra. 
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En representación del Grupo Popular y para la defen- 
sa de la solicitud formulada interviene el señor Al- 
varez-Cascos Fernández. 

En turno en contra, y en representación del Grupo So- 
cialista, hace uso de la palabra el señor Beviá Pas- 
tor. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
los señores Larrínaga Apraiz, Azkárraga Rodero y 
Oliver Chirivella, todos ellos del Grupo Mixto; Re- 
bollo Alvarez-Amandi, del Grupo del CDS; Sarto- 
rius Alvarez de las Asturias Bohorques, del Grupo 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, y López 
de Lerma i López, del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió}. 

Sometida a votación la solicitud de creación de una 
Comisión de Investigación, es rechazada por 110 
votos a favor, 163 en contra y nueve abstenciones. 

Se suspende la sesión a las diez horas y cincuenta y 
cinco minutos de la noche. 

Se abre la sesión a las cuatro y diez minutos de la tarde. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATALAN (CON- 
VERGENCIA 1 UNIO), POR LA QUE SE MODIFICA 
LA LEY 49/60, DE 21 DE JULIO, DE PROPIEDAD 
HORIZONTAL, PARA FACILITAR LA ADOPCION 
DE ACUERDOS QUE TENGAN POR FINALIDAD LA 

DOS EN EL EDIFICIO DE SU VIVIENDA (Número 
de expediente 122/000001) 

ADECUADA HABITABILIDAD DE MINUSVALI- 

El señor PRESIDENTE: Comienza la sesión. 
Punto primero del orden del día, toma en consideración 

de proposiciones de ley. Proposición del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), por la que se modifica la Ley 49/60, 
de 21 de julio, de Propiedad Horizontal, para facilitar la 
adopción de acuerdos que tengan por finalidad la adecua- 
da habilitabilidad de minusválidos en el edificio de su vi- 
vienda. 

Para la defensa de la proposición, en nombre del Gru- 
po proponente, tiene la palabra. el señor Hinojosa. (Ru- 
mores.) Señorías, hemos iniciado la sesión. Les ruego que 
guarden silencio y ocupen sus escaños. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, me toca defender, en nombre 
del Grupo Catalán, una proposición de ley sobre la que so- 
licito la máxima y especial atención de la Cámara. El 
tema afecta a un colectivo de ciudadanos sobre el que, 
como he dicho, no dudo que sus señorías manifestarán 
hoy su especial sensibilidad apoyando la tramitación de 
la citada proposición de ley. 

En efecto, esta proposición de ley tiene por objeto faci- 
litar el acceso y la movilidad del minusválido en el edifi- 
cio y en la vivienda donde habite, facilitando su acceso y 
los acuerdos de la comunidad de propietarios. 
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La norma primera del artículo 16 de la Ley 49/60, de 
21 de julio, reguladora de la Propiedad Horizontal, mo- 
dificada más tarde por la Ley 2/88, de 23 de febrero, que 
regula las convocatorias de juntas de propietarios, es muy 
poco adecuada para sus destinatarios, sobre todo cuando 
éstos son minusválidos. Concretamente, esta norma esta- 
blece que los acuerdos de las juntas deberán adoptarse 
por unanimidad cuando éstos afecten especialmente o im- 
pliquen aprobación o modificación de las reglas conteni- 
das en el título constitutivo de la propiedad o de los es- 
tatutos de la comunidad. 

Por otro lado, el artículo 11 de la citada Ley considera 
que la construcción de nuevas plantas y cualquier otra al- 
teración en la estructura o fábrica del edificio o en las co- 
sas comunes afectan al título constitutivo y por ello debe 
someterse al régimen establecido para las modificaciones 
del mismo. Es decir, a la referida unanimidad de acuerdo 
de las comunidades de propietarios de los edificios. 

De esta forma, las modificaciones, que tienen por obje- 
to facilitar el acceso y la mejor facilidad de movimiento 
de los minusválidos en el edificio o en su vivienda, pue- 
den ser, y de hecho son, frenadas por el simple motivo de 
que un vecino, un copropietario, vota en contra. Es decir, 
en cualquiera de las comunidades de las que ustedes y yo 
mismo podemos formar parte, un acuerdo al que se opon- 
ga un solo voto evitaría que el minusválido que hubiese 
solicitado una mejora o modificación en el edificio o en 
su vivienda para facilitar su acceso o su movimiento den- 
tro del mismo pudiese ser frenado por la sola y única vo- 
luntad de un individuo. 

Como es lógico, esta forma de actuar dificulta la cali- 
dad de vida de los minusválidos y es, según mi Grupo, im- 
perativo necesario modificar la norma que entorpece la 
consecución de la calidad de vida que pueda disfrutar un 
minusválido, igual que cualquier otro ciudadano. 

También nos encontramos con que la famosa LISMI, la 
Ley 13/82, de 7 de abril, propugna la eliminación de barre- 
ras arquitectónicas, a fin de facilitar la total integración 
social del minusválido. Todo ello en consonancia con el 
artículo 49 de nuestra Constitución. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Hinojosa. 

Cuando quiera, puede continuar. 
(Pausa.) 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Decía que la LISMI, en el título IX, sección 1 .d, propug- 
na la eliminación de barreras arquitectónicas y la inte- 
gración del minusválido en la socidad. Mal podemos in- 
tegrar al minusválido en la sociedad, en consonancia con 
lo que proclama el artículo 49 de nuestra Constitución, si 
no facilitamos el acceso y el disfrute a su propia vivienda. 

En función de ello, mi Grupo presenta esta proposición, 
con objeto de modificar los números 1 y 3 del artículo 16, 
que debería quedar redactado de la siguiente forma: 

.Artículo 16.1: La unanimidad para la validaz de los 
que impliquen...)) -se refiere a los acuerdos- <( ... apro- 
bación o modificación de reglas contenidas en el título 

constitutivo de la propiedad o en los estatutos)). Añadi- 
mos: «No obstante, cuando tengan por finalidad facilitar 
el acceso y la movilidad del minusválido en el edificio en 
que habite, se aplicará el régimen de validez de acuerdos 
establecido en el número 2 del presente artículo». Es de- 
cir, el de la simple mayoría. 

El mismo artículo, en su número 3, añadiría lo siguien- 
te: «No obstante, un solo propietario, si se estima grave- 
mente perjudicado por el acuerdo que impida modifica- 
ciones para facilitar el acceso y la movilidad de minusvá- 
lidos que habiten en el edificio, podrá acudir al Juez para 
que decida sobre su procedencia. En este supuesto se apli- 
carán igualmente los trámites establecidos en el núme- 
ro 2 de este artículo)). 

Es decir, señorías, eliminando cualquier referencia a 
tecnicismos legales, lo que aquí pretende nuestra propo- 
sición de ley es eliminar la facultad que tiene un sólo in- 
dividuo para bloquear el acuerdo de una junta que estu- 
viese en principio predispuesta a aceptar la modificación 
de un edificio o una vivienda de un minusválido. De esto 
y nada más que de esto se trata. 

Señorías, mi Grupo sabe que ésta es una proposición 
de ley que tiene defectos, que es un texto que tiene lagu- 
nas, algunas de ellas considerables; yo mismo, al prepa- 
rar esta breve introducción al tema, que doy cuenta de 
que estamos hablando de minusválidos que son propieta- 
rios, cuando la mayoría de ellos habitan en viviendas al- 
quiladas; en nuestro texto no hemos tenido en cuenta, en 
principio, esta posibilidad de que también afecte a estos 
últimos la modificación que proponemos. 

Creemos que, de aprobarse hoy esta proposición, du- 
rante su tramitación parlamentaria, con nuestras aporta- 
ciones y las de los demás Grupos parlamentarios, se po- 
drá mejorar el texto, lo que sin duda redundaría en be- 
neficio de todo el colectivo de minusválidos al que debe- 
mos proteger. 

Por tanto, desde nuestro Grupo pedimos con especial 
énfasis la atención a la proposición de ley que hemos pre- 
sentado y el voto favorable de todos los Grupos de la Cá- 
mara. 

Muchas gracias, señor Presidente. Muchas gracias, se- 
ñorías. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hinojosa. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
iGrupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Díaz 

Aguilar. 

El señor DIAZ AGUILAR: Señor Presidente, señorías, 
permítanme consumir un breve turno para fijar la posi- 
ción de mi partido, Centro Democrático y Social, con res- 
pecto a la proposición de ley tan acertadamente presen- 
tada por el Grupo Catalán. 

En principio hemos de decir que esta proposición de ley 
nos parece de justicia, si bien, como el Diputado que la 
ha presentado ha manifestado, nos parece exigua en su to- 
talidad. Creemos que es más bien una apertura hacia un 
tema que podría llevarnos a debatir todo un aspecto glo- 



- 

CONGRESO 
469 - 

13 DE FEBRERO DE 1990.-NÚM. 14 

bal de lo que debe ser la política social con respecto a una 
buena parte de la ciudadanía española. 

Esto lo vamos a imbricar de alguna manera en aquel 
concepto de que la sociedad cada día envejece, es más lon- 
geva; hay un aumento de enfermedades degenerativas que 
si bien en unos se manifiesta precozmente, en otros es a 
partir de los 45 ó 50 aiios, llegando a tener una vejez pro- 
longada. Estos, que en principio no han sido considera- 
dos como minusválidos, sí nos parece que van a incidir 
de alguna manera en la profundidad de esta ley. 

Esta ley se está refiriendo hoy, exclusivamente, a aque- 
llos minusválidos que son propietarios de pisos, y ha di- 
cho el ponente que habría que hacerlo extensivo a aque- 
llas viviendas de alquiler. Esto implica que sea una polí- 
tica global de construcciones, con una visión ergonomé- 
trica de lo que es la vida, que no se construyan edificios 
exclusivamente para algunos privilegiados, por ejemplo, 
el 60 por ciento de la mayoría, como son los diestros; los 
zurdos, que manejan la mano izquierda, se encuentran 
también con muchas dificultades. Aquellos individuos 
que tienen sus organismos anquilosados por algunas en- 
fermedades degenerativas -enfermedades frecuentísi- 
mas en España- también encuentran cantidad de difi- 
cultades para el uso de una vivienda normal. 

¿Qué quiere esto decir? Que nosotros propugnamos la 
toma en consideración de esta proposición de ley, pero 
que no sea un paredón con el que se encuentren los ar- 
quitectos, la sociedad, las comunidades, etcétera, consi- 
derándolo como un inconveniente más para su construc- 
ción. Nosotros consideramos este tema simplemente 
como una escaleriila de acceso a una ley social mucho 
más ambiciosa, con el fin de que sea contundente a la hora 
de tratar edificios sociales y públicos, así como aquellos 
en los que haya concentraciones, cualquiera que sea su 
destino. Por ejemplo, estaciones de accesos a aeropuertos, 
estaciones de acceso al «Metro., estaciones de acceso a 
trenes, autobuses con elevadores, viviendas en las que, 
para el futuro, se planifiquen elevadores de sillas de rue- 
das. 

No podemos pensar solamente que el minusválido es 
aquel que está privado de los miembros de deambulación 
o de las manos. También hay que pensar en los que están 
privados de la vista o algunos de los órganos sensoriales. 
Es decir, tenemos que planificar aquellos edificios que 
van a ser usados por toda clase de personas, para que ten- 
gan siempre la posibilidad de una adaptación. Lo mismo 
debe ocurrir con aquellos edificios subvencionados por el 
Estado, de forma que estas normas sean también exigi- 
bles. 

Por todo ello, y con la esperanza de que se tome en con- 
sideración esta proposición de ley, con la promesa de rea- 
lizar un estudio que abarque todas las minusvalías para 
que puedan ser beneficiarios aquellos que en la actuali- 
d d  están en desigualdad, propugnamos desde el CDS que 
hay que hacer todo lo posible para que estas personas de- 
siguales sean desiguales entre sí, pero tan desiguales 
como somos los que podemos decir que somos normales. 

Así, pues, anunciamos nuestro apoyo a la toma en,consi- 
deración de dicha ley. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Díaz Aguilar. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Andréu. 

El señor ANDREU ANDREU: Señor Presidente, seño- 
rías, tal como ha planteado el ponente el tema de la vi- 
vienda de los minusválidos, considero que sólo afecta a 
una pequeña parte del problema, o quizá a la parte más 
anecdótica. En cualquier caso, bienvenida sea la manera 
de abordar el problema. 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya va a apoyar 
esta proposición de ley con el fin de que esta Cámara, en 
sucesivas actuaciones y propuestas, aborde el problema 
de los minusválidos y su integración tanto en el medio ur- 
bano como en la propia vivienda. 

Concretamente en el tema de la vivienda, la propuesta 
que nos hace el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) es 
extraordinariamente limitada, y no solamente por las 
cuestiones de propiedad que nos planteaba el ponente, 
sino porque son muy pocos los inmuebles que tienen 
adaptada la edificación para los minusválidos y porque, 
además, la adaptación de inmuebles para los minusváli- 
dos es enormemente costosa. Esto significará que si en es- 
tos inmuebles donde habitan minusválidos con rentas 
más bajas no se producen ayidas oficiales para efectuar 
las reformas conducentes a que los minusválidos puedan 
acceder a ellas, esta ley va a ser enormemente corta, 

Por todo ello, Izquierda Unida Iniciativa per Catalunya 
considera que, siendo ésta una propuesta positiva, debe- 
ría estar incardinada dentro de un conjunto de propues- 
tas donde hubiera ayudas estatales para la financiación 
de las modificaciones de los inmuebles. Debería haber 
apoyo financiero por parte del Ministerio de Obras Públi- 
cas para que aquellos inmuebles que necesiten modifica- 
ciones, ya sea de ascensores, de accesibilidad, modifica- 
ciones en el reparto interior de las viviendas, etcétera, pu- 
dieran ser accesibles a todos los ciudadanos con alguna 
minusvalía. 

Nos parecería muy interesante también que, en los pro- 
cesos de rehabilitación de viviendas, el Ministerio de 
Obras Públicas legislara de tal manera que hubiera obli- 
gaciones para que en los procesos de rehabilitación se in- 
cluyera un determinado número de viviendas destinadas 
a minusválidos. Pero todo esto sería un paquete de medi- 
das mucho más extenso que el que actualmente se nos 
trae y que Izquierda Unida va a intentar apoyar a lo lar- 
go de esta legislatura. 

No se nos oculta que en la actualidad sólo están vincu- 
ladas normativamente las viviendas de protección oficial, 
a las que pueden tener un determinado acceso los minus- 
válidos. Las viviendas de renta libre no tienen ninguna 
obligación ni limitación para que puedan ser accesibles a 
los minusválidos. Este debería ser un tema que abordará 
la Cámara en esta legislatura, tratando solamente el cam- 
po de la vivienda, sin entrar en las situaciones urbanas, 
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como ha mencionado el representante del Centro Demo- 
crático y Social 

Por último, es evidente que actuar sobre el principio de 
unanimidad en la Ley de Propiedad Horizontal significa 
poner en cuestión una parte importantísima de dicha Ley. 
Es decir, que por un problema colateral, como es el tema 
de los minusválidos, se está cuestionando una de las raí- 
ces importantes de la Ley de Propiedad Horizontal. A no- 
sotros esto nos parece positivo y bienvenido sea que se 
cuestione el principio de unanimidad en la Ley de Propie- 
dad Horizontal, principio de unanimidad que habrá de se- 
guirse para muchas otras cosas como, por ejemplo, repa- 
raciones en viviendas, etcétera. Por tanto, aun siendo una 
actuación limitada en lo que se refiere a la situación de 
los minusválidos en viviendas, Izquierda Unida conside- 
ra positivo que se trate este problema, por lo que va a apo- 
yar su toma en consideración. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Andreu. 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Izquier- 

do Arija. 

La señora IZQUIERDO ARIJA: Gracias, señor Presi- 
dente. La Constitución, en su artículo 49, prescribe la in- 
tegración social del minusválido. Asimismo, la Ley 13/82, 
de 7 de abril, aún no desarrollada en su totalidad, que es- 
taba destinada a regular el mencionado artículo 49, dis- 
pone en su título IX que la construcción, ampliación y re- 
forma de los edificios de propiedad pública o privada se 
efectuarán de manera que resulten accesibles a los minus- 
válidos, dándose, en títulos siguientes de esta Ley, nor- 
mas para la obtención de préstamos y subvenciones a fin 
de facilitar las reformas pertinentes. 

Ahora bien, de nada sirve que se disponga de medios 
económicos si la reforma de edificios existentes y que fue- 
ron construidos sin accesos adecuados para los minusvá- 
lidos depende del arbitrio o buena voluntad de sus pro- 
pietarios, tal y como sucede en la realidad. 

La ley de Propiedad Horizontal, como argumentaba en 
su exposición de motivos Minoría Catalana, resulta exce- 
sivamente rígida, poco adecuada para facilitar la vida de 
sus destinatarios cuando éstos, sobre todo, son minusvá- 
lidos, por lo que con esta iniciativa lo que se pretende es 
modificar el artículo 16 de esta Ley en lo que se refiere a 
la necesidad de aprobar por unanimidad cualquier modi- 
ficación, construcción o alteración de la estructura de un 
edificio. 

Mi Grupo Parlamentario se siente profundamente in- 
dentificado con la problemática del minusválido, siendo 
partidario de su total integración en la sociedad. Creemos 
que, como cualquier otro ciudadano, tiene que tener la 
oportunidad de ejercer su derecho al trabajo, su derecho 
de voto y de asociación, derechos que se ven limitados de 
raíz si carecen del más elemental, el de libre circulación, 
porque, bien lo se, en su mayoría están obligados a de- 
pender de los demás en el disfrute y uso de tan elemen- 
tales derechos. 

Teniendo en cuenta que nuestra Constitución, en su ar- 

tículo 9, expresa claramente la obligación que los pode- 
res públicos tienen de remover los obstáculos que dificul- 
ten o impidan la libertad y la igualdad de todos los ciu- 
dadanos, así como su participación en la vida política, so- 
cial o cultural, vamos a apoyar esta iniciativa de Minoría 
Catalana. Pero, al apoyar esta iniciativa, somos conscien- 
tes de que es un parche porque ésta es una ley incomple- 
ta, ya que mi Grupo cree que se debe traer a esta Cámara 
un plan integral que contemple medidas económicas, so- 
ciales, políticas y fiscales que sirvan para cubrir el vacío 
existente y que desarrollen en su totalidad la Ley de In- 
tegración del Minusválido para que cumpla en toda su 
amplitud, la función para la que fue promulgada hace ya 
en estas fechas casi ocho años. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Izquierdo. 
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 

el señor Díaz Fornas. 

El señor DIAZ FORNAS: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, por el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergencia i Unió) se presenta una proposición de ley 
que pretende producir una doble innovación en nuestro 
ordenamiento jurídico en materia de propiedad horizon- 
tal. Por una parte, modificar el régimen de validez de los 
acuerdos adoptados por la junta de propietarios a que se 
refiere el artículo 16, norma l:, de la Ley de Propiedad 
Horizontal 4911960, de 21 de julio, no exigiendo la unani- 
midad prevista en la citada norma cuando las obras, aun- 
que impliquen aprobación o modificación del título cons- 
titutivo o de los estatutos, se refieran y tengan por fina- 
lidad el facilitar el acceso y la movilidd de los minusvá- 
lidos en el interior de las edificaciones en que habiten. Ha- 
bría que recordar, como ya se hizo aquí, que aquellas 
obras que afectan a las alteraciones de estructura o de fá- 
brica o a las cosas comunes, por expresa disposición del 
artículo 12 de la Ley de Propiedad Horizontal afectan al 
título constitutivo de la propiedad. Pues bien, en estos su- 
puestos el Grupo Parlamentario Catalán pretende que no 
se exija la unanimidad, sino la mayoría absoluta del to- 
tal de los propietarios que, a su vez, representen el total 
de cuotas de participación en la comunidad. 

Pero hablé, señorías, de una doble innovación. Se pre- 
tende, asimismo, legitimar al minusválido que se estima 
perjudicado por una eventual denegación de su preten- 
sión por la junta de propietarios para que pueda acceder 
al juez, para que pueda impetrar el auxilio judicial. Esto 
supone también una modificación de nuestro ordena- 
miento jurídico en materia de propiedad horizontal en la 
medida en que hasta ahora sólamente tenían acceso al 
juez las propiedades que representen al menos la cuarta 
parte de las cuotas de participación en la comunidad que 
se estimaren gravemente perjudicados por el acuerdo de 
la junta. 

El Grupo Parlamentario Socialista, a la hora de fijar su 
posición, saluda esta iniciativa parlamentaria, que está 
movida, sin duda, por la loable finalidad de facilitar la 
mejora de las condiciones de vida de un colectivo necesi- 
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tado especialmente de protección, como es el de los mi- 
nusválidos; sensibilidad del Grupo Parlamentario Cata- 
lán que coincide con la socialista, la de nuestro Grupo, la 
de nuestro Gobierno, al que apoyamos, cuya atención es- 
tructura desde el Ministerio de Asuntos Sociales, a través 
de prestaciones económicas, red de centros de atención y 
recuperación y programas de inserción e integración so- 
cial. 

En este sentido, habría que recordar las palabras de la 
Ministra de Asuntos Sociales. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Díaz For- 

Cuando quiera puede continuar. 
nas. (Pausa.) 

El señor DIAZ FORNAS: Gracias, señor Presidente. 
Decía que habría que recordar las palabras de la Mi- 

nistra de Asuntos Sociales, doña Matilde Fernández, 
cuando el pasado día 30, en la Comisión de Política So- 
cial y Empleo, manifestaba que las prestaciones deriva- 
das de la Ley de Integración Social de los Minusválidos 
para los beneficiarios que no desarrollan actividad labo- 
ral tuvo un presupuesto de 55.000 millones de pesetas en 
1989. 

Pero señorías, estamos ante una proposición de ley 
compleja, un tema complejo sobre cuya respuesta legis- 
lativa es menester hacer reflexiones profundas. Conviene 
precisar que, a partir de la ley 490960, de 21 de julio, de 
Propiedad Horizontal, la jurisprudencia ha ido delinean- 
do su naturaleza jurídica para configurarla en la senten- 
cia de 16 de junio de 1973, como una institución «mi  gé- 
neris» de carácter complejo, en la que los comuneros tie- 
nen el derecho singular y exclusivo sobre un espacio su- 
ficientemente delimitado y susceptible de aprovecha- 
miento independiente y la copropiedad con los demás 
dueños de los restantes elementos, pertenencias y servi- 
cios comunes necesarios para el uso y disfrute de aquéllos. 

En la proposición de ley se establece una vía para tra- 
tar de garantizar los derechos de los minusválidos para 
acceder y poder moverse en el interior de las edificacio- 
nes en que habitan. ¿Pero es ésta la única solución, la úni- 
ca vía que ofrece la Ley de Propiedad Horizontal? Cierta- 
mente, señorías, nosotros creemos que el artículo 10 de la 
Ley de Propiedd Horizontal, interpretada contrario sen- 
SU» permite que cualquier propietario pueda exigir insta- 
laciones o servicios requeridos para la adecuada habita- 
bilidad del inmueble, en donde acaso tengan su encaje las 
pretensiones contenidas en la proposición de ley del Gru- 
po Parlamentario Catalán. 

En este sentido, debe recordarse que la jurisprudencia, 
atendiendo a la comunidad de bienes tal como se confi- 
gura en el Código Civil, sostiene de forma reiterada que 
cualquiera de los comuneros puede comparecer en juicio 
en asuntos que le afecten, ya para ejercitarlos, ya para de- 
fenderlos. 

Por otra parte, la reforma propuesta implica que el cos- 
te económico derivado de la realización de las obras para 
facilitar el acceso y la movilidad por el interior del edifi- 
cio en que habiten los minusválidos, tenga que ser asu- 

mido por todos los propietarios, como se deduce del ar- 
tículo 9:, regla 5?, de la Ley de Propiedad Horizontal, en 
donde se fija como módulo de contribución de cada co- 
munero la cuota de participación fijada en el título o en 
lo especialmente establecido. 

Pienso que cuando se presentó esta proposición de ley 
acaso se estuviera pensando en aquellos obras de las que 
pudiéramos denominar menores, obras de pequeña cuan- 
tía, sin necesidad de proyecto, sin necesidad de licencia 
municipal, etcétera. Lo cierto es que, dentro de estas 
obras, las hay que pueden modificar profundamente la es- 
tructura del edificio, que pueden ser muy costosas. Po- 
dríamos pensar en escaleras de entrada, en que luego no 
hubiera ascensor, que se accediera a los pisos altos a tra- 
vés de escaleras, que en la caja del ascensor no cupiera el 
coche de un minusválido, y cabría preguntarse si es razo- 
nable permitir que un propietario, aunque sea un propie- 
tario necesitado de especial protección, puede imponer a 
los demás obras tan profundas y costosas. 

Por consiguiente, se evidencia la necesidad de contar 
con preceptos espzcíficos para regular a quién correspon- 
de el importe de las obras. A este respecto, debe subra- 
yarse que la integración social de los minusválidos es un 
problema social, sin duda alguna, que no debe ser sopor- 
tado por una categoría o un colectivo determinado de per- 
sonas, los minusválidos, pero que acaso tampoco deba 
corresponder al resto de los propietarios asumir su coste 
económico. 

Por otro lado, señorías, la proposición de ley tiene un 
alcance limitado, porque aborda únicamente la modifica- 
ción puntual de la Ley de Propiedad Horizontal, pero que- 
dan excluidos todos los supuestos relacionados con la vi- 
vienda en régimen de arrendamiento, situación también 
conflictiva que se suscita cuando el afectado no es el pro- 
pietario de la vivienda, sino el inquilino. Y es justamente 
aquí donde el desamparo es notorio, porque este inquili- 
no, por causas derivadas de una minusvalía, natural o in- 
cluso tardía, por traumatismos o habitual de la tercera 
edad, precisa realizar adaptaciones no sólo sobre los ele- 
mentos comunes, sino también en el interior de la vivien- 
da que ocupa (por ejemplo, el simple cambio de un baño 
por una ducha) y puede ser objeto o está amenazado de 
desahucio. Por ello, una proposición de ley de esta natu- 
raleza debe abordar, con carácter general, la problemáti- 
ca de accesos y movilidad en el edificio y la vivienda, tan- 
to en régimen de propiedad como en régimen de arrenda- 
miento. La futura ley debería, asimismo, contener previ- 
siones complementarias sobre el régimen de ayudas, de 
subvenciones y de créditos en condiciones favorables. 

Estas normas, señorías, estarían en la misma línea de 
actuación ya emprendida por el Real Decreto 224/1989, 
de 3 de marzo, sobre medidas de financiación de las ac- 
tuaciones protegidas en materia de vivienda, disposición 
esta última que ha desarrollado parcialmente las previ- 
siones de la Ley 13/1980, que demuestran la sensibilidad 
del Gobierno y del Grupo Socialista que le apoya sobre 
este importante tema. 

También quiero señalar que la Comisión que ultima el 
anteproyecto de ley de conjuntos inmobiliarios contem- 
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pla la necesidad, en general, de los conjuntos inmobilia- 
rios en sus zonas deportivas, recreativas, etcétera. 

Estas reflexiones, señorías, no constituyen, en modo al- 
guno, un intento de descalificar una iniciativa legislativa 
que hemos valorado como muy positiva, sino simplemen- 
te el anuncio de nuestra voluntad política de hacer apor- 
taciones positivas, de mejorarla en trámites posteriores y 
para ello anunciamos nuestro voto favorable a su toma 
en consideración. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Díez Fornas. 
Señorías, antes de proceder a la votación de la toma en 

consideración de esta proposición de ley, quiero comuni- 
carles que se halla presente en la tribuna de invitados una 
delegación del Folketing de Dinamarca, encabezada por 
el Presidente Clausen. Quiero expresarles nuestra cordial 
bienvenida, nuestra satisfacción por su presencia entre 
nosotros y desear que su visita sea útil para las relacio- 
nes entre nuestros dos Parlamentos y nuestros dos países. 
(Aplausos). 

Votación para la toma en consideración de la proposi- 
ción del Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i 
Unió), por la que se modifica la Ley 49/1960, de 21 de ju- 
lio, de Propiedad Horizontal, para facilitar la adopción de 
acuerdos que tengan por finalidad la adecuada habitabi- 
lidad de minusválidos en el edificio de su vivienda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 271; a favor, 271. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por unanimi- 
dad la toma en consideración de la proposición de ley. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA, SO- 
BRE REFORMA DEL CODIGO CIVIL EN APLICA- 
CION DEL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACION 
POR RAZON DE SEXO (Número de expedien- 
te 122/000008) 

El señor PRESIDENTE: Toma en consideración de la 
proposición del Grupo Socialista, sobre reforma del Có- 
digo Civil en aplicación del principio de no discrimina- 
ción por razón del sexo. 

En nombre del Grupo Socialista, tiene la palabra la se- 
ñora Del Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Señor Presidente, 
señorías, el Grupo Socialista retorna hoy una iniciativa 
que se presentó en el Senado a finales de la pasada legis- 
latura y que no tuvo tiempo, entonces, para completar su 
tramitación. La retomamos con la confianza de que va a 
encontrar ahora, en esta Cámara, el mismo amplio apoyo 
entre SS. SS. que tuvo en el Senado. 

Nuestra confianza se basa en que no estamos aquí ante 
una propuesta aislada de nuestro Grupo, sino ante la con- 
tinuación de un largo trabajo común. Un largo trabajo co- 

mún que ha venido exigido por la adaptación de nuestro 
Derecho privado a los principios constitucionales de no 
discriminación por razón de sexo y de igualdad jurídica 
de los conyuges. (El señor Vicepresidente, Muñoz García, 
ocupa la Presidencia.) 

En esta labor, normas transcendentes han tenido que 
ser reformadas a lo largo de los últimos años. Sus seño- 
rías recordarán cómo ha habido profundas modificacio- 
nes en temas como patria potestad, filiación, relaciones 
conyugales, tutela, nacionalidad o, más recientemente, 
adopción. Ha sido una larga labor -y una larga labor 
compartida- porque, con las lógicas discrepancias en as- 
pectos concretos, todos los Grupos de la Cámara se han 
mostrado siempre de acuerdo en la necesidad de llevar a 
cabo estas alteraciones; de llevar a cabo los cambios que 
han permitido acabar con los aspectos más graves de fal- 
ta de adaptación a los artículos 14 y 32 de la Constitución 
que subsistían en nuestro Derecho civil. 

Por eso esperamos hoy el apoyo para una proposición 
que pretende ser un paso más en este camino ya avanza- 
do. Un paso más que permita integrar con plena eficacia 
nuestro ordenamiento jurídico en los principios constitu- 
cionales. En este afán de lograr la igualdad plena entre 
los sexos en el ámbito jurídico el que nos mueve hoy a pro- 
poner una serie de modificaciones que afectan a distintos 
aspectos de nuestro Código que, según opinión general, 
aún no están integrados en estos principios constituciona- 
les. 

Quizás el más llamativo de estos aspectos sea el que se 
refiere a la vecindad civil. Saben SS. SS. que la Ley de 
13 de julio de 1982 abolió, en materia de nacionalidad, el 
principio de unidad familiar y estableció un tratamiento 
de igualdad jurídica para ambos sexos. Sin embargo, se 
omitió entonces dar un tratamiento igual a la vecindad ci- 
vil, de modo que en esta cuestión rige aún la unidad fa- 
miliar y ,  consecuentemente, la mujer y los hijos forzosa- 
mente han de seguir la vecindad civil del marido y pa- 
dre. Se mantiene así una situación cuya constitucionali- 
dad es bastante más que discutible, que pretendemos al- 
terar con esta propuesta dando una nueva redacción que 
rompe con ese principio de unidad f miliar y que es res- 
petuosa con la unidad constitucional 1 

Este mismo objeto es el que nos mueve a proponer una 
nueva redacción para los artículos 9.2 y 9.3 del Código, 
por la que se suprima la preferencia que todavía hoy, en 
defecto de ley personal común, tiene la ley personal del 
marido a la hora de regular los efectos personales y pa- 
trimoniales del matrimonio, dando un tratamiento equi- 
tativo en este ámbito a varón y a hembra. 

Por otra parte, en cuanto a los efectos de nulidad, se- 
paración y gobierno se propone la adición de un nuevo 
párrafo al artículo 93, el cual hace posible la fijación de 
alimentos para los hijos mayores de edad y carentes de re- 
cursos propios que convivan en el hogar familiar. El ob- 
jetivo de esta propuesta es, evidentemente, aliviar la di- 
fícil situación, la carga económica que la compañía de es- 
tos hijos y su manutención puede suponer para el cónyu- 
ge en cuya compañía habitan, cónyuge que normalmente 
es la madre. Por consiguiente, se trata de una medida que 
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favorece la igualdad entre ambos sexos, si bien hemos de 
reconocer que en la práctica a quien va a favorecer va a 
ser a la mujer, que suele ser quien soporta este tipo de car- 
gas familiares. 

Asimismo, proponemos otra serie de medidas que cons- 
tituyen cambios aislados en pequeños restos de desigual- 
dad que han ido quedando en nuestro ordenamiento pri- 
vado. Así, la supresión de la referencia al sexo para deter- 
minar la intimidación, o la eliminación de una serie de 
términos o matices, que, aunque sin mayor importancia, 
todavía implican una idea de tratamiento desigual por ra- 
zón de sexo, y también, cómo no, la abolición de alguna 
disposición que, aparte de discriminatoria, es totalmente 
trasnochada para la sensibilidad de la sociedad actual, 
como ese resto que existe en el artículo 853.3, que consi- 
dera justa causa para desheredar a la hija o nieta haber- 
se entregado ésta a la prostitución. 

Señorías, presentamos un conjunto de medidas que 
afectan a aspectos muy distintos de nuestra legislación ci- 
vil, que tienen un calado muy distinto y que también son 
de índole diferente, pero que comparten un objetivo co- 
mún: hacer realidad en el ordenamiento jurídico y en la 
sociedad de cada día el principio constitucional de igual- 
dad jurídica entre los sexos. 

Por ello venimos hoy a presentar esta proposición de 
ley confiados, porque somos conscientes de que nuestra 
postura, nuestra intención es compartida tanto por el Go- 
bierno como por los distintos grupos parlamentarios. El 
Gobierno lo ha demostrado así con la puesta en marcha 
del plan de igualdad de oportunidades para las mujeres, 
del que esta proposición de ley pretende ser desarrollo en 
algunos aspectos. Y los grupos también lo han demostra- 
do con la postura que han manifestado a lo largo de estos 
años ante las distintas reformas legislativas tendentes a 
este mismo fin. 

En la confianza de que esta unidad de pensamiento se- 
guirá a partir de hoy, en la confianza de que contaremos 
con el apoyo de sus señorías, con su colaboración a lo lar- 
go de la tramitación parlamentaria para perfeccionar el 
texto, para hacerlo, si cabe más util, para hacerlo mejor, 
pedimos hoy a todos ustedes el voto favorable para su 
toma en consideración. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

(Turno en contra? (Pausa.) ¿Qué grupos desean fijar po- 

Por el Grupo Mixto tiene la palabra la señora Garmen- 

señora Del Campo. 

siciones? (Pausa.) 

dia. 

La señora GARMENDIA GALBETE: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, creo que a nadie le cabe la 
menor duda de que subo a esta tribuna para expresar la 
posición favorable de Euskadiko Ezkerra a la toma en 
consideración de esta proposición de ley. Es habitual en 
nuestra formación política, como principio, votar a favor 
de la toma en consideración dc todas las iniciativas, pero 
en este caso lo hacemos con especial interés y, además, 

mostrando nuestra adhesión a lo que se plantea en esta 
proposición de ley del Grupo Socialista. 

Estamos debatiendo la reforma de algunos artículos del 
Código Civil que constituyen, para todos y para todas, to- 
davía una asignatura pendiente, no sólo por lo que se pro- 
duce de colisión con los principios constitucionales, sino 
porque, realmente, representan a estas alturas una espe- 
cie de islote incomprensible y un poco anacrónico en lo 
que es el ordenamiento jurídico en una sociedad democrá- 
tica. 

A mí, personalmente, me alegra mucho subir a esta tri- 
buna por primera vez para hablar de un tema que consi- 
dero importante, como es el de la igualdad entre los sexos. 
La proposición de ley del Grupo Socialista recoge una se- 
rie de propuestas contenidas ya en el Plan para la igual- 
dad de oportunidades presentado por el Instituto de la 
Mujer y aprobado en Consejo de Ministros hace bastante 
tiempo. Dicho Plan recogía, entre otras cosas, los cambios 
necesarios para conseguir la igualdad en nuestro ordena- 
miento jurídico. En este caso las medidas se referían al 
tema del Código Civil. Creo que son importantes por lo 
que suponen de cambio en sí y por lo que significan, pues- 
to que ha sido precisamente en el campo del Derecho pri- 
vado donde las mujeres hemos sido tradicionalmente más 
discriminadas. 

Hasta el año 1975 la situación de la mujer en el Código 
Civil era especialmente insatisfactoria, y no hace falta re- 
montarnos a los primeros tiempos del franquismo, donde 
se nos vedaba, incluso, la posibilidad de ser testigos de 
un testamento. En épocas relativamente mucho más 
próximas, por la sola razón del sexo, la mujer era poster- 
gada al hombre en multitud de casos, como el ejercicio 
de la patria potestad, todo lo referente a la tutela, la con- 
cesión de licencia para el matrimonio del hijo, etcétera. 
Especialmente irritante resultaba el sometimiento de la 
mujer casada al marido, y como botón de muestra hemos 
tenido la licencia marital del artículo 61 del Código Civil, 
que impedía a la mujer casada realizar por sí misma cual- 
quier acto de contenido patrimonial. Hace muy poco 
tiempo, escasamente treinta años, en 1958, se justificaba 
diciendo que, por exigencias de la unidad matrimonial, 
existe una potestad de dirección que la naturaleza, la re- 
ligión y la historia atribuye al marido. No ha pasado tan- 
to tiempo, señorías, pues muchas de las Diputadas que es- 
tán sentadas en los escaños han conocido en vigor el ar- 
tículo 61 del Código Civil, y muchos de los Diputados sen- 
tados en los escaños han tenido el dudoso privilegio de po- 
der otorgar ellos mismos la licencia marital. 

La Ley de 2 de marzo de 1975 -Año Internacional de 
la Mujer en las Naciones Unidas- modificaba el Código 
Civil y hacía una reforma parcial de la Ley del Comercio, 
que supone un cierto avance en la condición jurídica de 
la mujer. Pero no cabe duda de que es la Constitución Es- 
pañola de 1978 la que supone un cambio total en el enfo- 
que, sobre todo en lo que se refiere a los artículos 14 y 35. 
El desarrollo de la Constitución exigía la supresión de 
normas discriminatorias, y esa tarea se ha llevado a cabo 
fundamentalmente por las leyes de 13 de mayo y 7 de ju- 
lio de 1981, y 13 de julio de 1982. Se han realizado im- 
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portantísimas reformas en materia de patria potestad, de 
filiación, de relaciones conyugales y de adquisición de na- 
cionalidad. Creo que hoy cerramos un primer ciclo en re- 
lación a ese Código Civil que tan mal se ha portado con 
las mujeres a lo largo de la historia. Me voy a referir, so- 
bre todo, a los artículos 9, 14, 1066 y 1267. 

Señorías, de verdad, pensar que hoy en día, a once años 
de la aprobación de la Constitución, el Código Civil vi- 
gente en este país dé todavía preferencia, para determi- 
nar la ley aplicable en Derecho internacional privado a 
las relaciones personales entre los cónyuges, a la ley del 
marido, y que dé la misma preferencia al marido a la hora 
de determinar la ley aplicable en las relaciones patrimo- 
niales entre los cónyuges; o, por ejemplo, que en lo refe- 
rente a la vecindad civil, por las implicaciones que tiene 
a la hora de aplicar los diferentes régimenes jurídicos ci- 
viles coexistentes en el seno del Estado, la discriminación 
hacía la mujer sea tan evidente como lo es, todavía en el 
artículo 14; por ejemplo, que todavía hoy en día tenga 
preferencia el varón, por el mero hecho de serlo, para re- 
cibir en una partición el título original que comprenda 
fincas adjudicadas a varios coherederos, aunque en la 
práctica sea una discriminación casi intrascendente ésta 
que recoge el artículo 1.066; por ejemplo, que en el ar- 
tículo 1.267 se señale, al clarificar la intimidación, que 
debe atenderse al sexo de la persona basándose en una 
m9yor debilidad moral que debemos tener las mujeres, 
creo que nos tiene que hacer reflexionar algo más allá que 
en la reforma concreta que estamos discutiendo hoy: nos 
tiene que ayudar en una reflexión más profunda sobre 
igualdad entre los sexos como condición indispensable 
para el desarrollo de la democracia. 

Como mujer y como Diputada, la verdad es que me re- 
belo al verme aquí y ahora hablando de estas cosas a esta 
altura del siglo y me reafirmo en el convencimiento de 
una cosa: que hay temas, y siempre ocurre así con los de 
las mujeres, que se quedan para más tarde, que nunca son 
los más importantes y que además, y eso es lo más grave, 
parece que no tienen dimensión política, hasta que a ve- 
ces estallan y casi lo hacen en forma de escándalo. Yo me 
alegro, y felicito por ello a los proponentes, de que hoy es- 
temos cerrando un ciclo. 

Hemos dado un primer empujón democrático al Códi- 
go Civil en lo referente a la igualdad entre los sexos, eli- 
minando y modificando artículos que resultaban real- 
mente incomprensibles. Sin embargo, nos quedán más re- 
formas por realizar en el ordenamiento jurídico. En el 
campo del Derecho civil, pocas reformas habrá que hacer 
seguramente, pero nos queda el reto del perfeccionamien- 
to, por ejemplo, en todo lo referente a la regulación que 
se da a las consecuencias de la nulidad, separación o di- 
solución del vínculo matrimonial; nos quedan importan- 
tes modificaciones en el Derecho penal, y no es la más im- 
portante la despenalización del aborto; en la legislación 
laboral, todo lo referente a la Seguridad Social. Nos que- 
da mucho trabajo pendiente, señorías, no solamente aca- 
bar de eliminar los restos de disposiciones discriminato- 
rias para la mujer, que afortunadamente no son ya mu- 
chos, sino sobre todo, a la luz de la experiencia de doce 

años de funcionamiento democrático, debemos ser capa- 
ces de proponer reformas legislativas que contribuyan a 
llenar de contenido en la práctica el artículo 14 de la 
Constitución. 

Señorías, espero que en esta legislatura que se ha ini- 
ciado hace pocos meses hablemos muchas veces de estos 
temas. En esta legislatura en la que estamos más muje- 
res que nunca creo que vamos a ser capaces de abordar, 
con compromiso solidario y con amplísima voluntad de 
consenso, todos los temas relacionados con los derechos 
de las mujeres. Sobre todo vamos a ser capaces de poner 
de manifiesto el inequívoco carácter político que tienen 
siempre estas propuestas, dejando patente también en 
este Congreso de los Diputados la importantísima apor- 
tación a la cultura democrática que se ha hecho, que es- 
tamos haciendo y que vamos a seguir; haciendo, desde la 
lucha por la igualdad entre los sexos. 

Por todas estas razones, Euskadiko Ezkerra va a votar, 
lógicamente, a favor de la toma en consideración de esta 
proposición de ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Muchas 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Souto. 
gracias, señora Garmendia. 

El señor SOUTO PAZ: Señor Presidente, señorías, va- 
yan mis primeras palabras para manifestar la adhesión y 
el apoyo del Centro Democrático y Social a esta proposi- 
ción de ley del principio de no discriminación por razón 
de sexo en la reforma del Código Civil. 

En estos momentos estamos ante una modificación que 
es desarrollo del principio constitucional de igualdad ju- 
rídica y que constituye uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico. Por ello, es una cuestión de enor- 
me importancia que el esfuerzo que se ha realizado por 
esta Cámara, desde la aprobación y promulgación de la 
Constitución hasta la fecha, en la revisión de las leyes que 
pudieran contener algún elemento de discriminación por 
razón de sexo, se vaya concluyendo con esta aportación 
en materia de derecho privado y de revisión de determi- 
nados artículos del Código Civil que todavía contienen 
elementos discriminatorios por razón de sexo. 

Sabemos que ya en las reformas legislativas efectuadas 
en 1981 en materia de patria potestad, de filiación y de 
relaciones conyugales, se realizó un avance considerable 
en la supresión de elementos discriminatorios. Sin em- 
bargo, es necesario continuar. Creo que, por lo menos, en 
materia civil estamos a punto de eliminar los elementos 
de discriminación que han existido hasta la fecha. 

La igualdad es siempre una cuestión difícil, porque nos 
encontramos con un principio al que se trata de dar al- 
cance y parece que siempre se nos escapa por su propia 
dificultad de aplicación. Porque la igualdad es, por una 
parte, no discriminación, pero por otra no es uniformi- 
dad. A veces puede ocurrir que, en un intento de provo- 
zar la igualdad, de conseguir la igualdad, lo que se con- 
sigue es la uniformidad. Por ello debemos procurar que 
la igualdad ante la ley, que es lo que debe presidir el prin- 
cipio constitucional, el valor superior del ordenamiento 
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jurídico que en este caso estamos tratando de aplicar en 
materia de derecho privado, parta del principio de que se 
trata de la igualdad en la dignidad humana y,  por tanto, 
en la equivalencia en cuanto a los derechos fundamenta- 
les se refiere. De ahí que haya igualdad en la atribución, 
en el reconocimiento y en el ejercicio de los derechos fun- 
damentales, y en cambio debe haber desigualdad eviden- 
te cuando haya diferencias sustanciales provocadas por 
circunstancias concretas. En este sentido no se puede en- 
tender la igualdad si, al mismo tiempo, no se completa 
con el precepto constitucional recogido en el artículo 9.2, 
de remoción de los obstáculos que impiden la plena igual- 
dad. Por eso, es necesario compatibilizar ambos princi- 
pios para llevar a cabo lo que es aspiración de la Consti- 
tución y, sin duda, de esta Cámara. 

La exposición de motivos del texto de la proposición de 
ley se fundamenta en la propia aspiración de complemen- 
tar las reformas legislativas que se hicieron en el Código 
Civil en 1981. Sin embargo, quisiera llamar su atención 
-porque puede parecer como un elemento incluso pre- 
suntamente discriminatorio- porque al tratar de funda- 
mentar la razón de esta ley quizá se esté indicando que 
la presente ley pretende conseguir una mejor aplicación 
de la legislación vigente en favor de la mujer. Creo que lo 
anterior puede ser, incluso, discriminatorio para la pro- 
pia mujer si se mantiene en el texto. Quizá sería más ade- 
cuado al espíritu de la propia proposición decir que de lo 
que se trata es de eliminar simplemente la discrimina- 
ción por razón de sexo. 

No se trata de entrar, por supuesto, en el contenido de 
los artículos que se van a modificar, cuyo estudio (y las 
enmiendas pertinentes) corresponde a Comisión. Sin em- 
bargo, quisiera decir que son enormemente importantes 
las cuestiones que afectan al derecho de familia, donde el 
principio de igualdad es difícil de aplicar. No es tan difí- 
cil en ocasiones determinar los criterios superadores de 
la discriminación tradicional que existe en esta materia; 
pero es mucho más difícil encontrar en la práctica los me- 
dios que hagan posible llevar a cabo el principio de igual- 
dad, y, por tanto, en este caso, de la no discriminación 
por razón de sexo. 

No vamos a entrar en el detalle de cada uno de los ar- 
tículos que van a ser objeto de reforma. Simplemente qui- 
siera decir que mostramos nuestro apoyo a la proposición 
de ley y que, en su momento, se introducirán las enmien- 
das que se consideren necesarias, siempre con la idea cla- 
ra de contribuir a perfeccionar el texto y, por consiguien- 
te, en la línea trazada. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Muchas 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
gracias, señor Souto. 

lunya, tiene la palabra la señora Almeida. 

La señora ALMEIDA CASTRO: Señoras y señores 
Diputados, voy a apoyar, en nombre del Grupo Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, la proposición de ley que 
se ha presentado precisamente por el Grupo Socialista so- 

bre la reforma de determinados artículos del Código Ci- 
vil. La apoyamos porque nos parece absolutamente nece- 
sario que se haga, pero también nos parece un poco insu- 
ficiente porque si bien es cierto que es un repaso, en al- 
gunas cosas importante y en otras meramente dialéctico, 
quizás no se ha abordado suficientemente la situación que 
se ha planteado tanto en el derecho de familia, en las con- 
secuencias del mismo y en la referencia que se hace a las 
reformas producidas en la Ley de Divorcio, que se ha que- 
dado ya, pese a los pocos años de vigencia, un tanto an- 
ticuada para las exigencias que tiene la sociedad y en esta 
legislatura tendremos que meternos en otras muchas co- 
sas más. 

Tenemos que intentar no poner tanto parche y discutir 
una serie de problemas que han pasado por esta Cámara 
sin que hayan tenido una relevancia importante. Hay que 
tener en cuenta la situación que se está creando en una 
declaración programática importantísima que se hace en 
el Código Civil, a la que hacía referencia Koro Garmen- 
día, sobre la administración conjunta de la sociedad de 
gananciales, pero sin que eso tenga una eficacia real por- 
que no se han articulado los medios para hacer conjunta 
esa administración. Ha pasado por aquí la Ley de Socie- 
dades Anónimas, pero no se han respetado los derechos 
de las mujeres para poder ejercer esa administración con- 
junta, planteándose situaciones de expropiación de los 
bienes gananciales a través de la pertenencia a socieda- 
des anónimas. Creemos que son temas importantes que 
tenemos planteados y habrá que estudiarlos para que los 
principios no sean sólo de igualdad jurídica, sino que 
haya capacidad de poder ejercer incluso esa igualdad ju- 
rídica. 

Para que una mujer pueda ser igual no basta con que 
la ley lo diga, sino que debe tener una situación de igual- 
dad en la sociedad que le permita ejercer sus derechos. 
Efectivamente, la reforma que se nos plantea va en ese ca- 
mino y nuestro Grupo la va a apoyar. Son un poco farra- 
gosos los principios que contiene la reforma de los artícu- 
los 9 y 14, 1 .O66 y 1.267, pero queremos destacar una que 
nos parece muy importante, que es la reforma del artícu- 
lo 93 del Código Civil en el sentido de que se prorroguen 
las pensiones que 5e establezcan para los hijos mayores 
de edad que todavía se encuentran cursando estudios o 
dependan de la familia, porque se produce la situación ab- 
surda de que al llegar a los 18 años dejan de recibir ali- 
mentos, como si ya se les hubiera solucionado el proble- 
ma, o bien tienen que iniciar ellos mismos una acción cer- 
ca sus padres para recuperar esos alimentos. Me parece 
muy importante que se amplíe en ese aspecto la decisión 
del Juez para los hijos mayores de edad que todavía vi- 
ven en el domicilio paterno. 

En cualquier caso, en la propia revisión que se ha he- 
cho, quizás porque nos hemos tenido que leer los artícu- 
los reformados, nos hemos encontrado con otros elemen- 
tos que a lo mejor no se refieren tanto a la igualdad hom- 
bre-mujer, pero tienen un tufillo que debe desaparecer de 
nuestro Código. Creo que tanto el Código Penal, como el 
Código Civil, tienen un tufillo que huele en muchas par- 
tes a otra época. Quería destacar a SS. SS. que en la re- 
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forma que se propone, por ejemplo, del artículo 648, nú- 
mero 2, en el que se intenta cambiar el término «mujer» 
por «cónyuge», para dar un sentido más de compañía y 
menos de propiedad, con lo que estamos de acuerdo, no 
se dice nada del apartado uno, en el que en cuanto a las 
causas para poder revocar la donación dice: si se hubiera 
atentado contra la honra del donatario. Tendríamos que 
estar de acuerdo en que en este momento la honra o la 
deshonra no es un elemento muy moderno a la hora de en- 
frentarnos con una renovaci,ón que también habrá que ha- 
cer, que no es una renovación de sexos, pero sí ideológica 
para otro estilo distinto. De todas formas, creo que vamos 
a tener mucho tiempo para hablar de estos temas. 

En cualquier caso, las mujeres que estamos en esta Cá- 
mara -y espero que esta opinión sea compartida-- nos 
sentimos contentas de que cada vez se vayan quitando 
más limitaciones teóricas. Pero lo que más nos preocupa 
es que se remuevan los verdaderos obstáculos. 

En este sentido, el compañero Souto me permitirá que 
le diga una cosa. A la hora de remover obstáculos nos te- 
nemos que preocupar de remover aquéllos que nosotros 
mismos estamos colocando en el aplicación igualitaria de 
la ley. Cuando ayer leía las declaraciones del alcalde de 
Fuerteventura, que es del CDS -y sé que no es responsa- 
ble el CDS-, pensaba que quizá removiendo obstáculos 
de ese tipo, dando ejemplo de lenguaje y de comprensión 
en la Cámara, estaríamos realizando una labor igualita- 
ria muy importante para el conjunto de las mujeres y de 
los hombres de este país. Por lo menos en esta batalla el 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya no va 
a ahorrar esfuerzos y va a apoyar cuantas iniciativas con- 
tribuyan a esta idea. 

Las mujeres queremos ser iguales, pero no ser iguales 
a, sino que queremos ser iguales en derecho y en oportu- 
nidad para transformar esta sociedad pudiendo ejercer 
nuestros derechos. En la Comisión lo discutiremos, pero 
desde ahora el Grupo Socialista puede contar con nues- 
tro apoyo a esta reforma. 

Mucha gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Muchas 

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i 
gracias, señora Almeida. 

Unió) tiene la palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA I VALERO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, como es habitual ,en mi Grupo Parlamenta- 
rio, manifiesta el voto favorable a la toma en considera- 
ción de esta proposición, que los anteriores portavoces ya 
han reflejado que es de gran importancia. 

El voto favorable de mi Grupo se debc a que esta pro- 
posición viene a corregir la incoristitucionalidad todavía 
existente de algunos preceptos del Código Civil, a pesar 
de haberse llevado a cabo y aprobado por esta Cámara re- 
formas sustanciales en materia de patria potestad, de fi- 
liación y de matrimonio, para adaptarlos a lo que precep- 
túa la Constitución en los artículos 14 y 32. Sin embargo, 
estos preceptos constitucionales no eran plenamente efec- 

tivos, puesto que todavía hoy perduraban discriminacio- 
nes por razón de sexo en nuestra legislación civil. 

En la exposición de motivos hay un apartado que po- 
dría inducir a error, cuando dice que la presente ley pre- 
tende conseguir una mejor aplicación de la legislación vi- 
gente en favor de la mujer. Querría corregir esta expre- 
sión en ese apartado, ya que no es una proposición de ley 
en favor de la mujer, como una acción positiva, sino que 
simplemente trata de adaptar el Código Civil a lo que pre- 
ceptúa la Constitución, puesto que todavía estamos vio- 
lando preceptos constitucionales desde que ésta se apro- 
bó. 

Como decía la portavoz de Izquierda Unida, podremos 
profundizar más cuando se tramite por la vía ordinaria, 
para introducir en la sociedad de gananciales o en otro as- 
pecto, alguna medida de acción positiva, si es que hace 
falta. En todo caso, creo que tendría que eliminarse de 
esta exposición de motivos, puesto que esta ley no preten- 
de conseguir una aplicación mejor en favor de la mujer, 
sino simplemente adaptarse a la Constitución Española. 

Señorías, si bien he manifestado la posición favorable 
de mi Grupo, quería hacer una serie de consideraciones 
al Grupo Socialista y al resto de los Grupos Parlamenta- 
rios porque sería deseo del Grupo Catalán que fueran es- 
tudiadas en su tramitación ordinaria en la seguridad de 
que podrían mejorar el texto. 

La proposición de ley sigue manteniendo alguna de las 
confusiones o indefiniciones todavía vigentes en nuestras 
leyes, a pesar de que ha habido congresos sucesivos en los 
que se han hecho propuestas en el sentido que ahora ex- 
pondré. Por ejemplo, el artículo 14 habla de vecindad ci- 
vil. Seguimos permanentemente con la indefinición y la 
confusión de si vecindad civil, vecindad administrativa y 
residencia habitual, que es una expresión que creo que se 
produce por primera vez en normas jurídicas, es lo mis- 
mo o no. iEstamos hablando de residencia habitual igual 
a vecindad civil o no? (Cuándo en el Código Civil habla- 
mos de domicilio habitual es lo mismo que decir residen- 
cia habitual? La expresión residencia habitual se emplea 
a efectos administrativos y, sobre todo, a efectos fiscales, 
pero seguimos sin saber -porque existe gran confusión 
terminológica- si vecindad administrativa, domicilio ha- 
bitual y residencia habitual es lo mismo o no. 

Creo que tendríamos que aprovechar esta reforma del 
Código Civil para solucionar y aclarar estos términos, 
puesto que residencia habitual es más bien un término so- 
ciológico de expresión que no jurídico, y por primera vez 
en la corrección del artículo 9: del Código Civil que esta 
proposición hace se introduce jurídicamente esta expre- 
sión de la residencia habitual. 

Señorías, yo les querría poner un ejemplo, para una me- 
jor comprensión de lo que estoy exponiendo. Hablaré de 
Cataluña. El Estatuto de Cataluña dice que la condición 
de catalán se adquiere si tienes la vecindad administrati- 
va. Al tener la vecindad administrativa, que se adquiere 
por darte de alta en el censo, se adquiere también la con- 
dición política, se puede votar en las elecciones y se vota 
a unos Diputados que pueden modificar unas leyes del De- 
recho Civil catalán que después no se van a aplicar, por- 
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que no se tiene la vecindad civil, sino simplemente la ve- 
cindad administrativa. 

Creo que esto tiene profundas repercusiones, y ya que 
regulamos y vamos a modificar el artículo 14 del Código 
Civil, se tendría que aprovechar la ocasión para no inven- 
tar nada nuevo, sino simplemente recoger algunas pro- 
puestas de congresos de juristas e intentar resolver este 
tema. 

Señorías, vuelvo a reiterar que, si como parece, por las 
manifestaciones de otros portavoces, esta proposición de 
ley va a ser tomada en consideración, tendremos oportu- 
nidad para estudiar, si se cree conveniente, estas obser- 
vaciones que hace mi Grupo Parlamentario, así como 
para introducir otras enmiendas que puedan mejorar el 
texto, no sólo para adaptarlo a la Constitución, sino tam- 
bién, y seguramente, para introducir todo aquello que mi 
Grupo Parlamentario ha expuesto en otras ocasiones en 
esta Cámara, como es ver si cabe alguna medida de ac- 
ción positiva en favor de la mujer, porque no existe la 
igualdad legal todavía en la sociedad. 

Muchas gracias, señor presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Muchas 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Gar- 
gracias, señora Cuenca. 

cía-Alcañiz. 

La señora GARCIA-ALCAÑIZ CALVO: Con la venia, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, significa para mí, cómo 
no, un honor el que hoy, en nombre del Grupo Popular de- 
fienda lo que va a ser la fijación de nuestra postura con 
respecto a esta proposición de ley que nos presenta el Par- 
tido Socialista y que tiende a equipar la igualdad de to- 
dos los ciudadanos ante la ley. Trataré de scr concisa en 
la exposición de motivos para fijar la posición de mi Gru- 
po. 

En primer lugar, he de manifestarles que nuestro voto 
va a ser favorable a esta proposición de ley. No obstante, 
nos vemos obligados a hacer algunas consideraciones que 
pretenden mejorar y perfeccionar el texto de esta propo- 
sición de ley. 

Aparte de algunos errores mecanográficos perfectamen- 
te subsanables, esta proposición de ley para la reforma 
del Código Civil en aplicación del principio de no discri- 
minación por razón de sexo nos parece de una parte con- 
fusa y políticamente insuficiente. A nuestro juicio, se tra- 
ta con ella de alguna manera de parchear nuevamente 
nuestro Código Civil, cuando lo que deberíamos plantear- 
nos es una reforma del mismo más completa y, por tanto, 
con una mayor adecuación a la realidad. 

Como SS. SS. saben, las normas, según decía Savigny, 
deben tener un carácter dinámico para que se adecuen a 
la realidad social mediante un cambio permanente de las 
mismas y no tener un carácter estático que las haga 
aferradas o encorsetadas por situaciones de hecho o por 
otras similares. (El señor Presidente ocupa la Presiden- 
cia.) 

Esta reforma a la que me estoy refiriendo ha de hacer- 

se con sumo cuidado, porque no se trata, sin más, de ha- 
rer borrón y cuenta nueva, sino de mejorar, en lo posible, 
rl contenido de alguna de las instituciones que en el Có- 
digo de referencia se trata, y de no trocar otras que son 
de difícil perfeccionamiento, a pesar de que se trate de 
una norma de 1889. 

Por todo ello, y habiendo expresado genéricamente, 
aunque de forma casi esquemática, lo que piensa el Gru- 
po Popular, paso a exponer, de manera algo más porme- 
norizada, nuestro punto de vista, con la intención de que 
se entienda como una crítica constructiva. La presente 
proposición de ley, como queda dicho, aborda una refor- 
ma más y de menor cuantía del Código Civil, en aplica- 
ción del principio de no discriminación por razón de sexo, 
y podría y debería haberse aprovechado esta ocasión para 
suprimir todo tipo de discriminaciones que vayan contra 
el principio de igualdad proclamado en el artículo 14 de 
nuestra Constitución. Plantear la reforma de determina- 
dos preceptos del Código Civil que supongan una infrac- 
ción del principio constitucional de igualdad, no podemos 
por menos, como es lógico, que apoyarla. Ahora bien, una 
cuestión es aceptar esta reforma y otra muy distinta ha- 
cerlo sin reservas. Y no hacemos esta afirmación, seiío- 
rías, porque deba entenderse que la oposición siempre tie- 
ne que oponerse, sino sinceramente porque creemos que 
esta reforma que nos proponen es perfectamente mejora- 
ble, no sólo desde el punto de vista de la técnica jurídica 
sino también como extensión de la misma. 

Señoras y señores Diputados, cuando se aborda la mo- 
dificación de determinados preceptos de un código, y en 
este caso del Código Civil, hay que tener en cuenta, cuan- 
do menos, la curiosidad, aunque es deseable la precau- 
ción, así como las concordancias de los preceptos a mo- 
dificar; concordancias con otros preceptos del mismo 
cuerpo legal o con los de otros textos legales. Y esa pre- 
caución o, si ustedes quieren, curiosidad, no se ha obser- 
vado -al menos así nos parece a nosotros- en el texto 
que se nos propone. De otra parte, en la proposición de 
ley observamos reiteraciones, a nuestro juicio innecesa- 
rias; cuestiones cuya reforma se pretende y que ya están 
tratadas en otras secciones del Código Civil. 

Sin ánimo de alargar excesivamente mi intervención y 
por no ser éste el momento adecuado de hacer modifica- 
ciones o textos alternativos, sin embargo, me van a per- 
mitir que cite algunas de las cuestiones que el Grupo Po- 
pular, al que represento, entiende que quedan sin resol- 
ver o deficientemente contempladas en la proposición de 
ley objeto de este punto del orden del día del Pleno de 
hoy. A modo de ejemplo, cabe citar: Primero, en la pro- 
puesta de reforma que se hace del artículo 9." del Código 
civil -artículo 1: de la proposición-, a nuestro juicio, 
no resulta clara la diferencia que se establece entre los 
efectos personales y patrimoniales del matrimonio. Se- 
gundo, la reforma que se propone del artículo 14 del Có- 
digo Civil -artículo2.0 de la proposición- adolece, a 
nuestro juicio, de defectos de técnica jurídica, como pue- 
den ser los referentes a las instituciones de patria potes- 
tad o adopción. Tercero, por lo que respecta al artículo 
1 .O66 -y parece que hemos coincidido con oradores an- 
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teriores en casi todos los artículos-, del texto propuesto 
se deduce la no observación de las concordancias. Cuar- 
to, esta misma falta de observancia de concordancias po- 
dría señalarse en la reforma que se pretende del artículo 
93 del Código Civil. 

Por todo ello, sin perjuicio del voto positivo del Grupo 
Popular que ya hemos anunciado al comienzo de mi in- 
tervención, y con las modificaciones y los textos alterna- 
tivos que presentaremos en su día en la Comisión, con el 
fin de que esta Cámara logre sacar un texto más perfecto, 
ofrecemos desde aquí nuestra colaboración al Grupo pro- 
ponente. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora García-Alca- 

Vamos a proceder a la votación. 
Proposición de ley del Grupo Socialista sobre reforma 

del Código Civil en aplicación del principio de no discri- 
minación por razón del sexo. 

ñiz. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dió el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 271; a favor, 271. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por unanimi- 
dad la toma en consideración de la proposición de ley. 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO IZQUIERDA UNI- 
DA-INICIATIVA PER CATALUNYA, POR LA QUE 
SE INSTA AL GOBIERNO PARA QUE, EN EL PLA- 
ZO DE TRES MESES, PROCEDA A REMITIR A LA 
CAMARA UN PROYECTO DE LEY REGULADORA 
DE LA INSTITUCION DEL JURADO (Número de ex- 
pediente 1621000018) 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto segundo del 
orden del día, proposiciones no de ley. En primer lugar, 
proposición del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya por la que se insta al Gobierno para que, en el 
plazo de tres meses, proceda a remitir a la Cámara un pro- 
yecto de ley reguladora de la institución del Jurado. 

En nombre del Grupo proponente, tiene-la palabra el 
señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Tal como ha sido expuesto, el Grupo parlamentario de 
izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, sin que ello su- 
ponga ninguna novedad en esta Cámara, vuelve a intro- 
ducir una proposición no de ley para emplazar al Gobier- 
no a que en el plazo de tres meses nos remita un texto ar- 
ticulado para regular la institución del Jurado. 

No obedece esta iniciativa a ningún intento de hacer ru- 
borizar a nadie ni de hacer que afloren los colores por los 
continuos incumplimientos que se han venido sucedien- 

do en cuanto a toda promesa de regulación de esta insti- 
tución; bien al contrario, esta iniciativa, con todo respe- 
to,. trata de entender por qué a once años de la aproba- 
ción de la Constitución tenemos todavía esta asignatura 
pendiente. Resulta incomprensible que ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Castella- 
no. (Pausa.) Continúe su señoría. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Resulta 
incomprensible que a pesar de ese artículo 125 de la Cons- 
titución, que nació en una determinada circunstancia, ro- 
deado de una seria discusión, lógica, diríamos más, en 
pleno fragor de la polémica entre juradistas y no juradis- 
tas, y que posteriormente se ha visto refrendado en deci- 
siones de esta propia Cámara, cual ha sido, entre otras, 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y hasta algún que otro 
estatuto de autonomía, sin embargo, resulta incompren- 
sible, repito, que pese a todo ese conjunto de manifesta- 
ciones, según va pasando el tiempo, paradójicamente, se 
haya dado la vuelta a la situación ya que, según se ha ido 
originando un mayor acercamiento de las Cámaras, de la 
íuerzas políticas y de los sectores sociales hacia la insti- 
tución del Jurado, se ha ido produciendo un mayor aleja- 
miento de toda voluntad política hacia su instauración. 
No solamente han sido la Constitución, repito, la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial y algún estatuto de autonomía, 
sino quc, además, ha habido en esta Cámara, en casi to- 
das las legislaturas, iniciativas para su regulación. Pode- 
mos recordar, por ejemplo, un texto completo del Partido 
Nacionalista Vasco; podemos recordar uria interpelación 
del propio PNV y raro sería que no haya alguna que otra 
fuerza política que no haya traído a la Cámara alguna ini- 
ciativa en este punto. 

Al lado de este refrendo de lo que es la voluntad polí- 
tica de la Cámara, en el seno de nuestra sociedad se ha 
producido un camino paralelo. Casi todos los partidos po- 
líticos han introducido en sus programas la institución 
del Jurado. Las tres asociaciones profesionales (Asocia- 
ción Profesional de la Magistratura, Asociación Francisco 
de Vitoria y Asociación de Jueces para la Democracia) han 
recogido en sus congresos la petición de introducción, de 
una vez por todas, de la institución del Jurado. El Conse- 
jo General del Poder Judicial, en sus dos últimas memo- 
rias remitidas a la Cámara, ha insistido en la convenien- 
cia sobre la rápida solución de la regulación de esta ins- 
titución. El Presidente del Tribunal Supremo, en las dos 
últimas sesiones solemnes de apertura de dicho Tribunal, 
ha insistido en pedir que se ponga en marcha la citada ins- 
titución. Así se ha pronunciado también el Fiscal General 
del Estado. Por si fuera poco, la Asociación pro Jurado 
-de la que incluso ha formado parte como vicepresiden- 
te en su junta directiva uno de los que hoy es, en honra 
para él y en beneficio para el Ministerio, asesor del Mi- 
nistro de Justicia- ha seguido insistiendo en la puesta en 
marcha de esta institución. El último Congreso de la Abo- 
gacía en Palma se ha manifestado en la misma línea y qué 
vamos a decir del Congreso de Abogados Jóvenes o de las 
dos últimas sesiones celebradas por lo que se llama Reu- 
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nión de las Gentes del Derecho, la última de las cuales se 
ha celebrado la pasada semana en Valencia. 

Sin embargo al lado de la actitud de la propia Cámara, 
con la Constitución y su refrendo legal en otras leyes; al 
lado de la actitud de las fuerzas políticas (entre otras, no 
olvidemos la iniciativa, que fue muy importante, del pro- 
pio Ministerio de Justicia, que hizo unas jornadas espe- 
ciales sobre el Jurado, a las que algunos tuvimos la oca- 
sión de asistir, que fueron de las jornadas más serias y ri- 
gurosas que se hayan celebrado sobre el tema); de las con- 
ferencias que se han pronunciado por miembros del Tri- 
bunal Supremo -vamos a recordar, entre otros, a un 
miembro del Consejo del Poder Judicial y del Tribunal 
Supremo, cual es el señor don José Augusto de Vega-; 
de los estudios hechos por catedráticos como Fairén, Aro- 
ca, o Catena, publicados en la revista del Poder Judicial; 
al lado de todo esto y de que, además, en el seno de la po- 
blación, según nos dicen las encuestas del Centro de In- 
vestigaciones Sociológicas y las pulsiones del sentir social 
del profesor Toharia, cada día no es que sea mayor, es que 
es casi ya nulo el rechazo ante la institución del jurado, 
sin embargo, nos encontramos con que hay una ignota 
causa, hay alguna oculta razón para que de verdad esta 
institución no acabe de marchar. 

Repito que ya no existe en nuestra sociedad ni siquiera 
la vieja polémica entre juradistas y no juradistas. Me atre- 
vería casi a afirmar que ya no hay ni siquiera una polé- 
mica entre los partidarios del jurado puro -entre los que 
algunos nos encontramos- y el escabinado; es más, casi 
hay coincidencia en que, por el lugar geográfico y cultu- 
ral en que estamos, está más próxima a nuestro ordena- 
miento jurídico la institución del escabinado -similar a 
la francesa, italiana de los países europeos en su mayo- 
ría, salvo el área anglosajona- que la del jurado puro. Es- 
tamos dispuestos hasta a admitir que esa sea la fórmula. 

Queda por discutir, efectivamente, para qué órdenes ju- 
risdiccionales, la obligatoriedad o voluntariedad del Ju- 
rado, la forma de selección, la circunscripción, pero son 
detalles de carácter técnico. El hecho cierto, y es lo que 
importa, es que se ha ido produciendo un encariñamien- 
to con esta institución nuestra ciudadanía la siente como 
propia, y este importante test del que depende una autén- 
tica democratización de la Justicia, del que depende un 
aspecto importante de participación del ciudadano, que 
no se puede reducir al Legislativo y al Ejecutivo, sino que 
tiene que acceder hasta el propio Poder Judicial, queda 
absolutamente irresoluto. 

Nos hemos tenido que preguntar algunos dónde pueden 
estar las dificultades, porque no queremos pensar bajo 
ningún concepto que sea un puro capricho; menos aún 
que haya restricciones a la participación de los ciudada- 
nos o, lo que sería todavía más grave, que haya miedo a 
la libertad. {Puede estar el motivo de dilación en este de- 
sarrollo constitucional en que se piense que hasta que no 
se acaben las grandes reformas orgánicas no es proceden- 
te introducir el Jurado? Las reformas orgánicas han aca- 
bado todas. Sólo nos queda el pequeño detalle de la ins- 
tauración de los juzgados de lo contencioso-administrati- 
vo. Ya está ahí hecha la conversión de juzgados de distri- 

to, ya está hecha la reforma de la justicia de paz o muni- 
cipal; ya está hecha incluso la reforma de la casación; se 
ha producido ya la instauración de los juzgados de lo pe- 
nal; ya existe la nueva figura de los jueces o magistrados 
unipersonales en las audiencias provinciales. En suma, ya  
no queda mas que el pequeño supuesto de la Ley Orgáni- 
ca del Poder Judicial de los juzgados de lo contencioso. 
Luego no puede ser un tema que afecte a la organización 
judicial. 

{Puede ser un tema que afecte a las leyes procesales? 
No cabe la menor duda que puede tener su influencia en 
las leyes procesales, pero también es cierto que en mu- 
chos países la ley del jurado ha tenido el carácter de ley 
específica y disociada de una ley de enjuiciamiento cri- 
niinal. incluso, si accediera el Gobierno a enviarnos esa 
ley, su promulgación no perturbaría, en modo alguno, una 
futura ley procesal, porque la podría incorporar, desde el 
punto de vista teórico y, además, podría hacer una pro- 
funda valoración práctica de lo que esta experiencia su- 
pone. Y, en todo caso, modificaciones procesales también 
se han producido hace muy pocos días. Se ha modificado 
el proceso monitorio de los juzgados de lo penal; se ha mo- 
dificado el trámite sumaria1 y de instrucción al sustraer 
a los jueces de instrucción todo el problema del fallo como 
consecuencia de la Sentencia del Tribunal Constitucional. 
Se ha modificado seriamente el tratamiento incluso de los 
juicios orales en las audiencias y -repit- se ha modi- 
ficado todo el Derecho procesal en materia de casación. 

Entonces, {se trata de un problema de costos? Sabe de 
sobra el Ministerio, ausente en la discusión de este deba- 
tc, que el problema de costes es mínimo, a la luz de la 
enorme cantidad de dinero que han podido suponer las re- 
formas. 

Desde la pura y simple curiosidad por conocer cuál va 
a ser la razón que se nos va a dar, vamos a acabar aquí 
esta intervención, simplemente llamando la atención so- 
bre la enmienda que se nos propone. La enmienda que se 
nos propone no contempla la remisión a esta Cámara de 
ese texto en el plazo de tres meses, sino su englobe den- 
tro de una futura ley procesal. Imagino que será una pura 
errata decir que ya se ha remitido a este Congreso el pro- 
yecto de ley reguladora, porque está por remitirse y no 
pasa de ser una actitud de buena fe. 

Finalmente, para que no parezca el tema tan árido, per- 
mítanme ustedes acabar con una pequeña broma, que no 
tomen a mal. Su enmienda nos dice que el día que se re- 
mita la ley reguladora del nuevo ordenamiento procesal 
penal contemplaremos en la misma la institución del Ju- 
rado. A mí me hubiera gustado, para mayor seguridad, in- 
cluso aunque no estemos de acuerdo con la enmienda, que 
se comprometieran a regularla, porque la pura contem- 
plación no es suficiente. De las tres viejas órdenes, la de 
los predicadores, la de los mendicantes y las contempla- 
tivas, es en todo caso, preferible estar en la de predicado- 
res o en la de mendicantes, porque la de las coritempia- 
tivas fue la que menos respeto recibió de toda la Patrísti- 
ca. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Castellano. 
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A la proposición no de ley se ha presentado una enmien- 

Para la defensa de la misma y para fijar la posición del 
da por el Grupo Socialista. 

Grupo, tiene la palabra el señor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, he escuchado con atención los argumentos del re- 
presentante de Izquierda unida-Iniciativa per Catalunya, 
señor Castellano, en defensa de la motivación de esta pro- 
posición no de ley sobre el Jurado, por la que se insta al 
Gobierno a la remisión a la Cámara, en un plazo tan exi- 
guo como es el de tres meses, de un proyecto regulador 
de la institución del Jurado. 

Para el Grupo Socialista la institución del Jurado es, en 
efecto, muy querida, por tradición, porque ahí está la so- 
lidez de nuestra propia gestión; tan querida que en su mo- 
mento, en el anteproyecto de la Constitución española, la 
enmienda que presentamos los socialistas insistía no en 
la mera posibilidad del jurado, de la participación ciuda- 
dana en el jurado, sino en la necesidad y en la obligato- 
riedad de esa participación. 

La idea central que regula el artículo 125 de la Consti- 
tución española es la de la participación de los ciudada- 
nos también en la justicia, en suma, de democracia diná- 
mica, idea muy consustancial a lo que son los postulados 
del socialismo democrático, aquella vieja idea ,de Norber- 
to Bobbio, que decía que lo importante en la sociedad de 
hoy ya no es cuántos votan, sino dónde votan los ciuda- 
danos, en qué esferas o en qué niveles de la vida votan y 
participan los ciudadanos. 

Pues bien, señorías, dicho esto no podemos aceptar que 
tras las distintas posturas de mi Grupo Parlamentario, en 
relación a las diferentes iniciativas que se han debatido 
en esta Cámara sobre el tema del jurado, exista un inten- 
to simplemente retardatario, un recelo hacia la institu- 
ción del Jurado o una voluntad antijuradista. Existe, en 
efecto, un sentido de prudencia, quizá bajo ese principio 
de que la mejor defensa del Jurado es la que huye del vo- 
luntarismo. No queremos, señorías, que el Jurado fraca- 
se, no queremos que sea una ley precipitada ni una ley 
que desconozca, por un lado, el contexto de mejora en esa 
dotación infraestructura1 de la justicia en la España de 
hoy, ni, por otro, que sea una ley extraña a un contexto 
también de orden procesal. 

El señor Castellano nos citaba, y lleva razón, que en el 
mundo del Derecho, en los ciudadanos, en muchas orga- 
nizaciones y asociaciones de la magistratura, en movi- 
mientos de profesionales del Derecho, en gentes del De- 
recho, en el propio Consejo del Poder Judicial, se defien- 
de, se reclama la institución del Jurado. Pero en todas esas 
manifestaciones se incide mucho en varios conceptos: en 
el concepto de prudencia, en el concepto de gradualismo, 
en el concepto de coordinación procesal, de atemperación 
a la legislación de enjuiciamiento criminal. 

Recientemente se celebró en Valencia el 11 Congreso de 
Gentes del Derecho. Es precisamente en ese Congreso don- 
de encontramos una regulación de la ley del Jurado en- 
marcada en el ámbito procesal, es en las medidas de nue- 
va ordenación del proceso penal donde se ubica, donde sc 

instala la institución del Jurado. En la última Memoria 
del Consejo General del Poder Judicial enviada a esta Cá- 
mara, no se remite al Congreso, no se alude, no se cita en 
esta ocasión el tema de la ley del Jurado, quizá porque tie- 
ne en cuenta la sección especial creada dentro de la Co- 
misión General de Codificación que está trabajando y es- 
tudiando todo tipo de reformas procesales, en la idea de 
un proceso global, de insertar en ese proceso criminal, en 
ese Código Procesal Penal la institución del Jurado. 

No es mi voluntad, señorías, hacer un repaso de por qué 
esa prudencia. No quiero desestabilizar mi intervención 
haciendo una hipercrítica de la evolución histórica del Ju- 
yado en lo que fue nuestra experiencia; ni siquiera me voy 
a referir a calificarla como fracaso, pero sí quiero llamar 
la atención de que, en todo caso, había problemas intrín- 
secos a la Ley de 1888 que llegaron a hacer exclamar -y 
yo hoy no exclamaría en esos términos- al Diputado Ji- 
ménez de Asúa en el año 1933, corrigiendo la Ley del Ju- 
rado, lo siguientc: Defiendo al Jurado, pero no vierto que- 
ja alguna cuando veo que se va delimitando su campo y 
empequeñeciendo su poder. 

No es ésa hoy nuestra posición, señorías, pero sí com- 
prendemos cuál fue el cúmulo de situaciones que Ileva- 
ron a que ese histórico socialista y jurista tuviese al me- 
nos un cierto recelo a la hora de contemplar el ámbito 
competencia1 o de atribuciones de una institución tan 
querida y tan necesaria, tan participativa, tan desarrolla- 
dora de la democracia en la justicia como es la institu- 
ción del Jurado. 

No es el Jurado la única institución que garantiza la 
participación de los ciudadanos en la justicia. La Ley Or- 
gánica del Poder Judicial contempla también otros me- 
canismos que rebasan la idea del Jurado, porque el Jura- 
do se concentra exclusivamente en el orden penal. Sin em- 
bargo, hemos puesto en marcha con la Ley Orgánica del 
Poder Judicial iniciativas más amplias de participación, 
como puede ser el mismo mecanismo de elección de los 
miembros del Consejo General del Poder Judicial; de la 
obligatoriedad del Consejo a rendir informe, a través de 
la Memoria, a las Cortes Generales; de la elección de los 
jueces de paz; del mecanismo de la acción popular; de la 
obligación que existe en el Consejo General del Poder Ju- 
dicial a comparecer periódicamente ante las Cámaras; de 
la regulación del acceso a la carrera judicial a través del 
cuarto turno, etcétera. Hay múltiples mecanismos de par- 
ticipación que no se quedan sólo en el Jurado. 

No obstante, es en efecto el Jurado una asignatura pen- 
diente, pero hoy ese carácter de asignatura pendiente no 
nos puede llevar a pronunciar aquella exclamación que 
se hacía antaño de que mientras no existiera Jurado en 
España no habría auténticas libertades, porque esa no es 
la situación real de nuestro marco constitucional ni esa 
es la propia realidad participativa que a través de la Lty 
Orgánica del Poder Judicial y su desarrollo contempla la 
actual dinámica de nuestro país. 

La enmienda que presenta el Grupo Socialista a la pro- 
posición no de ley de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya pretende insertar la ley del Jurado -con todas es- 
tas prudencias y cautelas, con la conciencia de la impor- 

’ 
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tancia que tiene regular este mecanismo de participa- 
ción- en el marco de la reforma procesal, porque, seño- 
rías, necesariamente una ley especial del Jurado, hoy,’ 
aquí y ahora en España, implicaría de nuevo poner en 
marcha otra reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

Creemos que con la Ley de Planta y Demarcación en de- 
sarrollo, con la última reforma parcial de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal, con la constitución de esa sección 
especial en el seno de la Comisión General de Codifica- 
ción, estamos dando pasos importantes para, precisamen- 
te, eliminar la idea de un nuevo parche, de una nueva re- 
forma parcial. Queremos que el Jurado como institución 
esté conectado a ese orden nuevo, global, desde el punto 
de vista procesal, que va a concretarse en un futuro Có- 
digo Procesal Penal. De esta forma conectamos con lo que 
es un compromiso concreto de nuestro Partido y de nues- 
tro programa electoral. Decíamos en las pasadas eleccio- 
nes que considerábamos imprescindible ultimar la refor- 
ma del ordenamiento procesal; que unificaríamos y sim- 
plificaríamos los tipos de procesos hoy existentes en el 
marco de esta reforma y que, consolidada la nueva estruc- 
tura judicial, se regularía el Jurado para el enjuiciamien- 
to de determinados delitos. 

En esta misma línea de compromisos se ratificó -hace 
tan sólo unas fechas, el 30 de ener- el señor Ministro 
de Justicia en su comparecencia ante la Comisión de Jus- 
ticia e Interior, comprometiendo para el marco temporal 
de esta Legislatura la regulación del Jurado. Con esta en- 
mienda nosotros ratificamos de nuevo esa voluntad polí- 
tica. 

Señorías, la Ley de 1872 introducía o asentaba el Jura- 
do en el marco y en el seno de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Nuestra enmienda parte de la conciencia de que 
hay múltiples temas en la regulación del Jurado que tie- 
nen una clarísima conexión con la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y con la necesidad de una reforma de la misma. 
¡Qué decir del sistema de recursos, de la regulación del re- 
curso de casación, de la regulación del veredicto, y en con- 
creto con el problema de la motivación de la sentencia, 
el problema de la regulación de las cuestiones prejudicia- 
les, la conformidad, la lectura de la prueba documental, 
regulación de la doble instancia, incluso qué ámbito del 
Jurado, qué otros ámbitos distintos de la Audiencia Pro- 
vincial! Todas ellas son cuestiones en las que no quiero 
agotar la cuestión del Jurado pero que de alguna forma 
repercuten y generan frontalmente la necesidad de una re- 
forma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Y es- 
tando en marcha una reforma global del proceso penal, 
creemos que es lógico instalar el Jurado, para que no se 
produzca un desajuste en esos mecanismos jurídicos, en 
ese Código Procesal Penal. 

El señor PRESIDENTE: Señor Cuesta, le ruego conclu- 
ya. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Concluyo, señor Presi- 

Por todo ello, el contenido de la enmienda socialista 
dente. 

marca tres conceptos básicos: el primero, el compromiso 
de que el Jurado quede regulado en el plazo de los próxi- 
mos tres años y medio, es decir, en esta Legislatura; se- 
gundo, que, en s í ,  es una prioridad política; tercero, que 
su contexto, su instalación normativa, se producirá en el 
marco de la reforma procesal penal. 

Finalizo, señor Presidente, señorías, recordando algo 
que en anteriores debates mencionó el Diputado señor 
Granados Calero cuando parafraseó en un debate similar 
al Presidente de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, 
don Enrique Ruiz Vadillo, cuando en su aportación a las 
Jornadas Conmemorativas del Centenario de la Ley del 
Jurado afirmó: Estoy seguro que el Gobierno, el legisla- 
dor, y los ciudadanos están preocupados por el tema y 
que la demora en su implantación no responde a otra cosa 
que al deseo de acertar en el diseño. 

El sentido de responsabilidad, la voluntad de incremen- 
tar la participación en la Justicia, la convicción juradista 
de mi Grupo y el deseo de no frustrar la institución del 
Jurado es lo que motiva y fundamenta la presentación de 
esta enmienda. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cuesta. 
{Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Azkárraga. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, voy a ser muy breve. 

Dos son las razones que Eusko Alkartasuna se plantea 
para apoyar la iniciativa de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya. En primer lugar porque, como bien ha di- 
cho el señor Castellano, once años después de la aproba- 
ción del texto constitucional, es hora ya de que esta ins- 
titución del Jurado sea un hecho en este país. En segundo 
lugar, porque creo que es necesario cumplir los nianda- 
tos legislativos, y en concreto la disposición adicional pri- 
mera de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que se apro- 
bó en julio del año 1985, donde se planteaba que un año 
después de esa aprobación el Gobierno debería remitir a 
las Cámaras un proyecto de estas características. Por tan- 
to no creo que sea una ley precipitada, ni tampoco que 
sea un plazo excesivo el de tres meses para que, en defi- 
nitiva, el Gobierno cumpla estos compromisos. En tercer 
lugar, nuestro apoyo viene motivado porque considera- 
mos que si algo tiene la institución del Jurado son aspec- 
tos positivos. La implantación del Jurado, señorías, supo- 
ne que la sociedad participa no sólo en las tareas legisla- 
tivas a través de este u otros Parlamentos, sino también 
en la función judicial, ya que ésta es otra manifestación 
de la propia soberanía. En definitiva nosotros entende- 
mos, señorías, que el Jurado representa la forma recono- 
cida en la Constitución para la participación del pueblo 
en la Administración de Justicia. 

Hay un segundo aspecto que nos parece importante re- 
saltar. Frente a la frialdad de la justicia técnica de los jue- 
ces, la participación popular se caracteriza por una ma- 
yor aproximación a la realidad social, a la comprensión 
de los problemas de las distintas clases sociales y, en de- 
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finitiva, por una mayor aproximación a esa escala de va- 
lores realmente sentida por el pueblo y por la sociedad. 

Por último, señorías, el propio proceso democratizador 
de la Justicia supone también o debe suponer, la desacra- 
lización de la función judicial y de los jueces y tribuna- 
les. Porque, señorías, quiero decir, con absoluto respeto 
pero también con mucha sinceridad, que en este país se 
puede criticar al Legislativo, se puede criticar al Ejecuti- 
vo, pero al Poder Judicial siempre se ha defendido, a ve- 
ces con una clara tendencia corporativista, de las posibles 
críticas, incluso amenazando con la imposición de la pena 
por el delito de desacato. En definitiva, la implantación 
del Jurado ha de suponer también una fuerte quiebra de 
esta situación. Por lo tanto -termino señorías-, con la 
instalación del Jurado no sólo no sufre la eficacia y el va- 
lor tScnico de la Justicia sino que, además, desde nuestro 
punto de vista, la Justicia se humaniza y se acerca a la 
sociedad. 

Todo ello es motivo suficiente para que Eusko Alkartu- 
suna dé su voto favorable a esta oportuna iniciativa de Iz- 
quierda Unida. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Azcárraga. 
Por el Grupo Vasco, PNV, tiene la palabra el señor Zu- 

bía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señor Presidente, se- 
ñorías, se trata de fijar la posición del Grupo Parlamen- 
tario Vasco, PNV, respecto a la proposición no de ley del 
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya, en virtud de la cual, en caso de resultar apro- 
bada, se instaría al Gobierno a que remita a la Cámara, 
en un plazo de tres meses, un proyecto de ley que regule 
la institución del Jurado. 

Lo voy a hacer mediante una intervención que va a ser 
breve, tiene que ser forzosamente breve, incluso diría que 
es innecesaria. Ello no porque carezca de importancia el 
tema que nos ocupa -que la tiene, y much+ sino por- 
que es sobradamente conocida en esta Cámara la postura 
de nuestro Grupo Parlamentario, así como la opinión de 
todos los demás grupos parlamentarios, incluso la del 
Grupo Parlamentario Socialista. 

Coincidirán conmigo en que estamos ante un debate 
que ya no es tal por cuanto se ha convertido en trámite 
obligado, no sólo en todas y cada una de las legislaturas, 
sino en todos y cada uno de los períodos de sesiones, y mu- 
cho me temo que, de seguir así, sea punto permanente del 
orden del día de cada sesión plenaria. 

Nuestro Grupo, como SS. SS. saben, ha hecho uso a lo 
largo de estos últimos años y en las distintas legislaturas 
de todo tipo de iniciativas, a fin de lograr de una vez por 
todas la regulación de esta institución del Jurado, y dar 
así, por otra parte, satisfacción al cumplimiento al man- 
dato del artículo 125 de la Constitución que, como bien 
ha recordado el señor Castellano en su intervención, va 
camino de cumplir ya los doce años. 

A lo que en cada caso hemos venido diciendo y mante- 
niendo me remito, porque es perfectamente válido en el 

trámite actual. En todo caso, permítaseme recordar que 
en el año 1983, es decir, hace ya siete años, el Grupo Par- 
lamentario Vasco, PNV, presentó en esta Cámara una pro- 
posición de ley del Jurado, siendo retirada, tras el debate 
de su toma en consideración, como consecuencia de las 
manifestaciones del portavoz del Grupo Socialista, quien 
dijo de forma rotunda que, tan pronto como fuera apro- 
bada por esta Cámara la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
la sociedad conocería de un proyecto de ley del Jurado. 

Bueno será recordar que, aprobada dicha ley y trans- 
currido además el año fijado en la adicional primera 
como plazo para remisión por parte del Gobierno del 
oportuno proyecto de ley regulador, sin que por otra par- 
te esta Cámara tuviera la menor noticia sobre el particu- 
lar, el Diputado que les habla solicitó del Gobierno que 
diera satisfacción o expusiera las razones por las cuales 
se había cometido ese incumplimiento, recibiendo enton- 
ces como contestación -novedosa y única contestación- 
que el Gobierno consideraba prioritarios otros desarro- 
llos legislativos. Tiempo después, creímos saber que esos 
otros desarrollos legislativos a los cuales se refería el Go- 
bierno en su contestación, ya que no se citaba de manera 
expresa, era la Ley de Demarcación y Planta Judicial. 

Quiero recordar, finalmente, que, tras la aprobación de 
la Ley de Demarcación y Planta Judicial por esta Cáma- 
ra, en base también a las palabras que fueron pronuncia- 
das por el propio señor Ministro de Justicia ante el Pleno 
de esta Cámara, en diciembre de 1988, y oída también la 
manifestación que ese mismo día realizaba el propio se- 
ñor Ministro en el sentido de que estaba ya en proceso fi- 
nal de elaboración una ley -me imagino que querría de- 
cir anteproyecto de ley- del Jurado, nuestro Grupo Par- 
lamentario presentó a finales de junio de 1989, es decir, 
justamente a lo que después fue el final de la Legislatura 
pasada, una interpelación urgente sobre la remisión a las 
Cortes Generales del proyecto de ley del Jurado y una pos- 
terior moción que, tras el debate consiguiente, fue recha- 
zada con los únicos votos en contra del Grupo Parlamen- 
tario Socialista. 

En todo caso, dicha interpelación nos permitió conocer 
un dato más sobre esta especie de novela por entregas que 
está resultando ser la regulación legal del Jurado, ya que 
fue entonces cuando el señor Ministro de Justicia, y por 
primera vez, nos indicó que la regulación del Jurado ten- 
dría lugar en el marco de la reforma global de todo el or- 
denamiento procesal penal; criterio éste, por lo demás, se- 
ñorías, que parece que se mantiene, ya que el señor Mi- 
nistro de Justicia se reafirmó en él con motivo de la com- 
parecencia que tuvo lugar ante la Comisión de Justicia e 
Interior el pasado día 30 de enero, al decir en tal ocasión 
que el Jurado tendrá su inserción en la nueva ley de En- 
juiciamiento Criminal que, por cierto, indicó que estaría 
en esta Cámara el próximo año 1991. 

Señorías, por los antecedentes que muy breveniente he 
expuesto, comprenderán que el Grupo Parlamentario Vas- 
co tiene que votar forzosamente a favor de la toma en con- 
sideración de la proposición no de ley del Grupo Parla- 
mentario Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya; y lo 
va a hacer aunque, viéndose el acontecer y la cronología 
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de los hechos y la propia enmienda de sustitución presen- 
tada por el Grupo Parlamentario Socialista, no resulta 
aventurado vaticinar la suerte que va a correr. 

De cualquier manera, y aun lamentando la no acogida 
favorable de esa iniciativa, créanme, señorías, que nues- 
tro Grupo Parlamentario en este momento casi se daría 
por satisfecho si tuviera la seguridad de que no, como dice 
la enmienda, dentro de esta Legislatura, sino, cuando me- 
nos, en el plazo que ha señalado el señor Ministro, es de- 
cir, en el próximo año, esta Cámara, por fin, pudiera de- 
batir un proyecto de ley de Enjuiciamiento Criminal y, 
como consecuencia, un proyecto de ley del Jurado. 

Ya que parece que no queda otro remedio, emplazados 
quedamos todos, señorías, pero sobre todo el Gobierno, 
para dicha fecha y confiamos en no tener que denunciar 
un nuevo, y cada vez más grave si cabe, incumplimiento 
por parte del Gobierno. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Zubía. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el senor Castedo. 

El señor CASTEDO ALVAREZ: Señor Presidente, seño- 
rías, está fuera de toda duda que los preceptos constitu- 
cionales no son sólo declaraciones programáticas grandi- 
locuentes. Tenemos preceptos que formulan principios, 
preceptos de inmediata aplicación y preceptos que esta- 
blecen lo que pudiéramos llamar mandatos imperativos. 
Un principio evidente es el del artículo 1." de nuestra 
Constitución: nos damos un Estado social y democrático 
de Derecho, en línea con lo que manifiesta el preámbulo 
de que queremos para nuestra nación una sociedad de- 
mocrática avanzada. 

Estos principios se traducen en los dos tipos de precep- 
tos a que me he referido, de inmediata aplicación y man- 
datos imperativos. Pues bien, un mandato imperativo es 
precisamente el que se contiene en este artículo 125 de la 
Constitución, referido a la institución del Jurado, a la par- 
ticipación de los ciudadanos a través de la institución del 
Jurado en la Administración de justicia penal y en los tri- 
bunales tradicionales y constitucionales. 

Ello nos obliga, señorías, a hacer bueno, en definitiva 
a cumplir, ese mandato constitucional, a posibilitar un 
supuesto de participación del ciudadano en las tareas de 
los poderes públicos, en este caso del Poder Judicial, más 
allá del puro proceso electoral. Nos jugamos, ni más ni 
menos, que la real participación del ciudadano en un su- 
puesto que, junto con otros, permite medir en serio el gra- 
do de avance de esa nuestra sociedad democrática. 

Han pasado once años desde nuestra Constitución, se 
ha dicho ya, y son numerosos los casos, numerosas las 
ocasiones en las que el Gobierno ha asumido el compro- 
miso de traer a esta Cámara un proyecto de ley regulado- 
ra de la institución del Jurado, pero tales compromisos 
-también ha quedado expuesto- no se han cumplido. 

Nosotros creemos que es hora ya de que se cumpla el 
mandato constitucional, porque no podemos dejar pasar 
más tiempo, no podemos, por omisión, cuestionar más 
tiempo la institución del Jurado, porque, por omisión, es- 

amos cuestionando, al mismo tiempo, ni más ni menos, 
p e  la Constitución. 

Mi Grupo es, como todos los grupos de la Cámara, en- 
iendo yo, favorable a la aplicación, a la implantación in- 
nediata del Jurado. No podemos seguir afirmando que 
:reemos en esto sin ver nunca el momento oportuno para 
:llo. Por tanto, no podemos compartir, aun coincidiendo 
:n el objetivo, la actitud de aquellos que van colocando 
Ibstáculos, muchas veces dialécticos, de naturaleza diver- 
;a en todo caso, en el camino del Jurado para situar su 
iorizonte, la meta, cada vez más lejos. 

Por estas razones y por este estado de cosas, mi Grupo 
la presentado ya en el Senado, el pasado 25 de enero, una 
x-oposición de ley orgánica del Jurado. En este momen- 
:o, su situación en la tramitación es la de haber sido re- 
nitido ese texto por el Presidente del Senado al Gobier- 
10, en cumplimiento del artículo 151 del Reglamento de 
licha Cámara. Y, como SS. SS. saben, el Gobierno dispo- 
le, según dicho Reglamento y precepto, de diez días para 
manifestar su conformidad o disconformidad con la tra- 
mitación de esa proposición de ley. 

Creemos que esa proposición es necesaria y urgente y 
que es también oportuna, porque ya está definitivamente 
ionfeccionado el diseño del organigrama judicial, sobre 
todo a través de la Ley de Demarcación y Planta. Enten- 
demos que es una proposición de Ley que no produce de- 
sajuste alguno, porque al margen de que no existe un ca- 
lendario concreto de modificación de las leyes procesales 
penales ni unas bases determinadas de cómo vayan a mo- 
dificarse, es lo cierto que, por ejemplo, esa proposición de 
ley que mi Grupo ha presentado en el Senado sólo modi- 
Gca frontalmente un artículo de la vigente Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal. Tampoco entendemos que haya que 
Esperar a lograr para esa ley unas garantías de funciona- 
miento, de perfección, tan complejas y acabadas como las 
que aquí se han expuesto o como se argumenta en ocasio- 
nes, porque resulta razonable pensar que con tales per- 
fecciones jamás podrá ver la luz. 

Sin embargo, hay que constatar que éste es un tema 
que afecta a una ley sobre la que se han producido mul- 
titud de debates, de la que existen antecedentes de enor- 
me prolijidad, en estudios, en publicaciones, en pronun- 
ciamientos, en encuestas de opinión, en asociaciones para 
su implantación y en iniciativas parlamentarias. 

Los criterios a que responde esa proposición de ley pre- 
sentada en el Senado, brevemente, son los siguientes: Se 
ha tratado de no perturbar el ordenamiento jurídico vi- 
gente y de que no suponga o determine un aumento de 
las dificultades por las que atraviesa la Justicia penal. Por 
ello, en esa proposición se respeta el marco establecido 
por la Ley Orgánica del Poder Judicial, por la de Demar- 
cación y Planta y, por supuesto, el ámbito material del Có- 
digo Penal. Que basta en su día una incorporación de esa 
proposición de ley, convertida en ley, al futuro Código 
Procesal Penal lo demuestra, repito, el que sólo modifica 
un artículo de la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Asimismo, se pretende su introducción gradual, no para 
determinado mecanismo de implantación a prueba sino 
sencillamente para evitar distorsiones en el funciona- 
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miento de la Justicia y para que sirva de motor del cam- 
bio que entendemos necesario. 

El segundo criterio es el de que la implantación del Ju- 
rado se hace no frente a la Magistratura sino apoyándose 
en ella. De aquí que el Magistrado se conciba como co- 
laborador esencial del Jurado, además de presidirlo y de 
dirigir su procedimiento. 

El tercer criterio que se ha mantenido en la elabora- 
ción del texto, es el de establecer un jurado puro, en lu- 
gar del sistema de jurado mixto o de «escabinos», pero 
tratando de garantizar al máximo el respeto a la presun- 
ción de inocencia, reforzándola si cabe, porque en uno de 
sus preceptos se establece la exigencia de que el veredic- 
to vaya acompañando de un anexo en el que se contenga 
el razonamiento lógico que haya servido de fundamento 
para la formación del criterio. 

Señorías, en consecuencia de lo expuesto, mi Grupo 
-habiendo presentado ya una proposición de ley, en este 
momento pendiente de la autorización gubernativa para 
su tramitación ante el Senado, y para evitar que si pros- 
pera esta proposición de ley, que obviamente por lo aquí 
expuesto tenemos dudas de que así sea, quede aparcada 
aquella proposición de ley presentada en el Senado, con 
el consiguiente retraso final en la implantación de esta 
institución- va a abstenerse sobre la toma en considera- 
ción de esta proposición no de ley. 

Repito, nuestras razones no son de fondo, no son de cri- 
terio político. Coincidimos plenamente con la urgencia de 
la institución del Jurado hasta el punto de que ya hemos 
presentado una proposición de ley. Son razones de mecá- 
nica operativa y meramente formales El texto está ya en 
las Cortes Generales. Discutámoslo; discutamos nuestros 
criterios y nuestras soluciones. Estamos absolutamente 
abiertos a ello, en aquella Cámara y en su día en ésta. Ha- 
gamos en este texto las correcciones que se consideren 
precisas, pero aprovechemos ya la ocasión. Aprovechemos 
la oportunidad que nos brinda esa proposición de ley para 
profundizar en la democratización de nuestra Justicia. 

Desde ahora apelamos -he de decir que sin mucha es- 
peranza- a la sensibilidad del Gobierno y del Grupo Par- 
lamentario que le sustenta, para que posibilite la trami- 
tación de esa proposición de ley y para que la haga via- 
ble. Tienen una vez más la oportunidad de demostrarla, 
por encima de las meras palabras y de las promesas in- 
cumplidas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Castedo. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) tiene la pa- 

labra el señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, la proposición no de 
ley planteada por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya, estableciendo este plazo de tres meses 
para que el Gobierno traiga a esta Cámara un proyecto 
de ley sobre la institución del Jurado, incide, como han 
expresado los representantes de grupos que han interve- 
nido anteriormente, en un tema debatido no diría hasta 

la saciedad, pero sí en profundidad y reiteradamente y, 
además, cosa no frecuente, ya tenemos criterios del Go- 
bierno en relación con el mismo, porque en la reunión que 
tuvo lugar en esta Cámara para tratar la interpelación 
que planteaba el Grupo Vasco al Gobierno, el 21 de junio 
del año pasado, sobre esta misma cuestión, el señor Mi- 
nistro de Justicia ya avanzó una serie de criterios: Jura- 
do mixto o «escabinado»; audiencias provinciales, sede 
en donde la institución del Jurado funcionaría y, por tan- 
to, un número más bien reducido de casos; toda una serie 
de precisiones que parecen indicar que el tema está estu- 
diado por el Gobierno. 

En consecuencia, no parece demasiado consistente la 
argumentación de quererlo diferir de nuevo en un plazo 
tan amplio como es el de esta legislatura. Desde la inter- 
vención del pasado 21 de junio hasta estas fechas, en este 
espacio temporal, me parece que se ha acometido una se- 
rie de problemas que el señor Ministro ha ido señalando 
como reformas cuya cumplimentación aún no había con- 
cluido: juzgados de lo penal, etcétera. En consecuencia 
¿por qué no se acepta este plazo? La única argumenta- 
ción es la reforma global del sistema procesal penal, en 
relación con la cual el señor Ministro nos decía que la Co- 
misión General de Codificación está en ello. Esta Comi- 
sión está trabajando permanentemente en cualquier tema 
relacionado con la reforma civil o penal. No parece que 
sea un argumento absolutamente decisivo. En cualquier 
caso, los temores y las cautelas que se quieran introdu- 
cir, como señalaba el representante del Grupo Socialista, 
en cuanto a acotar el poder o el tiempo, invocando a un 
ilustre jurista socialista, ténganse en cuenta y hágase. Eso 
podrá ser discutido cuando se debata el proyecto de ley; 
entonces, cada grupo manifestará su criterio y el Gobier- 
no, a través del Grupo que lo sustenta, verá la manera de 
que estas cautelas pervivan, pero lo que no parece lógico 
es que, después de lo que se decía en junio, de nuevo, al 
no poner plazo, se difiera durante toda esta Legislatura, 
cuando, realmente, el tema parece estudiado y cuando, 
además, esta Cámara aprobó en su día un precepto taxa- 
tivo, imperativo, consistente en que, en el plazo de un año, 
después de aprobarse la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
el Gobierno habría de remitir a esta Cámara la ley del Ju- 
rado. Esto sí es un precepto concreto que se incumple y 
no parece que existan argumentos para justificar la ma- 
yor demora, porque de lo único que se trata es de pedir 
al Gobierno que envíe un proyecto de ley, nada más. 

No parece que sea el momento de discutir sobre la bon- 
dad o no de la institución del Jurado. En cualquier caso, 
se trata de un Jurado sobre el que el Gobierno ya tiene 
un criterio. Para acabar, querría recordar otro comenta- 
rio que se hizo en este debate que tuvo lugar en el mes 
de junio pasado cuando se dijo: cuidado, que la institu- 
ción del Jurado, que nace de la legislación de 1888, es sus- 
pendida en 1936 por un simple decreto. Por tanto, no es 
legislación derogada, sino simplemente suspendida en su 
vigencia. Si a esto añadimos que hay también normas im- 
perativas, aparte de las constitucionales que se han invo- 
cado, de la propia Ley Orgánica del Poder Judicial, y la 
propia petición del Presidente del Consejo General del Po- 
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der Judicial, en la última reunión celebrada en esta Cá- 
mara, de la remisión a las Cortes del proyecto de ley del 
Jurado, no parece demasiado coherente la propuesta que 
hace el Grupo Socialista en su enmienda. Por tanto, el 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió) vo- 
tará a favor de la proposición no de ley planteada por el 
Grupo de Izquierda Unida. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cuatrecasas. 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Varela. 

El señor VARELA PEREZ: Señor Presidente, señorías, 
intervengo para fijar la posición de mi Grupo en relación 
con la proposición no de ley del Grupo Parlamentario de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, por la que se 
insta al Gobierno para que, en el plazo de tres meses, pro- 
ceda a remitir a la Cámara un proyecto de ley reguladora 
de la institución del Jurado. 

Soy -he de decirlo antes de nada- un defensor del Ju- 
rado, un auténtico y verdadero defensor del Jurado. En- 
tiendo que para distinguir a los pueblos libres de los que 
no lo son, para saber fundamentalmente lo que distingue 
a los pueblos maduros para la libertad de aquellos otros 
que no lo están, no basta fijarse en si tienen tal o cual 
Constitución, una o dos Cámaras, prensa libre, etcétera. 
Todo eso puede llegar, incluso -permítaseme que lo diga 
aquí-, a ser un instrumento de la pasión más o menos 
disfrazada. La verdadera distinción, a mi juicio, consiste 
en si hay justicia, consiste en el reinado de la ley. Decid- 
nos lo que son los tribunales y se podrá decir lo que es 
realmente el pueblo. La libertad, después de todo, no es 
otra cosa que el respeto al Derecho. 

Partiendo de estas premisas y de que mis palabras no 
son, en ningún caso, una pura diletancia jurídica, el ciu- 
dadano, que de una manera inmediata influye e intervie- 
ne en la marcha del Poder Legislativo y que puede fisca- 
lizar y discutir cualquier acto del Ejecutivo, tiene, a mi 
juicio y al de mi Grupo, derecho a gozar de tal facultad 
respecto al Poder Judicial, y la únrca forma en que puede 
hacer uso de esta facultad, entiendo, es formando parte 
de la misma Administración de Justicia, es, precisamen- 
te, mediante la institución del Jurado. 

Sería interesante, en un momento álgido como el ac- 
tual en relación con el tema del tráfico de influencias, por 
ejemplo, que la existencia del Jurado fuera ya cierta, 
puesto que sería importante saber lo que decía la ciuda- 
danía al respecto. Sólo de este modo es verdaderamente 
libre y dueño de sí mismo el que tiene la esfera del Dere- 
cho. 

Es indudable que todos estos principios han sido reco- 
nocidos de forma clara en el artículo 125 de la Constitu- 

. ción y en la Ley Orgánica del Poder Judicial. No es posi- 
ble entrar en un debate en cuanto a la institución del Ju- 
rado. También se conocen -y hace unos momentos se ha 
dicho por parte de los portavoces de los demás grupos 
parlamentarios- los compromisos adoptados en diversas 
ocasiones por el Gobierno, que se comprometió a presen- 
tar ante esta Cámara un proyecto de ley del Jurado. Tam- 

iién conocemos el incumplimiento hasta la fecha por par- 
.e del Gobierno, de todos estos compromisos. Sin embar- 
:o, es lo cierto que la elaboración de una ley como la del 
iurado ofrece muchísimas dificultades. No he comprendi- 
lo, a pesar de que lo repitió dos veces el portavoz del CDS, 
que en la propuesta de ley que ha presentado en el Sena- 
lo haya modificado únicamente un artículo de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. Realmente, no sé si el CDS tie- 
ie  una Ley de Enjuiciamiento Criminal distinta a la que 
yo tenga encima de la mesa de mi despacho porque, no 
siendo así, no es posible admitir eso. 

La ley del Jurado ofrece muchísimas dificultades y tie- 
ne un contenido muy complejo, desde prefijar, porque no 
istá prefijado todavía, a pesar de lo que se ha dicho, el 
tipo de Jurado que se va a implantar, el puro o el escabi- 
nado -yo personalmente soy partidario del puro, pero es 
un tema que aún está sin decidir-, hasta determinar tam- 
bién en qué causas ha de intervenir el Jurado. ¿Ha de in- 
tervenir en aquellos procedimientos penales abreviados, 
zonforme a la nueva ley? ¿Ha de conocer, por tanto, de 
aquellos delitos sancionados con penas de hasta seis años 
D solamente en los procedimientos que son competencia 
de las Audiencias Provinciales? Esta cuestión no es bala- 
dí ni muchísimo menos. Si el sistema del Jurado es con- 
siderado por todos -y creo que es así- el óptimo para 
la administración de la justicia penal, ¿por qué razón van 
a ser de peor condición aquellos presuntos reos de delitos 
mal llamados menores -hablamos de penas de hasta seis 
años-, frente a aquellos otros sancionados con una pena 
superior? Sería un auténtico sarcasmo. 

Todos estos aspectos, además de todos aquellos otros 
importantísimos de funcionamiento, organización, etcé- 
tera, hacen que la implantación del Jurado ofrezca mu- 
chísimas dificultades prácticas que, a juicio del Grupo Po- 
pular, hay que analizar, estudiar y enmarcar en una nue- 
va ley de Enjuiciamiento Criminal. Lo demás, serían par- 
ches sin ningún sentido. 

La última manifestación del Gobierno sobre este tema 
se produjo, como ya se ha repetido aquí, el día 30 de ene- 
ro, cuando el Ministro de Justicia manifestó que la ley del 
Jurado tendría su inserción en la nueva ley de Enjuicia- 
miento Criminal. Y siguió diciendo: A ella me remito y so- 
bre el anteproyecto estamos trabajando. 

Me gustaría que estuviera aquí presente el señor Minis- 
tro de Justicia pues creo que el tema se merece su pre- 
sencia en este acto. En cualquier caso, el Grupo Popular 
insta al Ministerio para que, si no dentro de ese plazo de 
tres meses sí urgentemente y no dejándolo correr a lo lar- 
go de toda una legislatura, presente tal anteproyecto y 
que no sea algo que quede en el devenir de los tiempos 
pues es ahí, en esa nueva ley, donde, necesaria e inevita- 
blemente, se ha de regular el Jurado. Un buen Derecho ci- 
vil con un mal proceso es una cosa posible, pero si no es 
bueno el proceso penal, el Derecho penal será siempre 
malo. 

De acuerdo con todo ello, el Grupo Popular considera 
conveniente abstenerse en esta proposición no de ley ya 
que.el señor Ministro ha afirmado que se está trabajando 
en el anteproyecto de la ley de Enjuiciamiento Criminal, 
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por lo que no parece coherente en este momento apoyar 
la iniciativa del Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Varela. 
Por el Grupo proponente, a efectos de expresar la acep- 

tación o rechazo de la enmienda presentada, tiene la pa- 
labra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Gracias, 
señor Presidente. 

Para manifestar la no aceptación de la enmienda, man- 
teniendo, en consecuencia, la proposición no de ley en la 
forma en que ha sido expuesta. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Castellano. 
Vamos a proceder a la votación de la proposición no de 

ley del Grupo Parlamentario Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya, por la que se insta al Gobierno para que, 
en el plazo de tres meses, proceda a remitir a la Cámara 
un proyecto de ley reguladora de la Institución del Jura- 
do. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 283; a favor, 36; en contra, 147; abstenciones, 
100. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la toma en 
consideración de la proposición no de ley. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CDS, POR LA QUE 
SE INSTA AL GOBIERNO A LA CONSTITUCION 

TEMA NACIONAL DE SALUD Y LAS TENDENCIAS 
DE SU ENTORNO EN EL MOMENTO ACTUAL Y 
CARA A L  FUTURO (Número  de  exped iente  
162/000031) 

DE UNA COMISION PARA LA REVISION DEL SIS- 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley del Gru- 
po Parlamentario CDS, por la que se insta al Gobierno a 
la Constitución de una Comisión para la revisión del Sis- 
tema Nacional de Salud y las tendencias de su entorno 
en el momento actual y cara al futuro. 

Para la defensa de la proposición, en nombre del Gru- 
po del CDS, tiene la palabra el señor Revilla. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, el Grupo Parlamentario del CDS trae a esta 
Cámara una proposición no de ley instando al Gobierno 
a la constitución de una Comisión extraparlamentaria 
destinada a la evaluación, estudio y análisis del sistema 
sanitario. 

¿Cuáles son las razones fundamentales que nos han mo- 
vido a presentar esta proposición no de ley? En primer lu- 
gar, señorías, recuperar el tiempo perdido. En España no 
se dispone de un estudio o informe que haya realizado en 

los últimos tiempos este tipo de análisis. A diferencia de 
otros países, estamos muy lejos de disponer de un plano 
técnico sobre el cual establecer nuestras discusiones po- 
líticas, marcar nuestras discrepancias y señalar nuestras 
coincidencias. Es necesario que estudiemos en qué medi- 
da determinados fenómenos y tendencias están incidien- 
do en el sistema sanitario y están perturbando su desarro- 
llo, su comprensión y, en última instancia, su aplicación 
y utilización en términos de eficacia para la sociedad. ES 
cierto que no puede decirse que en los últimos tiempos 
no se haya producido un incremento de los conocimien- 
tos acerca de la complejidad sanitaria, pero tenemos la 
impresión de que esta acumulación de conocimientos en 
teoría sanitaria en vez de haber hecho posible un inter- 
cambio fructífero de opiniones contrapuestas o coinciden- 
tes, más bien ha sido un obstáculo para que este auténti- 
co debate se haya producido. Creemos que es necesario 
solventar esto mediante la creación de una Comisión que 
nos proporcione un informe de esta naturaleza. 

En segundo lugar, la defensa del sistema sanitario pú- 
blico, la protección de la salud, el mantenimiento de una 
calidad en las prestaciones asistenciales, es una conquis- 
ta irrenunciable del Estado social, del Estado moderno. 
Por tanto, es necesario conocer en qué medida esa sani- 
dad pública encuentra dificultades para alcanzar la satis- 
facción del usuario y alcanzar también, por qué no, la 
identificación de los profesionales que en la sanidad tra- 
bajan con el sistema sanitario que se aplica. Para noso- 
tros, el sistema público de sanidad se inserta en el Esta- 
do de bienestar. Precisamente porque conocemos cuáles 
son sus puntos vulnerables, sus puntos débiles, que son 
los que han permitido, de un modo quizás excesivo, ha- 
blar de su crisis, es por lo que entendemos que es necesa- 
rio reforzar el conocimiento que tengamos de esos puntos 
débiles con el fin de no hacer más dificultoso el desarro- 
llo del Estado de bienestar y, con ello, entre otros, de la 
propia sanidad pública. 

No se puede ignorar la burocratización y la incapaci- 
dad de asunción por parte del Estado de bienestar de to- 
das las prestaciones queuna sociedad en crecimiento de- 
manda, y las dificultades que su financiación plantea y 
proyecta sobre el sistema sanitario. Existen hoy día po- 
derosas tendencias y fenómenos que están impidiendo en 
todos los países, no sólamente en el nuestro, el desarrollo 
armónico de los diferentes sistemas sanitarios; incluso, 
diría yo, cualquiera que sea el sistema sanitario que ten- 
gan estos países. Tenemos que citar, entre otros, el incre- 
mento desmesurado del gasto sanitario y la incidencia 
que determinados cambios demográficos tienen sobre la 
sanidad. Afortunadamente, cada vez hay más personas 
mayores, pero no es menos cierto que este crecimiento 
progresivo de la población anciana significa un mayor nú- 
mero de personas vulnerables y dependientes que, por 
tanto, demandan la cobertura del sistema sanitario. Este 
incremento del número de personas ancianas lleva consi- 
go también el aumento del número de enfermos crónicos, 
determinado, en primer lugar, por las personas mayores 
y por el hecho de que los avances de la medicina permi- 
ten mantenernos por más tiempo en situaciones de cro- 
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nicidad. Tenemos que estudiar en qué medida eso incide 
en el sistema sanitario y qué cambios es necesario adop- 
tar para que no nos encontremos con un sistema sanita- 
rio que realmente haga aguas. 

Las innovaciones médicas, los avances tecnológicos, de 
algún modo están incrementando el gasto sanitario. Te- 
nemos que tomar postura ante ello. En España, como en 
la mayoría de los países de nuestro entorno europeo, el 
gasto en lo que se ha dado en llamar alta tecnología mé- 
dica está en torno al 1 por ciento de la inversión total en 
sanidad. ¿Es eso suficiente? ¿Es bueno? ¿Es malo? Por el 
contrario, ¿lo que realmente incide más sobre le gasto sa- 
nitario no es la inversión propiamente dicha, sino el con- 
sumo que se deriva de la mala utilización de esos avan- 
ces tecnológicos? También es necesario estudiar este as- 
pecto. 

Respecto a la población, podríamos dar algunas cifras. 
Por ejemplo, el incremento, entre 1981 y 1988, de la po- 
blación anciana en España ha sido del 15,98 por ciento. 
Basta citar el hecho de que mientras en las sociedades no 
desarrolladas el porcentaje de la población mayor de se- 
senta años es del 6 por ciento, y en el año 2000 lo será del 
7 por ciento, en las poblaciones desarrolladas es del 14, y 
en el año 2000 será del 16 por ciento. 

Las cifras absolutas de fallecimientos y las relativas al 
coeficiente de mortalidad en general, se van concentran- 
do cada vez más en las personas ancianas. Podría decirse 
que la causa de mortalidad, la enfermedad, por decirlo 
así, que mayor número de muertes causa es la vejez, si- 
tuación afortunada que pone de manifiesto un estado de 
alto desarrollo de una sociedad, pero cuya incidencia es 
necesario estudiar tambien en el sistema sanitario. La 
muerte por enfermedades de aparato circulatorio es en la 
población total del 2,70 por ciento, sin’embargo en la po- 
blación anciana es del 26,5 por ciento. Eso determina 
unas modificaciones asistenciales que es necesario tener 
en cuenta. 

Los nuevos hábitos sociales determinan también un in- 
cremento de la patología y, por tanto, inciden a su vez so- 
bre el sistema sanitario. Podríamos citar el cambio del pa- 
pel social de la mujer. La mujer que participa más en la 
vida laboral afortunadamente, es una persona que gene- 
ra más patología porque fuma y bebe más, y eso es nece- 
sario tenerlo en cuenta. Observemos en qué medida mien- 
tras determinados tumores están descendiendo en la po- 
blación masculina, otros están ascendiendo en la femeni- 
na. 

Con estos ejemplos no quiero sino señalar la importan- 
cia que tiene el que estudiemos a fondo todos estos fenó- 
menos con el fin de que conozcamos exactamente cuál es 
su influencia en el sistema sanitario, para que cuando dis- 
cutamos podamos hacerlo con conocimiento de causa y 
no estemos en ocasiones ideologizando falsamente postu- 
ras y tratamientos de estos problemas que no deberían ha- 
cerse. 

El sector privado es un tema muy ideologizado que en 
muchas ocasiones sirve, desafortunadamente, para valo- 
rar cuál es la postura de un experto sanitario, si es más 
de izquierdas o de derechas. Nosotros creemos que el me- 
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jor defensor de la sanidad pública no es aquel que acu- 
mula mayor número de reproches acerca del sector pri- 
vado, sino aquel que se pregunta qué hacer con el sector 
privado. O, dicho de otro modo, de qué forma el sector pri- 
vado puede ser más útil a la sociedad. 

Cómo es más útil a la sociedad, (tratando de conseguir 
el mayor número posible de pólizas de seguro sanitario, 
o, por el contrario, haciéndole fuente de provisión de pres- 
taciones de alta calidad que puedan ser compradas por el 
sector público; o alguna de las dos o las dos, coincidente- 
mente? Estas son cuestiones que tenemos que dilucidar 
primero desde el punto de vista técnico, con rigurosa in- 
formación, para que no sigan siendo elemento de un tor- 
neo estéril al cual desafortunadamente todos nos hemos 
aficionado y en el que hemos incurrido en más de una oca- 
sión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Revilla, le ruego conclu- 
ya. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Sí, señor Presidente. 
Estas son las razones, señorías, en las cuales nosotros 

basamos nuestra propuesta. No me extiendo acerca de las 
características que debe tener esta Comisión, porque me 
interesa mucho más señalar cuáles son las razones por las 
cuales pedimos su creación. Es necesario que, en este sen- 
tido, sigamos la experiencia de otros muchos países. En 
Canadá, Gran Bretaña, Estados Unidos, Holanda, Suecia, 
en muchos países, las sucesivas reformas del sistema sa- 
nitario se han hecho después de que se han producido es- 
tudios en profundidad del sistema sanitario, y ello no ha 
sido sino un elemento enormemente facilitador de los de- 
bates políticos. Por eso, nosotros pensamos que esta Co- 
misión no debe de ser una Comisión parlamentaria, sino 
extraparlamentaria. Si fuera una Comisión parlamenta- 
ria, reproduciríamos en ello lo que debemos evitar. Es de- 
cir, volveríamos a plantear ese torneo estéril al cual yo an- 
tes me refería, cuando de lo que se trata es de disponer 
de un plano que nos permita plantear el discurso en tér- 
minos técnicos de un modo homogéneo, para que real- 
mente se vea en qué discrepamos y podamos apreciar en 
qué coincidimos. Por decirlo en términos coloquiales, 
para que nos mojemos unos y otros, de un modo decidido 
y claro, en qué es lo que defendemos y qué es lo que recha- 
zamos. 

Nosotros hemos llegado a la conclusión de que, para 
que la actividad parlamentaria pueda resultar fructífera 
y las distintas posturas políticas tengan una aplicación ra- 
cional, es necesario contar con esta fase técnica que im- 
pida el que sigamos asistiendo a una discusión estéril, que 
probablemente no nos conducirá a ningún puerto en el 
cual podamos trasladar a la sociedad española el benefi- 
cio de una sanidad mejor, de una sanidad que se acomo- 
de a la realidad de nuestro país, que no intente mimetis- 
mos que pueden ser el resultado de apreciaciones impro- 
visadas y no reflexivas, y que, en resumidas cuentas, re- 
coja cuáles son las mutaciones que en nuestra sociedad 
se han producido y que aconsejan el que todos estemos 
dispuestos a aceptar los cambios que es necesario intro- 
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ducir para que el sistema sanitario sea fundamentalmen- 
te de la aceptación, del agrado y de la satisfacción de to- 
dos los ciudadanos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Revilla. 
A la proposición no de ley han presentado tres enmien- 

das los Grupos Popular, Izquierda Unida y Socialista. 
En primer lugar, por el Grupo Popular, para defender 

la enmienda y fijar la posición de su Grupo, tiene la pa- 
labra el señor Rivera. 

El señor RIVERA LOPEZ: Señor Presidente, señorías, 
lo que la proposición no de ley que acaba de defender el 
CDS significa es retirar el debate sanitario de este Con- 
greso. La lectura que hay que dar hoy a esta proposición 
no de ley, aunque haya sido pensada con la mejor inten- 
ción -y esto es algo de lo que yo estoy convencido si, 
como supongo, la ha preparado el señor Revilla-, aun- 
que hubiera sido redactada con indiscutible ingenuidad, 
hoy, después del Congreso del CDS, después de lo que nos 
han informado del mismo los medios de comunicación, la 
lectura - in s i s t e  es la siguiente: el CDS trata de hurtar 
al Congreso de los Diputados el debate sobre sanidad y po- 
nerlo en manos del Gobierno, probablemente para prote- 
gerlo. Yo entiendo que es legítimo que el CDS y el Parti- 
do Socialista llegen a pactos, lleguen a acuerdos; pero en- 
tiendo que no es legítimo que se pongan de acuerdo para 
sustraer funciones al Congreso. 

Analicemos la proposición que el señor Revilla defen- 
día hace unos instantes. (Quién constituye esa Comisión? 
El Gobierno. La mayoría de sus componentes estarán 
nombrados por la mayoría del Partido que sustenta al Go- 
bierno. La Comisión será un pequeño Parlamento. Tiene 
autoridad para nombrar subcomisiones, dispone de un no 
cuantificado presupuesto -todo el necesaric-, puede ob- 
tener información de organismos oficiales y no oficiales, 
puede obtener asesoramiento de instituciones y de exper- 
tos españoles y extranjeros y, por último, no se le fija pla- 
zo jni siquiera se le fija plazo! para que ella misma se fije 
el plazo para elaborar sus recomendaciones. Por este ca- 
mino que hoy nos propone el CDS, podemos también 
constituir comisiones de expertos para el plan de carre- 
teras, para el plan de transportes, para la educación, para 
la droga, y quedarnos los parlamentarios con las concien- 
cias muy tranquilas porque alguien -expertos- está 
pensando en el tema y nosotros podemos dedicarnos a te- 
ner unas anticipadas vacaciones parlamentarias. 

Filosóficamente, la proposición supone someter condi- 
cionamientos ideológicos a condicionamientos técnicos. 
En consecuencia, para saber si va a tener algún tipo de 
virtualidad, es fundamental conocer si el Gobierno está 
en esa actitud, en la actitud de ceder en sus planteamien- 
tos ideológicos en favor de los técnicos. Y la respuesta, 
hasta donde yo tengo información, es que no es así. El Go- 
bierno está dispuesto a ((sostenella y no endemedalla». En 
la comparecencia de hace trece días, ante la Comisión de 
Política Social y Empleo -dos ejemplos-, el Ministro, li- 
teralmente, decía que su línea política es explicar, con ni- 

tidez, a la población española, los problemas de la asis- 
tencia sanitaria, sin permitir que se susciten expectativas 
desde ofertas ideológicas imposibles de materializar. 
Pero, ¿quién es el señor Ministro de Sanidad para decidir 
cuándo una oferta ideológica es o no posible de materia- 
lizar? Pero, {quién es el Ministro de Sanidad para decidir 
qué es lo que se le debe explicar a la población española? 
Poco más adelante el Ministro, ante una sugerencia que 
este Diputado le hacía relativa a cómo debían financiarse 
los establecimientos sanitarios (le proponíamos que tra- 
tase de darles una financiación en relación con la activi- 
dad que cada uno de estos establecimientos realizase, con 
21 número y la importancia de actos, operaciones y trata- 
mientos), el Ministro, taxativamente, dijo que no coinci- 
día con ese principio y que, desde luego, no estaba dis- 
puesto a adoptarlo. Admitió momentos antes que había li- 
bertad de elección de hospital. Eso quiere decir que los en- 
fermos pueden ir al hospital que prefieran, pueden des- 
bordar un hospital pidiéndo intervenciones o actuaciones 
diagnósticas especialmente costosas +eso sí!, al Minis- 
tro le va a dar lo mismo-, con lo cual el principio es exac- 
tamente el contrario: vamos a penalizar la calidad, va- 
mos a penalizar a los buenos. 

En consecuencia, siendo la postura del Gobierno la que 
acabo de expresar, no podemos apoyar la proposición no 
de ley del CDS, ni siquiera la posibilidad de que esta Co- 
misión se constituya en cualquier otra institución fuera 
del Parlamento, en cualquier otra institución extraparla- 
mentaria donde las circunstancias que se iban a dar son 
las mismas. 

Hay razones adicionales para que, aparte de conside- 
rar absolutamente inadmisible que esta Comisión se pue- 
de constituir fuera del Parlamento, nosotros entendamos 
que la idea no es demasiado buena. La primera es que los 
partidos tienen sus proyectos sanitarios, y el Partido Po- 
pular lo tiene; un proyecto de reorganización sanitaria 
que coincide básicamente con los objetivos expuestos en 
la proposición no de ley que se debate y que ha sido ela- 
borado teniendo en cuenta lo que piensan los españoles, 
la realidad de nuestro sistema, lo que ocurre en otros paí- 
ses y cómo han evolucionado los distintos sistemas sani- 
tarios. Para el Partido Popular, por otro lado, el debate sa- 
nitario principal -coincidimos con el señor Revilla que 
es el de regulación «versus» competencia- está resuelto: 
decididamente, competencia. Y la tercera razón es que te- 
nemos un compromiso con nuestro electorado, porque en 
nuestro programa electoral incluimos la estrategia de la 
competencia como fórmula para obtener calidad y, al 
mismo tiempo, el programa de reorganización al que an- 
tes hacía referencia. 

Por ello, el Partido Popular está dispuesto a apoyar 
cualquier iniciativa de los partidos representados en esta 
Cámara, que redunde en una mejora de la calidad de la 
asistencia sanitaria o en un aumento de la satisfacción de 
los enfermos y de sus familiares. En este sentido, consi- 
deramos válida la proposición del CDS de buscar reco- 
mendaciones técnicas. Por el contrario, no vamos a apo- 
yar las medidas que supongan sustraer a esta Cámara nin- 
gún tipo de debate. 
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En consecuencia, proponemos como enmienda de sus- 
titución la creación de una ponencia, dentro de la Comi- 
sión de Política Social y Empleo, para que en un plazo de- 
terminado de seis meses proceda a la revisión del Siste- 
ma Nacional de Salud. 

En este tipo de actitudes, señorías, pueden contar con 
el Grupo Parlamentario Popular, pero para gastar dinero 
de los españoles y para colocarse en la cómoda postura 
de hacer dejación en una Comisión de expertos de las res- 
ponsabilidades que como parlamentarios nos correspon- 
den, no pueden contar con nuestro Grupo. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rivera. 
Por el .Grupo de izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra la señora Maestro Martín. 

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, Izquierda Unida comparte con 
el CDS la preocupación por la situacion del sistema sani- 
tario público y su progresivo deterioro. Sin embargo, esa 
preocupación se mostró ya en la Comisión de Política So- 
cial y Empleo acerca de la creciente magnitud de las lis- 
tas de espera en número de personas y en tiempo de es- 
pera, lo que supone una conculcación del derecho de mu- 
chas personas a la asistencia sanitaria; preocupación por 
una sociedad desigual que hace que en los últimos tiem- 
pos existan enfermedades derivadas de la pobreza y del 
subdesarrollo, y no del clima, como decía el señor Minis- 
tro, en relación con el aumento de fiebres tifoideas, de he- 
patitis A,  de lepra, de tuberculosis, etcétera; y preocupa- 
ción por el desarrollo de una sociedad insana en la que 
las enfermedades cardiovasculares son la primera causa 
de muerte en nuestro país. Recientemente, sociedades de 
expertos han denunciado como nuestros niños tienen ni- 
veles de colesterol que en pocos años van a hacer insufi- 
cientes las unidades coronarias y, sin embargo, se siguen 
permitiendo el uso en televisión, sin ningún tipo de regu- 
lación de la propaganda de alimentos con alto niveles de 
colesterol. Otro tanto ocurre con el alcohol, cuya propa- 
ganda aparece sin ningún tipo de regulación en los me- 
dios de comunicación asociando alcohol con éxito social. 
Es decir, una sociedad profundamente insana que ante- 
pone en este caso el lucro privado a la salud de la pobla- 
ción. 

Un sistema de información, por otra parte que no es 
creíble. Cuando nuestros gobernantes exhiben triunfanles 
estadísticas relativas al estado de salud de la población, 
en cuanto a mortalidad, esperanza de vida, etcétera, hay 
que decir que en nuestro país, señoras y señores Dipu- 
tados no es creíble, está entre los sistemas de información 
sujetos a falta de credibilidad por la Organización Mun- 
dial de la Salud, dado que dentro de las diez primeras 
causas de muerte aparecen las enfermedades mal defini- 
das. 

Es decir, hay una profunda preocupación en Izquierda 
Unida por el funcionamiento y el deterioro del sistema sa- 
nitario público. Lo que nos tememos, a la luz de la inter- 
vención poco matizada del señor Diputado del CDS, es 

que los motivos de preocupación no son los mismos. 
Cuando él decía que el gasto sanitario se está duplicando 
en los países de la Comunidad Económica Europea, hay 
que decir que en España no, señoras y señores Diputados. 
Aunque heredamos un sistema sanitario -estoy hablan- 
do de la transición democrática- con graves deficiencias, 
el gasto sanitario se mantiene muy por debajo de los paí- 
ses de nuestro entorno. Todo eso a pesar de que se ha in- 
crementado la cobertura sanitaria en seis millones de per- 
sonas y que, según se dice, estamos en un proceso de re- 
forma sanitaria. No ha aumentado el gasto en inversio- 
nes y no ha aumentado el gasto sanitario por habitante. 
Es decir, se ha precarizado demagógicamente la asisten- 
cia sanitaria al repartir el mismo pastel entre seis millo- 
nes de personas más. 

Ha aumentado el gasto global, aunque no en pesetas 
constantes. Izquierda Unida tiene que señalar aquí que 
ese gasto no ha ido a aumentar el porcentaje de pobla- 
ción cubierta por la atención primaria de salud o a dis- 
minuir la descapitalización crónica de los hospitales de 
la asistencia pública; ha ido a financiar el incremento 
brutal del gasto farmacéutico, año tras año, y a aumen- 
tar los servicios privados concertados, como la lavande- 
ría, la limpieza en los hospitales. Es decir, aumentando 
el nivel de privatización de nuestro sistema sanitario pú- 
blico. 

Por eso, Izquierda Unida ha presentado enmiendas que 
pretenden definir nítidamente el nivel político al que se 
sitúa la propuesta Comisión de expertos y por eso la pri- 
mera enmienda se refiere a la exposición de motivos. 

Nosotros planteamos que donde se dice, aludiendo a los 
problemas del sistema sanitario, «errónea política de sa- 
nidad» -que trata, entendemos, de aludir a lo erróneo 
del modelo sanitari-, se diga «restrictiva inversión sa- 
nitaria». Es decir, Izquierda Unida defiende nítidamente 
la progresión, el desarrollo del sistema sanitario público 
y eso por tres razones fundamentales. En primer lugar, 
porque es el sistema más solidario posible. En segundo lu- 
gar, porque es el más eficaz cuando las causas de muerte 
cada vez se sitúan más en el modo de vida, en factores so- 
ciales; difícilmente, desde una atención sanitaria indivi- 
dualizada y a demanda, como lo es por definición el sis- 
tema sanitario privado, se puede intervenir eficazmente 
sobre los principales problemas de salud de la población. 
En tercer lugar, porque es el más barato. Es decir, el sis- 
tema más insolidario, el sistema de salud de los Estados 
Unidos, el sistema privado por excelencia, es también el 
sistema de salud más caro del mundo. 

En este sentido, quería señalar que cuando se habla de 
expertos y de técnicos, intentando refugiarnos en la apa- 
rente neutralidad de éstos, desde Estados Unidos, desde 
posiciones políticas tan dispares como el Director de la 
Chrisler o la Asociación Americana de Salud Pública, se 
está demandando un servicio nacional de salud, denun- 
ciando la incapacidad del sistema privado para atender 
solidariamente a todas las clases sociales norteamerica- 
nas y, por otro lado, para frenar el imparable aumento 
del gasto sanitario. 

Izquierda Unida plantea también enmiendas que van 
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en este mismo sentido. Cuando se alude a que la Comi- 
sión estudie las tendencias del entorno, en la actualidad 
y de cara al futuro, entendemos que hay que definir cla- 
ramente cuáles son los ejetivos políticos y científicos de 
la mencionada Comisión, porque si entendemos por ten- 
dencias recientes de nuestro entorno los intentos de pri- 
vatización ocurridos en Inglaterra y en Italia, que han re- 
cibido una respuesta contundente por parte de la izquier- 
da, de profesionales y de centrales sindicales, nosotros no 
estamos de acuerdo en que tendencias no de expertos, sino 
de políticas neoliberales, sean utilizadas para avalar re- 
formas privatizadoras de nuestra sanidad pública. 

Por otro lado, Izquierda Unida hace enmiendas en 
cuanto a la composición de la Comisión. Entendemos que 
la composición de la Comisión de expertos tiene que es- 
tar formada fundamentalmente por expertos en adminis- 
tración sanitaria y salud pública. Es decir, suprimiríamos 
la presencia de expertos en seguros de enfermedad, ya que 
no entendemos a la hora de analizar el modelo sanitario 
de cara al desarrollo del sistema público, qué pintan los 
expertos en seguros de enfermedad; en medicina, enten- 
diendo por medicina las diferentes especialidades médi- 
cas, o en derecho médico. Nosotros introduciríamos ex- 
pertos en salud pública y mantendríamos los que aluden 
a la economía de la salud, a la administración y a la ges- 
tión sanitaria. 

Finalmente, creemos que no es de recibo que la men- 
cionada Comisión sea presidida por una personalidad 
prestigiosa de la empresa, de las finanzas o de la Univer- 
sidad española. Entendemos que quien podría presidir 
una Comisión de expertos técnica, supeditada a criterios 
políticos suficientemente claros, tendría que ser una per- 
sonalidad de prestigio en la salud pública que, como dis- 
ciplina científica, es la única capaz de integrar adecuada- 
mente la multidisciplinariedad necesaria para emprender 
el análisis y la revisión del sistema sanitario público. 

Es decir, las enmiendas de Izquiera Unida, y no lo quie- 
ro ocultar, tienen una intención inequívoca. La sanidad 
pública española tiene deficiencias graves. Hay que ana- 
lizarlas. De nada sirve, como aludía el Ministro de Sani- 
dad, poner en cuestión la sinceridad, en la defensa del sis- 
tema público, de quienes denunciamos la conculcación de 
derechos básicos de la persona por las deficiencias del sis- 
tema. Ahora indicamos clarísimamente que la dirección 
a imprimir en el análisis del sistema sanitario es una di- 
rección de desarrollo y de profundización del sistema pú- 
blico. 

Por mi parte, nada más señalar que como las enmien- 
das presentadas no son de matiz, sino de fondo, nuestro 
Grupo, en caso de ser aceptadas, apoyaría la proposición 
no de ley del CDS y, en caso negativo, votaría en contra. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Maestro. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Pala- 

cios para defender la enmienda presentada y fijar la po- 
sición del Grupo. 

El señor PALACIOS ALONSO: Señor Presidente, seño- 
rías mi función va a ser únicamente la de defender una 

enmienda de sustitución a la proposición no de ley pre- 
sentada por el CDS, sin entrar en otras cuestiones que, 
evidentemente, nunca se rescatarán a este Parlamento, 
como son las de discutir la realidad de la sanidad espa- 
ñola -pronto tendremos ocasión de hacerlo en los deba- 
tes presupuestarios-, pero, en cualquier caso, quisiera 
agradecer el tono y el método seguido por el señor Revi- 
lla en el planteamiento de su proposición no de ley. 

Los que llevamos algunos años en este Parlamento dis- 
cutiendo sobre estas materias hemos vivido todo tipo de 
planteamientos, algunos de ellos sin fundamento, otros 
excesivamente pasionales, algunos cubiertos con la mas- 
carilla de un conocimiento erudito sin fundamento ni fon- 
do alguno; y es bueno que recurramos a la serenidad para 
plantear lo que es un problema fundamental en este país, 
como en cualquier otro, que es la asistencia sanitaria. 

En cualquier caso, vaya por delante que tampoco es 
momento para decir aquí quiénes defendieron siempre la 
sanidad pública, quiénes han hecho posible en este país 
que la sanidad pública se encauce por lo derroteros por 
los que lo ha hecho. 

Se han hecho también algunos juicios de valor en los 
que no voy a entrar. Nosotros los socialistas tenemos un 
compromiso con el Estado, con todos los ciudadanos de 
esta nación, y no solamente con nuestros electores, en ma- 
teria sanitaria. Hemos legislado para todos los ciudada- 
nos; estamos intentando llevar la asistencia sanitaria y 
las atenciones a la salud a todos los lugares de España, 
sin ningún tipo de prevalencia y sin ningún tipo de dife- 
rencia. Estamos estableciendo una sanidad distribuida 
con corrección, una sanidad que se corresponda con un 
país justo, en el cual los ciudadanos no sean discrimina- 
dos por razón alguna. 

Verdaderamente tendríamos que hacer una revisión, 
que será la que haya de hacer esta Comisión, a cuya crea- 
ción nos sumamos, si bien aportando en nuestra enmien- 
da de sustitución algunos matices de forma -el plantea- 
miento será del señor Revilla como portavoz del CDS-, 
porque la ubicación de esa Comisión nos parece funda- 
mental y los contenidos de la formulación del documento 
también. Por eso, nosotros presentamos esta enmienda de 
sustitución, que estoy seguro que va a contar con el acuer- 
do del portavoz del CDS. 

Esta Comisión tendrá que realizar una tarea, en primer 
lugar, desde una perspectiva cronológica. Hace algunos 
años se discutía aquí, a veces desaforadamente, exigien- 
do la presencia de una legislación sanitaria. Durante dos 
o tres años, cuanto se decía en esta Cámara se hacía en 
esta dirección: «El Partido Socialista, el Gobierno socia- 
lista no crea legislación sanitaria; éste es un país vaciado 
de legislación. ¿Cómo vamos a hacer una reforma sanita- 
ria si no tenemos un soporte legislativo? D Todo circunda- 
ba alrededor del hecho legislativo. La Ley 14 de 1986 col- 
mó muchas expectativas; digo esto porque desde muchos 
Grupos hemos visto coincidencias importantes, en algu- 
nos hasta del 85 por ciento, con la Ley General de Sani- 
dad, en otros cercanas al 70 ó 75 por ciento; también al- 
gunos planteamientos sanitarios de las fuerzas conserva- 
doras representadas en este Parlamento establecían me- 
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didas legislativas que están incorporadas en nuestra le- 
gislación actual. 

Después pasamos a otra etapa en la que se decía: «¡Qué 
importa que tengamos una buena legislación si no tene- 
mos dinero; si no se aportan economías para que nuestra 
sanidad pueda salir de esta situación obsoleta!» A partir 
de 1986, de manera creciente, se han ido incrementando 
los presupuestos. Recuerden SS. SS. que en 1982 los pre- 
supuestos del INSALUD no alcanzaban los 900.000 millo- 
nes de pesetas y que en el año 1989 los presupuestos sa- 
nitarios pasan de los dos billones de pesetas. No es cierto 
que no se hayan hecho inversiones en este país, no es cier- 
to. Se hacían planteamientos inversores en 1981, pero al 
final las inversiones reales no pasaban de 20.000 ó 23.000 
millones de pesetas. Otras inversiones de años posterio- 
res sí fueron reales y se han traducido en un proceso de 
modernización del sistema sanitario español; se ha tra- 
ducido en una creación y en una innovación tecnológica 
de centros para la asistencia sanitaria en los distintos ni- 
veles; se ha traducido, señorías, en algo que alguien aquí 
dijo que posiblemente no llegaríamos a cumplir, que 
nuestros presupuestos sanitarios eran tan expansivos que 
no llegaríamos a gastarlos. Esa fue la segunda etapa. 

Entramos en una tercera etapa, en la cual, por las ra- 
zones que fueren, el sistema sanitario es malo. Es bueno 
que se venga a pedir aquí que se cree una Comisión de 
ese estilo. Es bueno que se plantee donde sea el que se ha- 
ble de la sanidad por personas que saben de la sanidad, 
sin un lastre ideológico irreversible; es bueno que donde 
quiera que estas personas estén puedan aportar una do- 
cumentación fiable. 

En sus inicios, el señor Revilla ponía el dedo en la lla- 
ga, decía que no había habido informes. Si no ha habido 
informes, {cómo es posible que durante tantos años se ha- 
yan hecho aquí tantas diatribas sobre la sanidad? [Cómo 
es posible que se haya dicho que nuestra sanidad está en 
los niveles más bajos cuando eso no es cierto, cuando eso 
es una falacia? (Cómo es posible que se haya incremen- 
tado la confianza en el sistema sanitario público, cuando 
en este momento las peticiones de asistencia en todos los 
niveles, en el primario y en el hospitalario especializado, 
se han incrementado en más del 20 por ciento en los ú1- 
timos años? ¿Cómo es posible que se pueda decir que es 
una sanidad tercermundista? Salgamos a la calle, no hay 
niños con los vientrés hinchados, no hay personas que se 
van cayendo con el corazón deshecho. Tenemos una ciru- 
gía competitiva en cualquier lugar de Europa. No pueden 
venir ustedes diciendo aquí eso porque no es serio. Lo que 
es serio es que, entre todos, intentemos encontrar los lu- 
gares comunes en los que la sanidad no funciona, pero no 
es en absoluto serio que se venga a plantear aquí que el 
sistema sanitario español hace agua por todos los luga- 
res. Eso es absolutamente falso y no se sostiene por las 
personas que tengan un criterio desapasionado y objetivo. 

Nosotros reconocemos la necesidad de ahondar en al- 
gunas cuestiones que puedan ser en este momento no su- 
ficientes para la sanidad que tenemos en España y, por 
ello, presentamos esta enmienda de sustitución. Nadie va 
a robar al Parlamento la posibilidad de seguir debatien- 

do sobre estas materias. Pero el lugar en el que se tiene 
que hablar de la sanidad es aquél donde todos los espa- 
ñoles, a través de los medios que la ley les da, están re- 
presentados, que es el Consejo Interterritorial del Siste- 
ma Nacional de Salud, donde todas las comunidades au- 
tónomas tienen sus legítimos representantes. Ahí quere- 
mos que nazca esta Comisión, ahí queremos que se cree 
esta Comisión para un estudio, no de revisión del siste- 
ma, más aún, del análisis, de evaluación y de propuesta 
de mejoras si fuera preciso. Por ello, nosotros no eludi- 
mos la responsabilidad que asumimos en su día en el sen- 
tido de hacer una sanidad para todos los españoles sin dis- 
tingos de ningún tipo. 

Termino diciendo lo que en el debate sobre la Ley de 
Sanidad ya dije aquí. Hay quien piensa que porque ini- 
ciemos la reforma sanitaria, porque tengamos una Ley 
General de Sanidad, este país ya tiene la sanidad que 
quiere. Otros países, con muchos más medios y mucha 
más experiencia democrática que nosotros, han tardado 
más de quince o veinte años en instalar un sistema sani- 
tario fiable para volver a reconsiderarlo con el paso del 
tiempo. Nosotros estamos en ese camino. Por lo tanto, le 
damos nuestro apoyo. Espero que usted nos dé el suyo en 
nuestra enmienda de sustitución, porque nos parece for- 
malmente más razonable. (Algunos señores DIPUTADOS: 
¡Muy bien, muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pala- 

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Mardones. 

cios. 

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor Presi- 
dente, señorías. En nombre de las Agrupaciones Indepen- 
dientes de Canarias, nosotros fijamos nuestra posición 
ante esta proposición no de ley presentada por el CDS, y 
vamos a hacerlo de una manera positiva porque apoya- 
mos el fondo y la intencionalidad de esta proposición, fun- 
damentalmente porque cuando he venido leyendo deteni- 
damente el ((Diario de Sesiones» que recoge la prolija in- 
tervención del pasado día 31 de enero, en la Comisión de 
Política Social y Empleo de esta Cámara, del Ministro de 
Sanidad y Consumo, señor García Vargas, me estaba Ila- 
mando la atención que la complejidad de lo que venía a 
llamar el Ministro ((estrategia: salud para todos)), había 
algo que faltaba, yo eché en falta una especie de tejido 
conjuntivo que vertebrase o articulase los distintos con- 
ceptos estratégicos de la sanidad. 

Si se quiere establecer con criterios políticos y con co- 
nocimientos técnico y económico un sistema nacional de 
la salud, creo que es imprescindible que el debate de la 
salud pública y de la sanidad en España, se mantenga 
abierto a todas las instancias, lo cual no significa excluir 
a ninguna de ellas, y menos al Parlamento. Pero lo que sí 
entiende, el sentido común de esta materia es - c o m o  bien 
ha dicho el señor Palacios- que esa información proce- 
da, a veces, de puertas afuera de los sistemas que tienen 
que legislar, que es la información técnica. 

Me parece oportuno que el señor portavoz del CDS haya 
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traído aquí esta proposición no de ley. Es oportuna en el 
momento -siempre será oportuno en el debate sanitario 
toda innovación-, pero es oportuno al mismo tiempo ha- 
ber señalado que quería la creación de una comisión ex- 
traparlamentaria. Ese matiz creo que es importante. Aho- 
ra bien, ¿qué ocurre con una comisión extraparlamenta- 
ria? O es gubernamental o es puramente de técnicos y de 
sabios. 

Bien, cuando la Ley General de Sanidad ha venido a de- 
finir la filosofía del Plan integral de la Salud y ese Plan 
integral de la Salud se viene a definir como una integra- 
ción de los planes de salud del Estado, junto a los de las 
comunidades autónomas, estamos ya citando el recto sen- 
dero para esta comisión. Es decir, que cuando el año pa- 
sado se ha emitido por el Gobierno el Real Decreto 
938/1989 para venir a establecer criterios en los planes in- 
tegrales de salud -y aquí hablo como Agrupación Inde- 
pendiente de Canarias-, en los problemas que viene te- 
niendo la asistencia estructural sanitaria en el Archipié- 
lago canario y concretamente en lo deducido de las últi- 
mas conversaciones por el Cabildo Insular de Tenerife con 
el Hospital Clínico Universitario y con el INSALUD, se ha 
puesto de manifiesto que es imprescindible el grado de 
consenso que se pueda encontrar, fundamentalmente en 
el gran organismo que viene a garantizar la instrumenta- 
ción, la articulación, la vertebración entre los planes es- 
tatales y los de las comunidades autónomas, que es, ni 
más ni menos, el Consejo Interterritorial del Sistema Na- 
cional de la Salud. 

De aquí que, en nombre de las Agrupaciones Indepen- 
dientes de Canarias, nosotros apoyemos esta proposición 
del Centro Democrático y Social. Si es aceptada por el 
CDS la enmienda que presenta el Grupo Socialista, noso- 
tros, desde el máximo respeto al Título VI11 de la Consti- 
tución para seguir haciéndolo bueno, nos congratulamos 
de que pueda constituirse esa comisión dentro del seno 
del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de la Sa- 
lud, porque no entenderíamos que en la pluralidad de la 
complejidad y de la dificultad de gestión económica, téc- 
nica y especializada de los planes de salud en España, 
sean de orientación estatal, sean de orientación de las co- 
munidades autónomas, estuviera ausente precisamente el 
foro que la Ley General de Sanidad vino a señalar espe- 
cíficamente, que es este Consejo Interterritorial. 

Deseamos que esa comisión de personas sabias en las 
respectivas materias de la gestión hospitalaria, de cual- 
quier aspecto de la salud pública, empresarial, técnica o 
médica, encuentre un escalón de instrumentalización y de 
articulación en las distintas instancias, para que tenga- 
mos en esta Cámara un instrumento de apoyo más cuan- 
do ese dictamen final se realice, pasando las garantías de 
esa Comisión de expertos, como trabaja la Organización 
Mundial de la Salud, con comisiones de expertos en las 
distintas materias; después, cada Gobierno adoptará la 
decisión política, económica, presupuestaria y técnica de 
hacer la aplicación respectiva, pero no deberá privarnos 
a nosotros de ningún instrumento que nos llegue de puer- 
tas afuera del sistema político parlamentario para enri- 

quecer y garantizar la decisión política que en su día se 
tome en la Cámara. 

Por estas razones, señorías, nosotros vamos a apoyar el 
fondo que aquí se ha planteado. Deseamos que sea el Con- 
sejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud el ór- 
gano dentro de cuyo seno se cree esta comisión que nos 
traiga aquí el aporte de una solución. En caso contrario, 
no entenderíamos las palabras que en esa Comisión del 
día 31 dijo el señor Ministro de Sanidad: La tercera línea 
política es la relativa al aprovechamiento de todos los re- 
cursos públicos y privados y la articulación de todos ellos 
en el Sistema Nacional de Salud. Contribuir a racionali- 
zar por vía del estudio, de la objetividad y del sentido co- 
mún ese problema, yo creo que ennoblece las garantías 
de las decisiones políticas que tome esta Cámara en su 
momento. 

Nada más y muchas gracias, señorías. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia y 

Unión) tiene la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Señor Presidente, se- 
ñorías, yo he entendido que la proposición no de ley que 
presenta el CDS hoy aquí, defendida por el Diputado don 
Carlos Revilla, pretende sólo la creación de una determi- 
nada comisión, no entrar en otros temas. En ese sentido, 
me interesaría hacer unos cuantos comentarios, para, fi- 
lialmente, tomar posición respecto a la proposición no de 
ley que estamos debatiendo en este momento. 

Mi grupo cree que en la línea de la argumentación para 
la creación de esta comisión que el proponente ha defen- 
dido, en esta línea de estudiar y de hacer un cierto grado 
de prospectiva del futuro de la sanidad, el Ministerio de 
Sanidad debería estar constantemente preocupado y tra- 
bajando en ello. No es nada extraño pedir que se hagan 
planes de actuación, no a corto sino a medio y largo pla- 
zo. Por tanto, en esa línea nos identificaríamos con la pro- 
posición no de ley defendida aquí. 

Qué duda cabe que la revolución tecnológica afecta 
también a la medicina; qué duda cabe que los vaivenes 
económicos afectan también a la Sanidad. En este senti- 
do nos parece positiva la aportación y la reflexión que hoy 
provoca el CDS al traer su proposición no de ley a la Cá- 
mara. Lo que ocurre es que en la misma proposición no 
de ley, en la misma introducción yo diría que hay un cier- 
to fatalismo cuando se acepta que hay pocos recursos para 
la sanidad. Lo hemos discutido - e l  señor Revilla lo 
sabe- en la Comisión de Política Social y Empleo y en 
algunas otras intervenciones en este Pleno, donde hemos 
manifestado siempre, -y este Diputado lo ha defendido 
en nombre de su Grupo- la necesidad de que la sanidad 
tenga más recursos. 

Es verdad, como se ha dicho aquí, que en Europa han 
ido creciendo los recursos a emplear en la Sanidad, y esto 
no se ha producido en la suficiente medida en nuestro Es- 
tado, en el Estado español. Pero me parece notar un cier- 
to fatalismo al aceptar que eso es así, cuando podría no 
serlo; podríamos cambiar la asignación de los recursos 



- 
CONGRESO 

493 - 
13 DE FEBRERO DE IWO.-NÚM. 14 

simplemente con una política de prioridades, que tam- 
bién hemos ofrecido en esta Cámara en más de una oca- 
sión, política de prioridades sobre cómo utilizar los re- 
cursos de nuestro país, que evidentemente todos sabemos 
no son los mismos que los de Alemania o cualquier otra 
nación más desarrollada. Pero hemos expuesto, y mante- 
nemos, que una política de prioridades podría hacer que 
la sanidad tuviese mayores recursos de los que tiene. 

Por Otro lado, me parece que la proposición no de ley 
que hoy se defiende aquí tiene dos problemas: uno, supe- 
rable, y otro para nosotros básico. El superable es que, en 
su apartado 3, el proponente manifiesta el deseo de que 
la Comisión de expertos sea constituida por unos técni- 
cos, por unas personalidades, a propuesta de los propios 
partidos con representación en el hemiciclo. A mí me pa- 
rece mal que una comisión de expertos nazca de un cier- 
to grado de politización, probablemente de demasiada po- 
litización, porque tendríamos que debatir quién tiene que 
representar a quién y quién propone a quién, con lo cual 
probablemente el trabajo de la comisión sería estéril. Ese 
sería un tema superable, pero hay otro tema que a noso- 
tros nos preocupa más y que ya no nos parece superable 
y por eso vamos a abstenernos en la votación que hoy se 
va a producir. 

El problema de fondo es que se han transferido muchas 
competencias sanitarias a las comunidades autónomas. 
Estamos en un Estado de las autonomías y hay autono- 
mías que tienen plenas facultades en temas sanitarios. 
Las autonomías tienen que participar en cualquier pros- 
pección, en cualquier reparto de recursos y en cualquier 
petición de recursos que se pueda hacer en esta línea. El 
Estado de las autonomías está ignorado en la proposición 
no de ley que hoy defiende el CDS, y eso es lo que nos 
hace pensar que en este momento nosotros debemos abs- 
tenernos. 

Por otro lado, este debate debería tener otro vuelo. El 
tema es tan importante que nos parece que debería me- 
recer -lo hemos dicho aquí y también se lo he oído decir 
en otros lugares al portavoz que ha defendido la proposi- 
ción del CDS- un debate en profundidad para llegar a sa- 
ber de una vez por todas, cuál es el modelo de sanidad de- 
finitivo, cómo ha de funcionar el modelo de sanidad de 
este país. Someterlo a un debate como el de hoy, repito, 
nos parece poco, nos sabe a poco 

El hecho es que el problema ha desbordado la propia 
proposición no de ley. Se ha hablado aquí de hurtar el de- 
bate, de distintos modelos sanitarios y de los defectos de 
algunos modelos sanitarios. Es verdad -y se puede acep- 
tar- que los modelos neoliberales pueden tener defectos, 
pueden ser más o menos caros, pero, señorías, ya no hay 
otros modelos defendibles. El modelo hoy es éste, el que 
tenemos, el que hay que perfeccionar, el que no vamos a 
defender a capa y espada. En todo caso, corrijámoslo, mo- 
difiquemos lo que haya que modificar, porque lo que co- 
nocemos hoy de otros modelos no nos sirve y parece que 
no pueden ser muy defendibles aquí, hoy en día. 

Por todo ello, señorías, y sin consumir más tiempo, mi 
Grupo anuncia la abstención en la votación que se va a 
producir, con el deseo, no obstante, de entrar en un futu- 

ro debate a fondo en estos temas y defender entonces 
nuestros criterios respecto al modelo sanitario que que- 
remos para nuestra sociedad. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

EL señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hinojosa. 
Por el Grupo proponente, a efectos de expresar la acep- 

tación o rechazo de las enmiendas, tiene la palabra el se- 
ñor Revilla. Le recuerdo que sólo a estos efectos. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

No sé si con la proposición no de ley que mi Grupo ha 
presentado mostramos cuál es nuestra capacidad para es- 
tablecer o no acuerdos con otras fuerzas políticas. No soy 
comentarista, sino un modesto político que hace política. 
Desgraciadamente, de lo que sí estoy seguro, después de 
la intervención del representante del Partido Popular, es 
de que en el tema de la sanidad no vamos a poder esta- 
blecer ningún acuerdo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Revilla, le ruego no po- 
lemice con el representante del Grupo Popular ni con nin- 
gún otro y se limite a expresar si acepta o no las enmien- 
das que han sido presentadas a su proposición. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: No podemos aceptar 
la enmienda del Partido Popular porque su representante 
ha dicho que ellos ya lo tienen solucionado, que en la di- 
cotomía regulación «versus» competencia están decidida- 
mente a favor de la competencia. Esa situación impide el 
que podamos aceptar la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Señor Revilla, le ruego que no 
polemice ni antes de decir si acepta la enmienda ni des- 
pués de decir que la rechaza. Limítese a decir si acepta o 
no las enmiendas. 

El señor REVILLA RODRIGUEZ: Señor Presidente, 
comprenda la dificultad en la que me encuentro, pero voy 
a intentar solucionarla. 

Para nosotros, el problema está en que en estos momen- 
tos, para bien o para mal, en el mundo de los expertos sa- 
nitarios la dicotomía entre competencia y regulación no 
está resuelta. Nosotros, sinceramente, no la tenemos re- 
suelta. Creemos que es importante solucionarla y saber 
cuánta dosis de regulación y cuánta dosis de competen- 
cia tenemos que introducir en el sistema sanitario. Por 
eso hemos hecho esta modesta aportación de una propo- 
sición no de ley en el sentido que la Cámara conoce. 

En relación con la enmienda de Izquierda Unida, la- 
mentamos profundamente no poder aceptarla, y no por- 
que estemos -según la opinión de Izquierda Unida- en 
discrepancia respecto al fondo; creemos que lo que ellos 
manifiestan es exactamente igual que lo que nosotros pro- 
curamos: la defensa a ultranza del sistema sanitario pú- 
blico. Pero no podemos aceptar nada más que una en- 
mienda; no podemos aceptar dos al mismo tiempo. Y la 
enmienda que vamos a aceptar, que es la del Grupo Par- 
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lamentario Socialista, es de sustitución, que no permite 
que incluyamos las aportaciones de otros grupos enmen- 
dantes. Por tanto, que sea esta explicación para Izquier- 
da Unida expresión de nuestro lamento por no poderla in- 
corporar. 

Repito que vamos a aceptar la enmienda del Grupo Par- 
lamentario Socialista que, además, soluciona algo que el 
representante del Grupo Parlamentario Catalán ha expre- 
sado, y es que en el consejo interterritorial están repre- 
sentados todas las comunidades autónomas. Esperamos 
que con la aceptación de esta enmienda facilitemos tam- 
bién el camino,para alcanzar el apoyo del Grupo Parla- 
mentario Catalán. 

Esta es nuestra postura, señor Presidente. Muchas gra- 
cias por su generosa condescendencia. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Revilla. Vamos 
a proceder a la votación. 

Proposición no de ley del Grupo Parlamentario del CDS 
por la que se insta al Gobierno a la constitución de una 
Comisión para la revisión del Sistema Nacional de Salud 
y las tendencias de su entorno en el momento actual y 
cara al futuro. 

Se somete a votación en los términos resultantes de la 
aceptación de la enmienda de sustitución presentada por 
el Grupo Socialista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 282; a favor, 163; en contra, 104; abstenciones, 
15. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la proposi- 
ción no de ley del Grupo del CDS. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIO- 
NES URGENTES: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL CDS, SOBRE 
MEDIDAS DE POLITICA GENERAL A ADOPTAR 
POR EL GOBIERNO PARA INVESTIGAR LOS 

DOS CON EL TRAFICO DE INFLUENCIAS (Núme- 
ro de expediente 173/000004) 

ASUNTOS DE INTERES PUBLICO RELACIONA- 

El señor PRESIDENTE: Punto tercero del orden del 
día. Mociones consecuencia de interpelaciones urgentes. 

Moción del Grupo del CDS sobre medidas de política 
general a adoptar por el Gobierno para investigar los 
asuntos de interés público relacionados con el tráfico de 
influencias. 

Para defender la moción consecuencia de interpelación, 
tiene la palabra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, señorías, ningún debate tiene sentido si no se tra- 
duce en medidas prácticas, realizables, que den solucio- 
nes a los problemas y cuestiones objeto de dicho debate. 

En caso contrario, el ciudadano no entendería nada, no 
entendería nuestra función ni qué estamos haciendo aquí. 

El buen hacer parlamentario, aquí y en todos los'par- 
lamentos democráticos, establece una disciplina, la de 
que las Cámaras obligan a que si el Grupo interpelante 
quiere concretar esas medidas, lo haga a través de la pre- 
sentación de mociones. Y esa disciplina es buena, seño- 
rías, porque aleja de la demagogia y obliga a tener en 
cuenta lo real y lo práctico. Esto que digo nos obliga a exa- 
minar si en este momento existen ya instrumentos y ca- 
minos; en caso afirmativo, a utilizarlos de forma inme- 
diata, y a crearlos si no existen. 

El problema que nuestro Grupo expuso en la interpe- 
lación del día 9 de este mes de febrero fue la necesidad 
de investigar los casos o supuestos del tráfico de influen- 
cias y la de perfeccionar nuestro ordenamiento jurídico, 
para evitar y castigar las conductas socialmente reproba- 
bles y reprobadas, así como el uso de información privi- 
legiada, y a esos dos objetivos, se dirigen las dos mocio- 
nes que presento, en nombre del Grupo parlamentario del 
CDS. 

La primera de estas mociones está basada en la firme 
creencia de que el Parlamento y quienes lo componemos, 
todos y cada uno, señorías, debemos ser ejemplo para 
nuestro pueblo. El CDS encontró un instrumento ya exis- 
tente para conocer e investigar los comportamientos en 
que los Diputados pudiesen incurrir, contrarios al ejerci- 
cio correcto de su condición, y es la Comisión del Estatu- 
to de los Diputados. 

Por consiguiente, el tráfico de influencias, el uso inde- 
bido de información privilegiada, la violación de la nor- 
mativa sobre incompatibilidades, y, en general, el uso in- 
teresado o indebido de su condición, son cuestiones que 
se encuentran recogidas en el artículo 17 del Reglamento 
de la Cámara cuando afirma: «Los Diputados no podrán 
invocar o hacer uso de su condición de parlamentarios 
para el ejercicio de actividad mercantil, industrial o pro- 
fesional. )) 

Por su parte, el artículo 48 del Reglamento dispone que 
la Comisión del Estatuto de los Diputados actuará como 
órgano preparatorio de las resoluciones del Pleno cuando 
éste deba pronunciarse en asuntos que afecten al Estatu- 
to de los Diputados y, asimismo, que la Comisión elevará 
al Pleno, debidamente razonadas, las propuestas que se 
hubieran formalizado en su seno. Es decir, señorías, que 
los Diputados, como tales, y los titulares de los órganos 
de gobierno, en la medida en que sean Diputados, que es 
el caso general, habrán de responder de sus conductas 
contrarias a la ética política, y el mejor foro para poder 
realizarlo es justamente esa Comisión del Estatuto de los 
Diputados y, posteriormente, si ha lugar, en el Pleno de 
esta Cámara, y eso se puede hacer ya desde este momen- 
to. No hace falta crear lo que ya exite; no es necesario per- 
der tiempo en ello. La composición paritaria de esta Co- 
misión, que es una excepción en la regulación de las co- 
misiones permanentes, es otro mérito o cualidad positiva 
de ella, lógica, por otra parte, en una comisión de control. 

Los casos que no afecten a un Diputado, podrán exami- 
narse a través de otros instrumentos de control, tales 
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como las interpelaciones parlamentarias, las preguntas 
orales en Pleno o las comisiones de investigación especí- 
ficas en atención a lo que establece el artículo 52 del Re- 
glamento para un asunto o asuntos de interés público. 

A partir de hoy, señorías, no se podrá decir, si se aprue- 
ba esta moción, que no se investiga. Todos aquellos que 
se atrevieron a juzgar sobre la postura de nuestro Grupo 
Parlamentario encontrarán una respuesta a sus antejui- 
cios en esta contestación nuestra lógica, serena y coheren- 
te al problema. 

En cuanto al segundo punto de la moción, que se cons- 
tituya de forma inmediata una ponencia que analice y 
proponga las modificaciones que proceda introducir en el 
ordenamiento jurídico español, creemos, como señalaba 
nuestro Grupo en relación con la interpelación del día 9, 
que de esta manera se cierran los caminos que puedan 
existir para la picaresca y la corrupción. Porque, como de- 
cía entonces, señorías, hay leyes que están concebidas y 
contempladas desde el ángulo técnico y desde la sistemá- 
tica de su propio ámbito de competencia, de tal manera 
que los temas del mercado de valores, las cuestiones re- 
lacionadas con el urbanismo y con la contratación admi- 
nistrativa tienen unas exigencias técnicas en sí mismos 
que son las que normalmente contempla el legislador. Si 
en esa especie de subsistemas que constituye cada una de 
las leyes de nuestro ordenamiento jurídico, conseguimos 
introducir el «input» de la posible picaresca, de los agu- 
jeros que pueda tener ese cedazo legislativo, entonces es- 
taremos completando, desde ese ángulo socialmente im- 
portante, todos los supuestos a través de los cuales pue- 
den discurrir las conductas irregulares, el tráfico de in- 
fluencias y, en definitiva, los ataques a lo que es la ética 
social, la ética política, ya que nosotros debemos ser los 
primeros en responder adecuadamente. 

Para terminar, tan sólo me queda pedir a todas sus se- 
ñorías, a toda la Cámara el apoyo a estas mociones que 
presenta el Grupo Parlamentario del CDS como el cami- 
no para encontrar una solución a los debates de los días 
anteriores. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
A esta moción se han presentado dos enmiendas por los 

Grupos Parlamentarios Popular y Catalán (Convergencia 
i Unió). Para la defensa de estas enmiendas y la fijación 
de la posición de sus respectivos grupos, en primer lugar 
tiene la palabra el señor Lucas, en nombre del Grupo Po- 
pular. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Gracias, señor Presidente. 
Intervengo en nombre del Grupo Parlamentario Popular 
a fin de defender la enmienda presentada a la moción del 
Grupo Parlamentario del Centro Democrático y Social 
por entender que la ponencia que se cree en el seno de esa 
comisión legislativa debe estudiar, analizar y proponer 
modificaciones sin rentringir su ámbito al enunciado que 
figura en el texto de la moción del CDS, que literalmente 
señala lo siguiente: <( ... que proceda introducir en la nor- 
mativa penal y administrativa, especialmente en la refe- 

rente a la Función Pública, a los Contratos del Estado, al 
régimen del Suelo y Ordenación Urbana, y de Régimen 
Local, ... )> 

Después de oir la intervención del señor Rebollo, en- 
tiendo que el Centro Democrático y Social acepta la en- 
mienda presentada por el Grupo Popular. Lo entiendo así 
porque ha hecho una referencia concreta a la literalidad 
de nuestra modificación referida a la inclusión del orde- 
namiento jurídico, ya que, como fácilmente se puede de- 
ducir de la enumeración de los textos legales que hace el 
CDS, hay, efectivamente, aparte de la Ley 534984 o la 
Ley de Régimen Electoral General, otra serie de leyes, 
como pueden ser la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo, la Ley 2511983, de 26 de diciembre, la Ley de Contra- 
tos del Estado, el Reglamento General de Contratación y, 
sobre todo, el artículo 81 de la Ley 2411988, de 28 de ju- 
lio, del Mercado de Valores, respecto a la utilización de 
información privilegiada, que podrían en una interpreta- 
ción literal del texto del CDS, quedar excluidas. 

En ese sentido, la enmienda del Grupo Popular, en co- 
herencia con la intervención del pasado miércoles, man- 
tiene el criterio de ampliar, de ir más lejos de la mera enu- 
meración y sugerir la inclusión del ordenamiento jurídi- 
co español, para que estudie esa comisión los textos que 
quedan afectados. 

En definitiva, no hay que olvidar que una de las condi- 
ciones de la Comisión del Tráfico de Influencias del año 
1988, a la que aquí se ha hecho constante referencia era 
que la Comisión recomendaba que la Cámara instase al 
Gobierno a realizar los estudios y análisis que en las an- 
teriores propuestas se acordaban, así como a presentar, 
antes del 31 de diciembre del 1988, los proyectos norma- 
tivos que fuesen precisos para que los criterios conteni- 
dos en la citada propuesta se incorporasen a nuestro De- 
recho positivo. 

No es momento de repetir, como se repitió hasta la so- 
ciedad el pasado miércoles, que eso ha sido incumplido 
por el Gobierno; incumplimiento que trató de justificar 
el Ministro ese día cuando decía que el Gobierno no pudo 
cumplir la conclusión de la Comisión de Investigación de 
revisar la normativa en materia de contratación, ya que 
no se le indicó en qué dirección y con qué principios de- 
bía afrontarla. 

Señoras y señores Diputados, les pido el voto afirmati- 
vo a la enmienda presentada por nuestro Grupo, en la que 
se amplía a todo el ordenamiento jurídico español el es- 
tudio que debe hacer la ponencia, y así dar las directrices 
necesarias y solicitadas por el Gobierno para hacer reali- 
dad la preocupación de regular el tráfico de influencias. 
Es decir -concluyo, señor Presidente-, el Partido Popu- 
lar, como prometió en las distintas intervenciones, va más 
allá de la mera proposición del CDS. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Lucas. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i 

Unió), tiene la palabra el señor Roca. 

El señor ROCA 1 JUNYENT: Señor Presidente, señoras 
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y señores Diputados, en recientes debates sobre el tema 
que constituyó el núcleo de la interpelación del CDS en 
la anterior sesión parlamentaria, se puso de manifiesto 
una doble necesidad. Por un lado, la de llenar el vacío le- 
gislativo que existe en relación a la definición y sanción 
del denominado tráfico de influencias y uso indebido o 
uso privilegiado de información. Este vacío se ha inten- 
tado llenar, o está en trámite, en procedimiento de cum- 
plirse la voluntad que se puso de manifiesto de una ma- 
nera unánime por esta Cámara, mediante, una comisión 
que, específicíimente, tratará de esta cuestión a través de 
iniciativas surgidas de prácticamente la totalidad de los 
diversos grupos parlamentarios de la Cámara. 

Una segunda cuestión era que todos sabíamos que esto 
no nos satisfacía y que, por otra parte, tampoco daba res- 
puesta a lo que la sociedad estaba demandando de esta 
Cámara, en tando en cuanto que compuesta por Dipu- 
tados y parlamentarios. En este sentido, la iniciativa del 
GrupO Parlamentario del CDS viene a recoger este segun- 
do aspecto de la cuestión. 

Nuestro Grupo pretende simplemente introducir en el 
punto primero de la moción defendida por el Portavoz del 
Grupo Parlamentario del CDS unas matizaciones técni- 
cas que deberían permitir con su aceptación, espero, me- 
jorar en una línea coincidente lo que yo creo que es vo- 
luntad de todos los Grupos de la Cámara, es decir, pres- 
tar mayor eficacia a la Comisión del Estatuto del Dipu- 
tado en esta nueva función que se le atribuye. [Cuáles son 
estas funciones que se le atribuyen y que se introducen 
en la enmienda que nuestro Grupo Parlanientario propo- 
ne? 

En primer lugar, queda definida como una comisión de 
investigación permanente. Es decir, por primera vez en 
la Europa occidental un Parlamento constituye una co- 
misión de investigación permanente para analizar e in- 
vestigar los hechos que puedan atribuirse a Diputados en 
el ejercicio de su responsabilidad política y que puedan 
representar, como se dice en la enmienda, un uso intere- 
sado o indebido de su condición. Por primera vez, comi- 
sión de investigación permanente. 

En segundo término, el ámbito de estos hechos a enjui- 
ciar es amplio; no un ámbito constreiiido, por ejemplo, a 
una cosa que podría ser peligrosa, que sería referirnos 
simplemente al tráfico de influencias. En tanto en cuanto 
estamos pendientes de definición del tema, podríamos es- 
tarlo delimitando por una vía restrictiva. A través de rc- 
mitirnos a todo tipo de hechos, actuaciones o comporta- 
mientos de estos diputados, de cuales quiera diputados, 
que puedan incurrir en estos supuestos a los que he he- 
cho referencia, estamos ampliando el campo del ámbito 
de esta Comisión de una manera absolutamente relevan- 
te. 

Un tercer aspecto. No se podrá decir que a través de la 
condición de parlamentario o de diputados se excluyen 
otras condiciones subsiguientes, porque estamos hablan- 
do de los diputados en el ejercicio de su responsabilidad 
política. Esto quiere decir que todos aquellos diputados 
que tengan la condición de alto cargo, sean presidentes, 
vicepresidentes o ministros, también pueden estar incur- 

sos en la función inspectora e investigadora que a esta Co- 
misión se atribuye. 

Finalmente, se define clarísimamente cuál es la nota, 
la connotación que estos hechos o actuaciones tienen que 
tener. Representan un uso interesado, en función de su be- 
neficio particular o de tercero, no el del interés general, 
o uso indebido de su función al servicio de similar finali- 
dad. Esto queda así perfectamente definido. 

Se añade más. En la línea coincidente con el Grupo Par- 
lamentario del CDS, se añade que ésta es una comisión 
que funciona, que a partir de mañana puede actuar y que 
puede hacerlo a iniciativa de un solo Grupo Parlamenta- 
rio. Por primera vez en esta Cámara una iniciativa puede 
actuar en función de un solo Grupo Parlamentario. Es 
más, puede también actuar esta comisión en función del 
interés del propio diputado o diputados que se estimen' 
afectados por una información que ponga en duda su ho- 
nestidad y que quieran acudir a esta comisión precisa- 
mente recabando su función de investigación. 

Con la aprobación de esta moción del CDS, que noso- 
tros simplemente hemos querido precisar en algunos de 
sus aspectos técnicos, es evidente que hemos dado un paso 
muy relevante. En todo caso, los diputados no se están 
protegiendo. Los diputados se están ofreciendo como 
ejemplo de lo que debe ser una actitud en la línea de nues- 
tra preocupación coincidente en estos últimos días, y ello 
piensa que, además, aporta un criterio muy importante 
de credibilidad de nuestro propio sistema. Una vez más, 
como en otros aspectos constitucionales nos ha tocado 
protagonizar, vamos a ser el primer Parlamento que ten- 
ga una Comisión de esta naturaleza de todos los Parla- 
mentos de la Europa occidental, de la Europa de regíme- 
nes democráticos de los que hasta la fecha los tienen. 

Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Roca. 
(Grupos que deseen fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, hasta el desarrollo de este de- 
bate no he podido conocer las dos enmiendas, porque no 
han tenido la deferencia de facilitárnoslas los Grupos que 
las han presentado. (Risas.) A Unión Valenciana le parece 
que la moción presentada por el CDS es algo así como un 
sedante ante la opinión pública después de los debates 
que han tenido lugar en esta Cámara sobre el posible trá- 
fico de influencias los pasados días 1, 6 y 8 de febrero. 

Circunscribir el debate de aquellos días, y la posible Co- 
misión de investigación y demanda de claridad que la opi- 
nión pública exigía a esta Cámara, a la Comisión del Es- 
tatuto del Diputado, acogiéndose a los artículos 17 y 48 
del Reglamento de la Cámara, para recibir, tramitar y 
analizar las posibles incompatibilidades y supuestos irre- 
gulares en que los diputados pueden incurrir, entendemos 
que era sencillamente recordarle cuál es su función, que 
Está perfectamente recogida en el Reglamento de la Cá- 
mara. 

Creo que una cosa son las incompatibilidades de los 
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cargos públicos y otra muy diferente el tráfico de influen- 
cias. Entre el uso y el abuso del poder sólo hay una línea 
imperceptible que nada más que los inteligentes y los ho- 
nestos saben que no deben traspasar, y esto -parece ser- 
no siempre está ocurriendo así. 

Recurrir a recordar y a regular las incompatibilidades 
exclusivamente parece que es como un intento de esta Cá- 
mara de desviar la atención pública hacia algo que enten- 
demos no requiere más regulación, lo que entiende es más 
comportamiento ético en determinadas personas de ésta 
o de fuera de esta Cámara. 

En todo caso, nos da la impresión de que se buscan for- 
man jurídicas y penales (que desde Unión Valenciana 
siempre apoyaremos) para resolver problemas de credi- 
bilidad política que tienen otra dimensión y otra actua- 
ción. 

De todas formas, quede claro que nos gustan las dos en- 
miendas porque, además de que clarifican y amplían el 
campo de actuación del punto 2 de la proposición del 
CDS, que efectivamente está reducido, la propuesta del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió) nos parece mucho 
más aceptable, porque entra de forma más clara en lo que 
es el posible tráfico de influencias. 

Sin embargo, creemos que el problema que hay en to- 
das estas propuestas es que lo circunscriben, exclusiva- 
mente, a los diputados y cargos superiores, pero no con- 
templan para nada dos campos importantísimos como 
son la Administración autonómica y la Administración lo- 
cal que, de alguna manera, también habrá que regular en 
profundidad porque también en ese campo no siempre los 
comportamientos éticos son los correctos y los adecuados. 

Resumiendo -porque por primera vez en esta Cámara 
me sobra tiemp-, apoyamos la moción del CDS y la se- 
guiremos apoyando si admite una o las dos enmiendas 
porque, en todo caso, más vale algo, aunque sea poco, que 
nada. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Oliver. 
Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor Zu- 

bía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señor Presidente, 
con absoluta brevedad voy a intervenir tan sólo para de- 
cir que el Grupo Parlamentario Vasco (PNV) va a votar a 
favor de la moción consecuencia de interpelación presen- 
tada y defendida en el día de hoy por el Grupo Parlamen- 
tario de CDS. Y lo va a hacer por entender que estamos 
ante una moción que es acertada, en cuanto a la filosofía 
de su contenido, y oportuna, qué duda cabe, en cuanto al 
momento en que ha sido presentada. 

Consta la moción de dos partes bien diferenciadas. Una 
primera por la que se trata de habilitar o atribuir a una 
comisión permanente, aunque no legislativa, cual es la del 
Estatuto de los Diputados, el conocimiento, el examen y 
el análisis de cuanto se refiera a incompatibilidades y10 
supuestos o actuaciones irregulares en que pudieran in- 
currir los diputados. Esto, que en definitiva supone una 
ampliación o, cuando menos, una mejor concreción del 

actual campo de actuación de la Comisión del Estatuto 
de los Diputados conforme a los artículos 17 y 48 del Re- 
glamento de la Cámara, merece nuestro más rotundo apo- 
yo. Y aunque bien es cierto -y queremos decirlo expre- 
samente- que ha sido objeto de una enmienda de susti- 
tución por el Grupo Parlamentario Catalán, estimamos 
que centra la cuestión en sus más estrictos términos y, 
por consiguiente, mucho celebraríamos también que fue- 
ra aceptada. 

Existe, como decía, una segunda parte en la moción que 
pretende que en el seno de otra de las comisiones perma- 
nentes, pero en este caso, por supuesto, legislativa, se 
constituya una ponencia encargada de analizar para des- 
pués proponer, si procediere, cuantas modificaciones sea 
preciso introducir tanto en la normativa penal como en 
la referida a la función pública, el régimen local, los con- 
tratos del Estado y el régimen del suelo y la ordenación 
urbana. Nuestra conformidad o aceptación alcanza tain- 
bién a esta pretensión, porque si bien es cierto que la pa- 
sada semana el Pleno de esta Cámara aprobaba la toma 
en consideración de una serie de proposiciones y ello va 
a dar lugar en fecha próxima a la constitución de la 
correspondiente o correspondientes ponencias, no es me- 
nos cierto también que existen, de hecho, otros aspectos 
y otras normativas no afectadas o tratadas en las propo- 
siciones referidas, pero que, sin duda, es el momento de 
analizarlas de cara a lograr una regulación global, legal 
y coherente de lo que ha dado en llamarse el campo de 
tráfico de influencias. 

En suma, señorías, a la vista de su contenido, dada su 
evidente oportunidad y, por qué no decirlo, además por 
coherencia con la posición que nuestro Grupo viene man- 
teniendo a lo largo de este interminable debate por eta- 
pas, el Grupo Parlamentario Vasco (PNV), como decía en 
un principio, votará a favor de la moción consecuencia de 
interpelación del Grupo del CDS. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Zubía. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Gracias, 
señor Presidente. 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, para el su- 
puesto de que el Grupo proponente no acepte la enmien- 
da que ha sido propuesta por el Grupo Catalán, se abs- 
tendrá en la votación de ambas enmiendas. 

Si, por el contrario, el Grupo proponente acepta dicha 
enmienda, votará a favor de la primera parte enmendada 
por el Grupo Catalán. 

Debo decir que sin esa enmienda esta moción es inne- 
cesaria. Ya está regulado suficientemente en nuestro Re- 
glamento el funcionamiento de la Comisión del Estatuto 
de los Diputados, que obviamente no es sólo una estafeta 
que recibe determinada documentación, la analiza, la va- 
lora y lógicamente trae un dictamen sobre ella, debiendo 
analizar las incidencias que la documentación de cada 
diputado pueda plantear, incluso recabar la revisión de 
la que se le remita para conocer la situación patrimonial 
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de los diputados y, en su caso, las actividades que ejerci- 
tan. Por lo tanto, resulta innecesaria esa parte de la mo- 
ción. 
. La segunda parte ha sido aprobada también, porque 

con motivo del estudio de las proposiciones de ley que se 
hizo en el último Pleno se acordó la necesidad de refor- 
mas en materia de tipificación penal, en la función públi- 
ca, en los iontratos del Estado, en suma, en todas y cada 
una de esas áreas. 

Por ello, repito, nos vamos a abstener en lo que se re- 
fiere a la moción, a no ser que resulte enmendada por el 
Grupo Catalán, entendiendo que dicha enmienda llena de 
contenido y da mayor amplitud al Estatuto del Diputado. 

Afortunadamente, la enmienda del Grupo Catalán pro- 
voca que la moción presentada por el CDS tome otro ca- 
riz, porque de no haber sufrido esa modificación parece- 
ría que ya hemos llegado a rizar el rizo de la incongruen- 
cia. Estamos tratando de regular el tráfico de influencias. 
Estamos tratando de evitar la utilización indebida de in- 
formación privilegiada, y ahora parece que en una espe- 
cial tentación de automasoquismo o autopunición todo el 
problema se reduce al comportamiento de los diputados 
de esta Cámara, que es en los únicos en los que fijamos 
la atención. 

Usted sabe, señor representante del CDS, que los pro- 
blemas de los que está hablando aquí no tienen en este lu- 
gar su razón de ser, lo tienen en otro sitio al que nadie 
quiere dirigir su atención. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Castellano. 
Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor Luna. 

El señor LUNA GONZALEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, subo a esta tribuna para fijar la posición del 
Grupo Parlamentario Socialista, con la satisfacción de ha- 
cerlo para sumarme a la intención, como decía el señor 
Rebollo, de traducir el debate de estos días en medidas 
prácticas y de alejarnos, en la medida de lo posible, de la 
demagogia con que a veces ha estado rodeado. 

Señorías, estamos totalmente de acuerdo con habilitar 
a la Comisión de Estatuto del Diputado con esas nuevas 
prerrogativas, de cara a la transparencia y a la ejempla- 
ridad que se predica. 

En el tema de las incompatibilidades, hemos anuncia- 
do en esta Cámara que en el plano de la regulación está- 
bamos dispuestos a ir más allá de donde hiciera falta; que 
estábamos dispuestos a regular el tema de las incompa- 
tibilidades de tal manera que no vinieran a esta Cámara 
los que entienden la actividad de diputado como subsi- 
diaria, como complementaria, o aun como secundaria res- 
pecto de otras actividades más relacionadas con la defen- 
sa de intereses particulares. 

En la medida en que estamos dispuestos a llegar hasta 
ahí en materia de regulación, estamos también dispues- 
tos a que la Comisión de Estatuto del Diputado se con- 
vierta de alguna forma en lo que aquí hoy se ha llamado 
una Comisión permanente de investigación que controle, 

que fiscalice esas situaciones y, desde luego, que también 
las clarifique; que las clarifique todas, las irregulares y 
las que no lo son, para que de alguna manera se pueda 
abrir la puerta a una cierta acción de resarcimiento cuan- 
do sea procedente, aunque nada más sea un resarcimien- 
to de carácter político respecto de aquel que haya sido in- 
justamente tratado a la hora de acusarle de hechos que 
no tenían que ver con su actividad como diputado en esta 
Cámara. 

Respecto del segundo punto de la moción presentada, 
nosotros estamos totalmente de acuerdo con que la po- 
nencia que se plantea trabaje sobre la reforma en mate- 
ria de normativa penal. Eso ya está en marcha. Se dedu- 
ce de las proposiciones aprobadas por esta Cámara en el 
debate de la semana pasada. 

Pero también estamos de acuerdo con que se aborde la 
normativa de carácter administrativo. Señorías, nosotros 
pensamos que la actual normativa administrativa ya con- 
templa suficientemente la regulación de actividades que 
puedan derivar en tráfico de influencias o en el uso abu- 
sivo de información privilegiada. 

No hará falta recordar aquí, sin duda, la ley 30/1984, 
en su artículo 31; la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo, en su artículo 20; la Ley de Bases de Régimen Local, 
en su artículo 76, o tantos y tantos artículos de la Ley de 
Contratos del Estado. Y estamos abiertos a seguir, como 
decía, trabajando en esta materia, en la normativa admi- 
nistrativa, para cerrar las pocas espitas que puedan que- 
dar a la hora de que se produzcan supuestos de tráfico de 
influencias o utilización indebida de información privile- 
giada. 

Llamo la atención de SS. SS. sobre que lo que estamos 
haciendo hoy aquí al aprobar esta moción es dar un man- 
dato para el cual no hemos ofrecido ningún tipo de direc- 
ción, no heinos ofrecido ningún tipo de principio sobre el 
cual pueda o deba apoyarse este trabajo. 

Señorías, yo querría dejar encima de la mesa algunas 
ideas al respecto. Pensamos que se trataría, en este tra- 
bajo de reforma de la legislación administrativa, de con- 
seguir obje tivar al máximo las decisiones que deben de 
adoptar los organismos administrativos. En la medida en 
que la discrecionalidad sea cada vez menor, indudable- 
mente estaremos más a salvo de comportamientos del 
tipo que queremos combatir o rechazar. 

Pero sin duda, señorías, no se nos oculta que va a ser 
absolutamente imposible desterrar al cien por cien la dis- 
crecionalidad. Siempre quedará un mínimo de discrecio- 
nalidad a la hora de actuar los órganos administrativos, 
las autoridades o las personas que tengan que decidir. 

Desde luego, en nuestra opinión, no se debería tratar 
de un ejercicio que supusiera trasladar la discrecionali- 
dad de unos agentes decisorios a otros, porque estaría- 
mos, por decirlo con palabras castizas, desvistiendo a un 
santo para vestir a otro. 

Siempre ine acuerdo en estos temas de lo que solía su- 
ceder en los tiempos en que yo, por ejemplo, hice el ser- 
vicio militar. En aquella compañía donde los permisos los 
daba el capitán, con quien había que llevarse bien, y a 
quien había que pedirle el favor, era el capitán; en aque- 
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lla compañía donde los permisos los daba el sargento, con 
quien había que llevarse bien era con el sargento. 

Quiero decir con esto que no convendría que este tra- 
bajo supusiera exclusivamente el trasladar ese ejercicio 
de la discrecionalidad de unos agentes a otros. 

Deberíamos tener presente, y no podría ser de otra ma- 
nera, la normativa comunitaria en esta materia. Ya tuvo 
el Gobierno que promulgar un decreto legislativo para re- 
formar y adaptar la Ley de Contratos del Estado a las di- 
rectivas de la Comunidad Europea, y desde luego este es- 
píritu debe de estar presente en los trabajos de esta Comi- 
sión. 

A la hora de trabajar para mejorar los controles (ya se 
puso aquí también de manifiesto la semana pasada cuan- 
do se debatieron estos temas) habría que tratar de evitar 
el burocratizar, el esclerotizar, el ralentizar los trabajos 
de la Administración pública. Todo esto iría en detrimen- 
to de la eficacia de la propia Administración pública, y 
yo creo que todos coincidiremos en que no se trata de que 
hagamos un ejercicio que sirva para que la Administra- 
ción sea más ineficaz. 

Desde luego, difuminar los controles tampoco vendría 
en ese sentido de hacer más eficaz el funcionamiento de 
la Administración pública. 

Finalmente, señorías, yo creo que entre todos podemos 
hacer un trabajo serio para prevenir comportamientos 
que están socialmente rechazados y que desde luego no 
deseamos, entiendo, ninguno de los que nos sentamos en 
estos momentos en esta Cámara. Si somos capaces de Ile- 
var ese trabajo adelante, sin duda habremos dado un paso 
importante para que la Administración española, en to- 
dos sus ámbitos, desarrolle sus actuaciones con arreglo a 
las previsiones de la Constitución. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Luna. 
Por el Grupo proponente, a efectos de expresar la acep- 

tación o rechazo de las enmiendas defendidas, tiene la pa- 
labra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, señorías, intervengo muy brevemente para aceptar 
las enmiendas, porque coinciden plenamente con el espí- 
ritu de nuestra moción; porque efectivamente, desde un 
punto de vista técnico, mejoran y precisan su contenido, 
respetando el espíritu de esa moción. 

Por tanto, yo sólo quiero desde aquí congratularme, en 
nombre de ini Grupo parlamentario, de haber presenta- 
do una moción que ha merecido el trabajo, la atención y 
la conformidad de toda la Cámara. 

Muchas gracias, señorías. 

El señor. PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
Vamos a proceder a la votación. 
Moción consecuencia de interpelación urgente, del Gru- 

po parlamentario CDS, sobre medidas de política general 
a adoptar por el Gobierno para investigar los asuntos de 
interés público relacionados con el tráfico de influencias, 
en los términos resultantes de la aceptación de las en- 

miendas presentadas por el Grupo Catalán (Convergencia 
i Unió) al apartado primero de la misma, que es de sus- 
titución; y por el Grupo Popular al apartado segundo, que 
es igualmente de sustitución. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 281; a favor, 281. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por unanimi- 
dad la moción presentada por el CDS. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE VALORACION DE POLITICA 

TUACION INFORMATIVA DEL ENTE PUBLICO 
GENERAL QUE HACE EL GOBIERNO DE LA AC- 

RADIOTELEVISION ESPANOLA (RTVE) DESDE 
LAS ELECCIONES GENERALES DE 29 DE OCTU- 
BRE DE 1989 (Número de expediente 173/000005) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo Popular, so- 
bre valoración de política general que hace el Gobierno 
de la actuación informativa del Ente Público Radiotele- 
visión Española desde las elecciones generales de 29 de 
octubre de 1989. 

Para defender la moción, en nombre del Grupo propo- 
nente, tiene la palabra el señor Ramallo. (Rumores.) 

¡Silencio, señorías! 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, el pasado 7 de febrero presenta- 
ba ante esta Cámara una interpelación en nombre de mi 
Grupo parlamentario; hoy defiendo una moción conse- 
cuencia de aquella interpelación. Permítanme señorías, 
que en relación con aquella interpelación haga, en primer 
término, una aclaración por ser de justicia el hacerlo. 

En el curso de la interpelación afirmé en esta tribuna 
que el señor Sopena, Director de Radio Nacional de Es- 
paña, había elegido a su propia esposa para trabajar en 
una tertulia en Radio 4, de Barcelona. He sido informado 
por doña Margarita Sáez Díez que venía prestando su co- 
laboración a Radio 4 desde meses antes del nombramien- 
to de su esposo, por lo que no era cierta la afirmación que 
desde esta tribuna hice, y, como pienso, señor Presidente, 
que la inviolabilidad por las opiniones manifestadas en 
el ejercicio de las funciones de Diputado que reconoce el 
artículo 77 de la Constitución no pueden servir para am- 
parar afirmaciones inexactas que dañan a personas que 
no están aquí, quiero que el ((Diario de Sesiones)), que re- 
cogió mi afirmación y denuncia, recoja hoy mi rectifica- 
ción. (El senor MARTIN TOVAL: ¡Eso está bien! Aplau- 
sos en los bancos de la derecha.) 

Señor Presidente, señoras y señores Diputados, la pa- 
sada semana, como digo, interpelaba al Gobierno denun- 
ciando la situación en el Ente Público Radiotelevisión Es- 
pañola, que atenta a la libertad de conciencia de los pro- 
fesionales y a los principios básicos de su estatuto: situa- 
ción anómala que ha alcanzado su cénit al no retransmi- 
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tir Televisión Española, en su totalidad y en directo, la 
comparecencia de don Alfonso Guerra ante esta Cámara 
el pasado día 1 y ofrecer, en cambio, de forma parcial y 
poco objetiva, el citado trámite parlamentario. 

Nuestras acusaciones no fueron contradichas en mo- 
mento alguno por la representante del Gobierno, que se 
limitó por toda argumentación a afirmar que entre las 
atribuciones del Gobierno no figuran la de hacer valora- 
ciones sobre la actuación del Ente Público Radiotelevi- 
sión Española, ni la de ejercer control alguno sobre el mis- 
mo. La señora Conde, después de ampararse de nuevo en 
el prestigio de los profesionales del Ente Público, hacien- 
do acusaciones infundadas e injustas de que la oposición 
está contra dichos profesionales, afirmó con toda claridad 
que le parecía razonable la modificación del Estatuto de 
Radiotelevisión y literalmente afirmó que no satisface 
hoy a nadie. 

En efecto, señorías, la historia de estos siete años ha 
sido testigo del uso, abuso y manipulación de la Televi- 
sión pública por parte del Gobierno y el Partido que lo 
sustenta, con objeto de mantenerse en el poder. Este sec- 
tarismo y falta de respeto al pluralismo tuvo su máximo 
exponente en el episodio que hemos relatado de la falta 
de televisar en directo el debate del Vicepresidente, señor 
Guerra. 

El talante del Gobierno al aplicar el Estatuto ha sido 
negativo, y el Gobierno socialista no puede alegar en su 
descargo la herencia recibida como justificante de que nos 
encontremos ante mínimos de credibilidad en Radiotele- 
visión Española, ya que la objetividad, veracidad y la im- 
parcialidad no son algo que abunden, y en Televisión Es- 
pañola hoy, señorías, el desánimo y la desorientación de 
los trabajadores es evidente. 

La señora Ministra Portavoz del Gobierno negó en el 
trámite de la interpelación que el Gobierno dé órdenes al 
Director General de Radiotelevisión Española. Dejando a 
un lado que ello es muy difícil de creer, el hecho de que 
se den órdenes directas es en sí intrascendente, puesto que 
el Director General, según el Estaturo, depende del Go- 
bierno, que le nombra y le cesa y, evidentemente, para 
que el cese no se produzca, el Director General de turno 
sabe perfectamente lo que debe y no debe de hacer, que 
no es otra cosa, en suma, que todo aquello que sea bueno 
para el Gobierno y malo para la oposición, a fin de que 
aquél no pierda el poder, impidiendo con ello la alternan- 
cia democrática en la gobernación de España. 

Los informativos de la Televisión pública, señorías, si- 
guen estando como lo han estado siempre: al servicio del 
que manda. Televisión, hoy como ayer, es más un apara- 
to de propaganda que un medio informativo. Mientras el 
monopolio televisivo funcione como funciona, las reglas 
del juego están muy claras y ningún profesional puede lla- 
marse a engaño. Trabajar en Televisión supone estar a 10 
que diga su Director, que hasta ahora es nombrado por 
el Gobierno. Esperar pluralismo, autonomía profesional 
e imparcialidad de un medio que actúa en régimen de mo- 
nopolio y que influye decisivamente en la formación de 
la opinión pública, señorías, es pedir peras al olmo. Estas 
afirmaciones que ya hicimos aquí en 1988 eran trasunto 

le un editorial del período «El País» y, desgraciadamen- 
.e, siguen guardando actualidad y vigencia. 

Nuestra moción, consecuencia de la interpelación vista 
a semana pasada, tiene dos partes bien diferenciadas. El 
mnto primero pretende crear la fase de partida para un 
iuevo estatuto, y los otros tres quieren ser la garantía de 
m funcionamiento más objetivo y plural de Radiotelevi- 
jión hasta que esta Cámara, señorías, apruebe una nueva 
iormativa al respecto y en el menor tiempo posible. 

El punto primero de la moción pide que aprobemos la 
sreación de una ponencia que elabore las bases del nuevo 
modelo de la radio y televisión públicas, y, en consecuen- 
Aa, proponga las modificaciones oportunas del Estatuto 
de Radiotelevisión. En el desarrollo de los trabajos de la 
ponencia los grupos parlamentarios podrán solicitar la 
somparecencia de personalidades del mundo de la cultu- 
ra, de profesionalcs de los medios de comunicación, así 
3omo de cualquier otra persona que pueda aportar sus ex- 
periencias, conocimientos y opiniones. 

Señor Presidente, hoy día 13 hemos tenido conocimien- 
to de la presentación de un escrito dirigido a la Mesa de 
la Comisión Constitucional, escrito firmado por el Grupo 
Socialista y tres Grupos parlamentarios más, en el que, 
:on la misma literalidad que acabo de expresar, pide que 
se cree en la Comisión Constitucional una ponencia con 
rl mismo objeto que aquí estamos pidiendo. Nos alegra 
sobremanera que el Grupo Socialista y otros tres Grupos 
parlamentarios más hayan encontrado acorde la propues- 
ta de mi Grupo padamentario, pero al propio tiempo nos 
desagrada que algo que tiene que ser materia de consen- 
so se empiece con tan mal pie. 

Señorías, no es moda en esta Cámara adelantar una 
propuesta sobre otra ya hecha, y nos parece que los gru- 
pos parlamentarios a los que nosotros habíamos dado la 
posibilidad de enmendar esta propuesta podían haberla 
aprobado hoy; con eso, señorías, no tendrían que esperar 
tres, cuatro días o una semana a que se reúna la Comi- 
sión Constitucional. El plagio ha sido malo, pero tardío. 

Hay que hacer un nuevo estatuto, el actual no sirve. 
Desde 1980 han transcurrido diez años, y la norma que 
se aprobó entonces se muestra insuficiente para regular 
lo que es la televisión hoy. Al problema político, señoras 
y señores Diputados, se une el técnico de los terceros ca- 
nales, de las televisiones privadas, de RETEVISION, de 
la televisión por cable y un largo etcétera. Cuando todo 
esto ocurre resulta evidente que podemos coincidir en que 
es necesaria una nueva regulación, ya que la situación 
existente sólo puede tener dos explicaciones: o se está vul- 
nerando el Estatuto o la situación existente es posible 
cumpliendo el Estatuto. Cualquiera de las respuestas que 
nos demos es obvio que nos llevan a afirmar que necesi- 
tamos un nuevo marco, como evidentemente piensan to- 
dos los grupos de la Cámara, aunque algunos sc reserven 
para otorgar otro día. 

El marco lógico y razonable para modificar el Estatuto 
puede ser esa ponencia que decimos que se cree -que se 
va a crear, a lo que vemos- y que recibirá, y ha sido ini- 
ciativa de mi Grupo, la savia de personalidades del mun- 
do de la cultura, de los profesionales de la comunicación, 
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etcétera, que nos traerán la inquietud de la sociedad a 
que deben servir la radio y la televisión pública, todo ello 
a través de las experiencias, conocimientos y opiniones de 
los comparecientes, haciendo posible el cumplimiento del 
apartado 3." del artículo 20 de la Constitución. El empe- 
ño es difícil de conseguifi, pero creemos que con buena vo- 
luntad podremos hacerlo, estableciendo para España un 
nuevo paisaje audiovisual, libre, democrático y plural. 

El principal escollo, señorías, a la hora de modificar o 
elaborar un nuevo Estatuto ha sido siempre la forma de 
elegir al Director General, quién lo elige y ante quién res- 
ponde. Mi Grupo adelanta ya que el Director General no 
puede depender de éste ni de ningún Gobierno, que debe 
ser elegido por el Congreso por una mayoría cualificada 
y depender de esta Cámara. Ese era el espíritu del legis- 
lador y no otro cuando al establecer la elección de los con- 
sejeros de Radio y Televisión exigía una mayoría cualifi- 
cada de dos tercios de la Cámara. Lo que se pretendía es 
que la mayoría que ampara al Gobierno no controle y do- 
mine el Consejo de Administración. No se trata, señorías, 
de estar contra la mayoría, pero sí se trata de impedir que 
sea la mayoría que apoya al Gobierno la que evite que se 
controle a éste. Si otro hubiera sido el criterio, se hubiera 
sustituido por el de la proporcionalidad. Por otra parte, 
a los consejeros hay que dotarles de competencias para 
que el título de su nombramiento no sea la expresión de 
la nada. 

Para el Grupo Popular -y quiero hacer énfasis en lo 
que voy a decir- la negociación de la reforma del Esta- 
tuto que ofrecemos en esta moción a todos los grupos de 
la Cámara es necesariamente previa a la consolidación 
para toda la Legislatura de cualquier nueva situacidn de 
la dirección del Ente Público Radiotelevisión Española. 
El Gobierno manifiesta que no es deseable la continuidad 
de la actual interinidad del Ente Público, y nosotros afir- 
mamos que dicha interinidad es exactamente igual a la 
lamentable situación de los últimos años y que el Gobier- 
no nunca tuvo interés ni urgencia en superar y resolver. 
Es necesario, señorías, garantizar el pluralismo político 
en Radiotelevisión Española y para ello se hace necesario 
que el Director General sea independiente del Gobierno, 
del actual, insisto, y de cualquier otro que haya en Espa- 
ña en el fuluro. 

En el punto segundo de la moción se establece la com- 
parecencia mensual y automática de determinados car- 
gos del Ente Público Radiotelevisión Española. Con ello 
tratamos de evitar el rígido corsé que la experiencia nos 
ha demostrado que supone la resolución de la Presiden- 
cia de esta Cámara de 14 de diciembre de 1983 y que de- 
jaba la autorización de comparecencias en manos de la 
mayoría que apoya al Gobierno. 

Para un buen control de radio y televisión, señorías, es 
evidente que se necesita conocer el minutaje de aparición 
de los distintos grupos sociales y políticos en los informa- 
tivos y espacios de opinión, con total respeto a la inde- 
pendencia de los criterios técnicos y profesionales de los 
informadores, y tengo que recalcar, con independencia y 
respeto a la independencia de los criterios técnicos y pro- 
esionales de los informadores. Parece conveniente, seño- 

rías, que en esta Cámara se monte ese servicio de forma 
neutral y nadie mejor para hacerlo que el Congreso de los 
Diputados. 

Voy terminando, señor Presidente. 
En el punto cuarto la moción considera imprescindible 

el respeto a los principios objetivos en la aparición de los 
miembros del Gobierno en los espacios informativos de 
Radiotelevisión Española, tal y como se dispone en el ar- 
tículo 4." del vigente Estatuto. 

Con esta declaración de la Cámara, el Grupo Popular 
pretende recordar a todos el necesario cumplimiento, no 
sólo en la letra, del artículo 4: del Estatuto que informa 
los principios en que se inspira la actividad de los medios 
de comunicación social del Estado. La objetividad, vera- 
cidad e imparcialidad de las informaciones, la separación 
entre informaciones y opiniones, el respeto al pluralismo 
político, religioso, social, cultural y lingüístico, el respeto 
al honor, la fama, la vida privada de las personas y cuan- 
tos derechos y libertades reconoce la Constitución, así 
como la protección de la juventud y de la infancia, y el 
respeto a los valores de igualdad recogidos en el artícu- 
lo 14 de la Constitución son principios de aplicación a la 
actividad de Radiotelevisión Española, y el Grupo Popu- 
lar entiende que en estos momentos se hace necesario, 
dado su grado de incumplimiento, que la Cámara se pro- 
nuncie sobre su respecto. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ramallo, le ruego vaya 
concluyendo. 

El señor RAMALLO GARCIA: Termino, señor Presiden- 
te. 

Una ligera reflexión en torno a lo que ha sido la histo- 
ria de la radio y la televisión públicas en los últimos tiem- 
pos, a pesar de la afirmación voluntarista del portavoz so- 
cialista, señor Aguiriano, de que desde el año 1982 Radio- 
televisión goza de las mayores cotas de libertad que tuvo 
nunca en su historia, hace aconsejable que la Cámara 
apruebe esta declaración, ya que se trata de excitar el 
cumplimiento de lo que ya aprobó en el año 1980, es de- 
cir, de nada ajeno. 

Señorías, y con esto termino, la moción que estamos de- 
fendiendo pretende que la sociedad española tenga una te- 
levisión pública a su servicio. Ustedes, señores de la ma- 
yoría, tienen en sus manos abrir la radio y la televisión 
públicas a las vías de progreso y de la libertad. Ustedes 
pueden hacer que la radio y la televisión públicas sean 
instrumentos al servicio del Gobierno para mantenerse en 
el poder o, por el contrario, ustedes pueden coincidir con 
nosotros en que sean un instrumento para la libertad y 
que estén al servicio del pueblo. 

Señores socialistas, ustedes tienen la mayoría, legítima- 
mente adquirida, para aprobar o rechazar esta moción, 
pero no tienen la mayoría necesaria para elegir un Con- 
sejo de Administración a su propio servicio. Ustedes pue- 
den, aplicando la legislación vigente, nombrar un Direc- 
tor General de Televisión de su exclusiva confianza. Si lo 
hacen, de ustedes es la responsabilidad. Habrán nombra- 
do su Director General, pero, de esta manera, estarán us- 
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tedes acabando con la radio y la televisión príblicas. Esta 
es su responsabilidad. La nuestra es hacer lo que estamos 
haciendo: controlar al Gobierno para que cumpla la Cons- 
titución española y servir a la causa de la libertad. Para 
ello, y en esta materia concreta, se hace necesario consen- 
suar un nuevo estatuto y aprobarlo de forma urgentísima 
y, entre tanto, que el Estatuto de Radiotelevisión se apli- 
que en su letra y en su espíritu. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ramallo. 
A la moción del Grupo Popular se han presentado dos 

enmiendas por los Grupos de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya y CDS. 

Para defender la enmienda del Grupo de Izquierda Uni- 
da-Iniciativa per Catalunya y fijar la posición de su Gru- 
po tiene la palabra el señor Vázquez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO: Señor Presidente, seño- 
rías, tratamos hoy aquí la moción consecuencia de la in- 
terpelación que se debatió la semana pasada. Ya expre- 
samos en aquella sesión nuestra postura de denuncia de 
la, para nosotros, clara utilización partidista por parte del 
Gobierno de los informativos en Televisión Española. 

Sin duda la importancia estratégica de la Televisión 
(que, como ustedes saben muy bien, es prácticamente en 
el 85 ó 90 por ciento de los casos la única vía informativa 
que reciben los españoles) obliga a que todos, desde to- 
das las posiciones, valoremos lo más finamente posible to- 
dos los aspectos que tienen relación con la Radio y la Te- 
levisión Española. 

Nosotros, es obvio decirlo, siempre hemos estado y se- 
guiremos estando a favor de la pluralidad y de la impar- 
cialidad, de los criterios de objetividad y de ética en los 
informativos de Televisión Española. Con esa intención 
hemos presentado dos enmiendas de modificación a la 
moción del Grupo Popular. En la primera de ellas, al se- 
gundo punto de la moción del Grupo Popular, nosotros 
añadimos que la Comisión de Control Parlamentario de 
Radiotelevisión Española tiene que ejercer el derecho y 
el deber democrático de controlar esa gestión no solamen- 
te a través de los directores de Radio y Televisión Espa- 
ñola, sino también de los de RETEVISION y los de las so- 
ciedades participadas por el Ente Público Radiotelevisión 
Española, en función de que por la participación del Ente 
Público es de interés colectivo de esta Cámara poder co- 
nocer y controlar las actuaciones de esas otras entidades 
o sociedades participadas. Es decir, mediante esta en- 
mienda añadimos a la moción del Partido Popular que, 
además de comparecer periódicamente los directores de 
Televisión Española y de Radio Nacional, lo hagan tam- 
bién los de RETEVISION y los de las sociedades partici- 
padas . 

El criterio expresado en ese punto segundo por parte 
del Partido Popular respecto a la comparecencia de los di- 
rectores de los servicios informativos debería limitarse, 
en nuestra opinión, solamente a los motivos justificados, 
para evitar una cierta interrupción de sú labor, entre 
otras cosas porque aquí a quienes nos interesa controlar 

es a los dirigentes políticos de esos directores de informa- 
tivos y no tanto a ellos mismos. 

Al tercer punto de la moción del Partido Popular intro- 
ducimos una pequeña modificación, en el sentido de que 
junto a la petición de minutaje se nos faciliten también a 
los miembros de la Comisión las franjas horarias de ese 
minutaje, porque es obvio para todo el mundo que no es 
lo mismo estar equis minutos a las diez de la noche o a 
las ocho de la tarde que a las tres de la madrugada o a 
las doce y media de la mañana. Esa obviedad me evita in- 
sistir en esto. Además, nos parece importante también in- 
cluir la posibilidad de que los miembros de esta Comi- 
sión dispongan de los vídeos de algunos programas con- 
cretos para poder estudiar con más detalle alguna de esas 
actuaciones que a cualquiera de ellos le parezca irregular. 

De la enmienda de modificación ya se retiró el último 
párrafo porque había un problema de redacción, ya que 
venía a decir prácticamente lo contrario de lo que que- 
ríamos expresar. 

Proponemos una enmienda de adición, un punto quin- 
to, en el sentido de que el Director General del Ente Pú- 
blico RTVE, en aplicación del derecho de acceso recogido 
en el actual Estatuto, tomará las medidas necesarias para 
que, atendiendo las peticiones del Presidente de la Cáma- 
ra y10 de la Junta de Portavoces, compronieta las medi- 
das oportunas para la retransmisión de los debates que 
se refieran a cuestiones de especial interés público 

Pensamos que la importancia de este quinto punto es 
evidente si tenemos en cuenta que toda esta batería de 
propuestas vienen como consecuencia de la no retransmi- 
sión en directo del debate que hubo en esta Cámara con 
motivo de la comparecencia del señor Vicepresidente del 
Gobierno el pasado día 1 de febrero. Ateniéndonos a lo 
que contempla el propio Estatuto de Radiotelevisión, pe- 
dimos para toda esta Cámara el derecho de acceso a este 
medio en aquellas situaciones de especial interés públi- 
co, según criterio de la Junta de Portavoces y del propio 
Presidente. 

En cualquier caso, y más allá de la aprobación o no de 
esta moción con sus modificaciones, que no comprome- 
ten a casi nada a quien tiene la capacidad ejecutiva de ha- 
cerlas cumplir, existe -y creemos que es en principio po- 
sitivo- lo que parece consenso en la idea global de la ne- 
cesidad de reforma del actual Estatuto de Radiotelevi- 
sión; reforma que también para nosotros es importante 
siempre y cuando se produzca en la dirección de hacerlo 
más operativo, más progresista y más progresivo, quedan- 
do recogidas en él claramente reivindicaciones clásicas, 
como el derecho de acceso, la pluralidad, la objetividad 
y la independencia de los profesionales. 

El punto más importante de este nuevo Estatuto que se 
redacta en esa ponencia, más allá del propio artículado, 
será el relativo a dotarse a sí mismo de instrumentos que 
lo hagan cumplible. Podemos hacer un estatuto maravi- 
lloso, pero, después, si no se cumple, no sirve para nada. 
El Estatuto actual no es que sea pésimo; lo que es pésimo 
es que no se cumpla. En cualquier caso, repito, que el cri- 
terio -que se irá desmenuzando a lo largo de la ponen- 
cia- será que ese estatuto se dote a sí mismo de los me- 
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canismos que obliguen a su cumplimiento, porque si no, 
estaremos utilizando nuestro tiempo y el de todos uste- 
des para realizar debates que tendrán poco sentido. Si 
después de muchas horas de debate y de mucho hilar fino 
para la inclusión de un determinado punto en el próximo 
estatuto, no somos capaces (desde el Gobierno o por quien 
tenga la obligación de hacerlo cumplir) de cumplirlo, ha- 
bremos hecho un flaco servicio a Televisión, al país y a to- 
dos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vázquez. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Fernán- 

dez Teixidó. 

El señor FERNANDEZ TEIXIDO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, hemos leído primero y escu- 
chado con atención después esta tarde la intervención del 
representante del Grupo Popular en torno a la moción, 
consecuencia de interpelación, del pasado 8 de febrero. 

Los cuatro puntos de los que consta la moción nos pa- 
recen formalmente correctos, políticamente atinentes, ra- 
zonables en suma. El espíritu dc la moción sintoniza, en 
lo fundamental, con parte de la intervención que efectuó 
mi Grupo parlamentario en el pasado Pleno. Suscribimos 
especialmente interesados el punto primero de la misma, 
aquel que se refiere a crear una ponencia en la Comisión 
de Control de Radiotelevisión que elabore las bases del 
nuevo modelo de Radiotelevisión pública, etcétera. 

Es cierto que alguno de los aspectos de los puntos pri- 
mero y segundo conllevan ciertas dificultades de materia- 
lización, pero ello no es óbice para que compartamos la 
orientación conjunta de la moción. Anunciamos, por tan- 
to, nuestra decisión de votar favorablemente los cuatro 
puntos de la moción, pues nos parece que ayudan a dar 
un paso respecto al necesario debate del Estatuto de Ra- 
diotelevisión en la dirección correcta. 

Nos ha parecido conveniente complementar la moción 
con dos enmiendas, una de carácter general, con una re- 
ferencia casi universal de los principios inspiradores que, 
a nuestro juicio, deberían presidir la nueva regulación del 
Estatuto de Radiotelevisión; otra, de naturaleza más con- 
creta, que versa sobre la renovación del Consejo de Ad- 
ministración. Nuestras enmiendas dicen lo siguiente. La 
número uno pretende añadir al punto primero el siguien- 
te párrafo: «Serán principios inspiradores de la nueva re- 
gulación: la objetividad informativa del medio, el plura- 
lismo como reflejo de la sociedad y la condición de ins- 
trumento de información y de creación cultural». Nues- 
tra segunda enmienda pretende añadir un punto quinto 
que diga: «Se estima conveniente que la renovación del 
Consejo se realice una vez esté aprobado el nuevo modelo 
de Estatuto de Radiotelevisión». 

Desearíamos que el Grupo Parlamentario Popular con- 
siderara positivamente la asunción de ambas enmiendas. 
La adición de unas notas con carácter de principios al pri- 
mer punto de la moción en nada perturba el espíritu de 
ese punto, no le viene nada mal, antes al contrario, lo re- 
dondea. La adición de un punto quinto como el propues- 

to permitiría que la renovación del Consejo, con duración 
para el próximo cuatrienio, se ajustará al nuevo estatuto. 
Esto nos parecería conveniente. 

Expresada formalmente nuestra posición, quisiéramos 
presentar tres consideraciones. La primera, señor Rama- 
110, es que deduzco de sus palabras que si usted es parti- 
dario de que podamos tener el debate sobre el Estatuto y 
elegir después al Director General, no pondrá objeciones 
a nuestra enmienda que propone que tengamos primero 
ese debate, que elijamos el Consejo de Administración 
después y que sea el Consejo de Administración quien eli- 
ja al Director General. Estoy seguro que aceptará entu- 
siásticamente la propuesta que los centristas le hacemos 
esta tarde en esta Cámara. 

La segunda consideración es respecto a la Comisión. 
Nosotros hemos firmado esta propuesta convencidos de 
que ustedes van a sumarse también a esa iniciativa, en 
tanto en cuanto la Comisión donde se plantea la discu- 
sión no tiene el carácter legislativo que permitiría que ese 
Estatuto fuera aprobado, cosa que sí será posible si tras- 
ladamos el debate a la Comisión Constitucional. En cual- 
quier caso lo importante, señor Ramallo, no es dónde se 
discuta, sino que -y usted estará de acue rdw lo impor- 
tante es que se discuta, y nos parece, independientemen- 
te de que aprobemos el primer punto de su moción, que 
el documento que hemos suscrito puede ayudar en esta di- 
rección. 

Voy a hacer una última consideración. El señor De 
Rato, que acaba de abandonar la Cámara, hacía esta ma- 
ñana unas declaraciones a una agencia, donde hablaba, 
entre otras cosas (El senor De Rato Figaredo se incorpora 
al hemiciclo.), amén de alguna que otra calificación que 
yo entendería, si usted me lo permite, ligera, pero habla- 
ba entre otras cosas de que los socialistas apoyarían muy 
probablemente el primer punto de la moción presentada 
por el Partido Popular. Tenía dudas sobre lo que haría- 
mos los restantes grupos de la oposición, y significada- 
mente los centristas. Conoce usted el contenido de nues- 
tra posición, y vamos a votarle favorablemente, insisto, 
independientemente de alguna consideración que noso- 
tros creíamos francamente desafortunada, respecto a los 
calificativos expresados por usted. 

En cualquier caso, teniendo en cuenta que lo que a no- 
sotros nos interesa, lo que a esta Cámara interesa, es que 
ese primer punto de la moción sea aprobado por el con- 
junto de la Cámara, y por tanto sea votado también por 
los socialistas, estaríamos dispuestos, señor Ramallo, se- 
ñoras y señores Diputados, a retirar nuestras dos enmien- 
das. Sugeriríamos que el resto de formaciones políticas 
retirara sus enmiendas y no nos encontráramos con el 
problema parlamentario que, por la asunción de las en- 
miendas, no permitiría que justamente el primer punto 
de su resolución fuera votado aparte. Por tanto, ofrece- 
mos la consideración de retirar -si el resto de los grupos 
parlamentarios lo hiciere- nuestras dos enmiendas, con 
el objetivo de que se vote este primer punto de la moción 
y tengamos una resolución unánime de la Cámara. 

Muchas gracias, señoras y señores Diputados. Muchas 
gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández 

(Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Azkárraga. 

Teixidó. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, Eusko Alkartasuna va a apoyar la moción presen- 
tada por el Grupo Popular por entender que la misma pre- 
tende corregir una situación que, tal como manifestamos 
la pasada semana, es, cuando menos, preocupante. 

El hecho que debatimos no es nuevo, se ha debatido en 
multitud de ocasiones en esta Cámara. Nosotros entende- 
mos, señorías, que la actitud de Radiotelevisión Españo- 
la no se ajusta al juego democrático, porque esta actitud 
no está basada en el fundamento de la igualdad de opor- 
tunidadcs. Y el pmblema no es sólo que Televisión Espa- 
ñola tuviera una actuación partidista en su momento en 
temas importantes, como el referéndum de la OTAN o en 
las últimas elecciones; el problema, señorías, desde nues- 
tro punto de vista, es que se está manteniendo una acti- 
tud partidista a diario, incensando al Gobierno y silen- 
ciando, fundamentalmente, el trabajo de la oposición. 

Señorías, yo me alegro dc que haya una propuesta de 
constitucidn de una ponencia para la modificación del Es- 
tatuto de Radiotelevisión Española (a nosotros nos pare- 
ce que es un tema importante, que es urgente), y me ale- 
gro, señorías, porque puede ayudar a salvaguardar una 
de las garantías que tenemos los ciudadanos para hacer 
que la democracia sea efectiva, en definitiva, el derecho 
a la información, pero también el derecho al que está in- 
dudablemente unido, que es el derecho a la posibilidad 
de ejercer esta información. 

Señorías, los ciudadanos tenemos derecho a una infor- 
mación veraz, que sea fiel reflejo y garantía de la plura- 
lidad de esta sociedad, y también los profesionales que 
trabajan en el Ente Radiotelevisión Española tienen de- 
recho a desarrollar su labor, sin injerencias políticas que 
antepongan los intereses partidistas a la realidad infor- 
mativa diaria y, por tanto, a los intereses del público en 
general. 

Lo contrario a esto, señorías, además de conformar una 
cierta cultura esencialista que nos parece negativa, gene- 
ra alumnos aventajados en otras televisiones públicas, 
que, por un afán de mimetismo, se inician también en es- 
tas prácticas manipuladoras. 

Por todo ello, señorías, Eusko Alkartasuna mariifiesta 
su apoyo a la moción presentada por el Grupo Popular. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, senor Azcárraga. 
Por el Grupo Catalán, Convergencia i Unió, tiene la pa- 

labra el señor López de Lerma. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, nuestra posición en tor- 
no al texto de la moción que presenta el Grupo Parlamen- 
tario Popular es favorable en su totalidad, en aigunos as- 
pectos más y en otros menos, pero, en definitiva, vamos 
a apoyarla en su globalidad. 

El Estatuto vigente de Radiotelevisión Española cons- 
tituyó en su momento, según creo recordar, en 1979, un 
avance muy positivo hacia la autonomía del Ente. Sólo te- 
nemos que recordar dónde estaba instalada Radiotelevi- 
sión Española: en el organismo gubernamental; cómo, en 
los albores de la democracia, recogió el gobierno corres- 
pondiente y este Parlamento esa situación; y cómo, por 
voluntad mayoritaria de la Cámara de entonces, quiso su- 
brayar su autonomía respecto del Gobierno mediante 
unos mecanismos que hoy -al menos por buena parte de 
esta Cámara- se consideran ya desfasados. 

Lo cierto es que, como ha observado muy bien el Dipu- 
tado señor Ramallo, hoy nos encontramos con una situa- 
ción distinta, atortunadamente distinta, de aquélla que 
dio a luz el Estatuto de Radiotelevisión Española en 1979. 
Hoy nos encontramos con que se ha roto el monopolio te- 
levisivo; nos encontramos con que hay una mavor plura- 
lidad radiofónica que entonces; nos encontramos con que, 
adcmás, están en pleno funcionamiento distintas televi- 
siones dependientes de las comunidades autónomas, así 
como también cadenas de radio de esas comunidades au- 
tónomas y, además, afortunadamente, tenemos en mar- 
cha las televisiones privadas, aunque entendernos -lo 
manifestamos así- que menos de las que sería de desear. 
Un panorama distinto requiere, por tanto, una modifica- 
ción del Estatuto, un Estatuto que, además, no acaba de 
asegurar el pluralismo, la objetividad, la imparcialidad, 
de los medios públicos de entidad estatal bajo él recogi- 
dos * 

Todo ello ya lo hemos venido señalando a lo largo de 
estas últimas legislaturas desde los grupos de la oposi- 
ción. Quisiera recodar aquí que, en 1983, este Grupo Par- 
lamentario ya presentó una propuesta de moilificación 
del Estatuto de Radiotelevisión Española. En aquel en- 
tonces, como en momentos sucesivos, no mereció la apro- 
bación mayoritaria de la Cámara al negarse el principal 
Grupo Parlamentario de la misma a su aprobación. Por 
tanto, ello no fue posible en 1983, tampoco lo ha sido has- 
ta hoy, y ahora nos viene el Grupo Parlamentario Popu- 
lar a proponer algo que nosotros entendemos que es po- 
sitivo, algo que puede conseguir el consenso dc esta Cá- 
mara, que es crear una ponencia que elabore las bases del 
nuevo modelo de radiotelevisión pública y, en consecuen- 
cia, proponga las modificaciones oportunas del Estatuto 
del Ente Público Radiotelevisión Española. 

En este apartado discrepamos reglamentariamente de 
si debc ser la Comisión de Control, toda vez que e5 una 
comisión no legislativa. En todo caso, este apartado que 
acabo de leer es prácticamente una copia literal de lo que 
este mismo Diputado ya dijo la semana pasada, con lo 
cual, obviamente, se da la concurrencia de critcrios. 

Hay -decía- aspectos con los cuales dist~epamos, 
pero que son menores, porque solicitar que en la Comi- 
sión de Control Parlamentario comparezcan mensual- 
mente los directores de Televisión Española, Radio Na- 
cional dc España, así como los de los Servicios Informa- 
tivos, nos parece oportuno, pero también es una posibili- 
dad que reglamentariamente tiene esa misma Comisión 
de Control. Que los servicios de la Cámara nos den el lis- 
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tado de minutaje es algo que puede ser interesante, pero 
en todo caso la objetividad y la imparcialidad no se mi- 
den por minutos ni por segundos, es algo que está mucho 
más allá del propio minutaje. 

Por tanto, desde unas discrepancias puntuales en la mo- 
ción, vamos a apoyar la misma toda vez que entendemos 
que, al menos alrededor del punto primero, debería ha- 
ber una voluntad de consenso de toda la Cámara en or- 
den a modificar un Estatuto desfasado en el tiempo y que 
no acaba de cuajar en torno a su cometido principal, que 
es instrumcntar una radiotelevisión pública al servicio de 
la sociedad, de la objetividad y de la imparcialidad infor- 
mativa. 

Nada más, señor presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López de Ler- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Agui- 
ma. 

riano. 

El señor AGUIKIANO FORNIES: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, quiero empezar agradeciendo 
el tono empleado en la presentación de esta moción y en 
la intervención de todos los portavoces porque nos per- 
mite augurar la posibilidad de llegar a acuerdos fructífe- 
ros. La intención de conseguir el mayor consenso posible, 
por lo menos ya viene avalada por el clima de diálogo que 
se ha creado en el tono empleado en esta discusión. 

Solamente quería hacer un breve comentario a la inter- 
vención de un portavoz que me ha precedido en el uso de 
la palabra, representante del Grupo Mixto, que ha habla- 
do de una televisión parcial y manipulada. Ahora no pcr- 
teriece al grupo político que tiene el gobierno en la Go- 
munidad Autónoma del País Vasco, pero sí pertenecía 
cuando se creó la Televisión vasca, la ETB. Le diría una 
cosa: si Televisión Española fuese la décima parte de par- 
cial de lo que fue en su momento la ETB, el tono emplea- 
do por el señor Ramallo la semana pasada sería una bro- 
ma comparado con lo que la oposición haría en esta Cá- 
mara; solamente con que fuera el 10 por ciento de par- 
cial y de sectaria de lo que era ETB cuando usted forma- 
ba parte de un partido que montó, controló, dirigió y ma- 
nipuló la televisión del País Vasco. ¡Ojalá la televisión en 
el País Vasco fuese algo similar a lo que es Televisión Es- 
pañola! 

Vamos a volver al problema que nos interesa a la ma- 
yoría, que es la modificación del Estatuto de Radiotele- 
visión, que no es la primera vez que se discute en esta Cá- 
mara. Ya en marzo de 1986 se presentó una proposición 
de ley conjuntamente por el Grupo Socialista y el Grupo 
Popular, y en esa proposición el Director General lo ele- 
gía el Congrcso de los Diputados. Esa proposición fue re- 
tirada por el Grupo Popular y,  por tanto, el Grupo Socia- 
lista, que quería n.odificar el Estatuto de Radiotelevisión 
con el mayor consenso posible, se vio en la obligación 
también de retirar su firma. Por tanto, si desde el año 
1986 hasta ahora el Director General es nombrado por el 
Gobierno, señores del Grupo Popular, ustedes tienen una 
parte importante de responsabilidad, no se olviden. 

En octubre de 1988, en la siguiente legislatura, también 
se discutió en esta Cámara la modificación del estatuto 
de Radiotelevisión, y nuestro portavoz, Pedro Bofill, afir- 
mó, una vez más, nuestro deseo de modificar un estatuto 
de Radiotelevisión que, habrá que recordarlo otra vez, no 
es el estatuto hecho por el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta, porque se hizo cuando el Grupo Parlamentario Socia- 
lista estaba en ia oposición. 

Y, por fin, en el debate de investidura de diciembre del 
año pasado, el Presidente del Gobierno mostró el acuerdo 
del Gobierno en la modificación de diiho estatuto. 

Siempre hemos manifestado nuestra voluntad de mo- 
dificar el estatuto, a través del acuerdo con la mayor par- 
te de los grupos parlamentarios posibles. Aquí y ahora, 
los socialistas seguimos afirmando que queremos modifi- 
car dicho estatuto. Sentémosnos a negociar, presentemos 
nuestras alternativas, discutamos y lleguemos a un acuer- 
do. 

En cuanto a la moción en concreto, el Grupo Socialista 
pensaba votar afirmativamente los dos primeros puntos, 
con unas ligeras modificaciones. El primer punto, relati- 
vo a la creación de una ponencia en la Comisión, en lugar 
de en la de Control de Radiotelevisión, en la Comisión que 
corresponda, por las mismas razones que otros grupos 
parlamentarios han hecho referencia. 

El segundo punto, que hace referencia a la comparecen- 
cia de los Directores de Televisión Española y de Radio 
Nacional de España, así como de los Directores de los Ser- 
vicios Informativos respectivos, no nos parece oportuno 
el control político de esta Cámara sobre el trabajo de unos 
profesionales. Estamos de acuerdo en que pueda compa- 
recer el Director de Televisión y el de Radio Nacional, 
pero no los directores de Informativos. Pensamos que de- 
ben venir los responsables políticos: el Director de Tele- 
visión y el Director de Radio Nacional de España. 

En cuanto al tercer punto, no creemos que sean los ser- 
vicios de la Cámara los que deban informar a los parla- 
mentarios del minutaje. 

Y el cuarto punto, pensamos que es absolutamente ob- 
vio. Usted sabe que el Pleno de la Cámara considera im- 
prescindible el respeto a los principios objetivos en la apa- 
rición de los miembros del Gobierno en los espacios in- 
formativos de Televisión Española y con la misma afir- 
mación que hice la semana pasada que no tengo que rec- 
tificar, estamos absolutamente convencidos de que se res- 
petan estos principios objetivos. Por tanto, no merece la 
pena. Si se cumplen, no hay por qué ponerlos y si no se 
cumplen, denúncieme casos concretos. 

En cuanto a las enmiendas, quiero hacer una referen- 
cia, fundamentalmente al punto quinto propuesto por Iz- 
quierda Unida. 

En esta Cámara hay una tradición desde siempre: si la 
Junta de Portavoces solicita, a través del Presidente, la re- 
transmisión de un debate sobre cualquier tema, la deci- 
sión final siempre depende de Televisión Española, pero 
hasta ahora siempre Televisión Española ha accedido a 
la peticibn del Presidente de la Cámara hecha inicialmen- 
te por la Junta de Portavoces. Solamente quiero recordar 
un breve detalle a tener en cuenta: en el problema sobre 
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la retransmisión o no del debate de la comparecencia del 
Vicepresidente del Gobierno, ni un solo portavoz de esta 
Cámara solicitó en la Junta de Portavoces que se retrans- 
mitiese el debate que se iba a celebrar, ni uno sólo. En to- 
das las demás peticiones que ha hecho la Junta de Porta- 
voces, Televisión Española ha accedido a la retransmi- 
sión. 

Por tanto, como he dicho, estaríamos dispuestos a vo- 
tar el número uno de su moción, así como el número dos, 
pero como su portavoz ha dicho al nuestro que no se pue- 
den votar separadamente los cuatro puntos, sino que hay 
que votarlos conjuntamente, y no podemos votar los pun- 
tos tres y cuatro, es por lo que el Grupo Socialista, que 
al votarlos conjuntamente va a tener que votar en contra, 
ha tomado la iniciativa, con otros grupos parlamentarios, 
de dirigir un escrito a la Mesa de la Comisión Constitu- 
cional que dice exactamente: Los abajo firmantes, en su 
calidad de portavoces de sus respectivos Grupos Parla- 
mentarios, tienen el honor de dirigirse a esa Mesa a fin 
de solicitar que esa Comisión acuerde constituir en su 
seno una ponencia que elabore las bases del nuevo mode- 
lo de la radio y televisión públicas y, en consecuencia, pro- 
ponga las modificaciones oportunas del Estatuto del Ente 
Público Radiotelevisión Española. 

En el desarrollo de los trabajos de esta ponencia los gru- 
pos parlamentarios podrán solicitar la comparecencia de 
personalidades del mundo de la cultura, de profesionales 
de los medios de comunicación, así como de cualquier 
otra persona que pueda aportar sus experiencias, conoci- 
mientos u opiniones. 

Serán principios inspiradores de la nueva legislación la 
objetividad informativa del medio, el pluralismo como re- 
flejo de la sociedad y la condición de instrumento de in- 
formación y de creación cultural ... (Rumores.) Tranqui- 
los. No se pongan nerviosos. 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio!, señorías. 
Señor Aguiriano, continúe, por favor. 

El señor AGUIRIANO FORNIES: Es por eso que el 
Grupo Socialista y los otros tres grupos parlamentarios 
han dirigido este escrito a la Mesa de la Comisión Cons- 
titucional, que creemos que es la Comisión en la que se 
debe discutir este tema, para que se cree y ponga en mar- 
cha esa ponencia que debata lo que a todos nos interesa. 
Creo que eso es lo que hay que hacer, ponerse a trabajar 
y modificar el estatuto. Allí discutiremos todo lo que haga 
falta y espero que lleguemos a un acuerdo. Ya llegamos 
en su momento y ustedes, entonces, retiraron la firma. Re- 
conozcan, por lo menos, que si esto no se ha modificado 
hace ya casi cuatro años, ustedes tienen la culpa. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Aguiriano. 
Tiene la palabra el señor Ramallo, a efectos de expre- 

sar la aceptación o rechazo de las enmiendas. 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, consu- 
mo un turno parlamentario para fijar la posición de mi 

Grupo respecto a las miendas que se han presentado a 
nuestra moción. 

El señor PRESIDENTE: No, señor Ramallo, no es para 
Fijar su posición respecto de las enmiendas, eso ya lo ha 
hecho S .  S., es para expresar su aceptación o rechazo, en 
términos escuetos. 

El señor RAMALLO GARCIA: En términos escuetos, fi- 
jar la posición afirmativa o negativa respecto a las en- 
miendas, señor Presidente. Y después de decir que me sor- 
prende que la minoría tenga la culpa de que no se aprue- 
ben las cosas en esta Cámara, paso a las enmiendas en sí, 
no sin antes pedir parecer a la Cámara acerca de cómo 
debo interpretar la sugerencia del portavoz socialista de 
que votarían el primer punto si se hace una modificación, 
porque el tiempo de enmiendas me parece que acabó seis 
horas antes de comenzar esta sesión. El portavoz socia- 
lista ha dicho que modificarían el primer punto en el sen- 
tido de a qué Comisión iba. No entiendo bien cómo es eso. 

El señor PRESIDENTE: De los términos de la interven- 
ción del portavoz del Grupo Socialista, entiendo que ha 
expresado su disponibilidad -no quiero interpretar nada 
ya- a votar el primer punto de la moción si no expresa- 
ba cuál era la Comisión. 

El señor RAMALLO GARCIA: {Y yo puedo, señor Pre- 
sidente, retirar ahora el fijar cuál es la Comisión? 

El señor PRESIDENTE: Lo puede retirar 

El señor RAMALLO GARCIA: Lo retiro. Que sea la Co- 
misión Constitucional. 

El señor PRESIDENTE: No, no habla de la Comisión 
Constitucional. 

El señor RAMALLO GARCIA: Quiero decir que retiro 
el señalar que vaya a la Comisión de Control, sino que sea 
a la Constitucional. 

El señor PRESIDENTE: Se retira el párrafo que dice: 
en la Comisión de Control RTVE. 

El señor RAMALLO GARCIA: De acuerdo, que sea a la 
Comisión que corresponda. 

Con esto hay una total identidad en el punto primero 
y, por tanto, aceptamos esta enmienda impropia, que es 
copia de nuestra propia moción, que han hecho cuatro 
grupos parlamentarios. 

Aceptamos también, porque no podía ser menos, dada 
su literalidad, la enmienda número 1 ,  de Izquierda Uni- 
da, que se refiere a solicitar en la Comisión de Control Par- 
lamentario la comparecencia periódica, mensual, de los 
directores de Televisión -se conoce la enmienda, no la ex- 
plicitc-, por una razón, porque evidentemente es una ga- 
rantía de que en tanto hacemos el nuevo estatuto vamos 
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a estar informados de lo que pasa en Televisión, que has- 
ta ahora no nos enterábamos. 

También aceptamos la modificación que dice que los 
servicios técnicos de la Cámara proporcionarán a los 
miembros de la Comisión de control el minutaje, etcéte- 
ra, y la prevención que Izquierda Unida hace en cuanto a 
salvaguardar los derechos, a que no haya una injerencia 
en los criterios técnicos y profesionales. La aclaración nos 
parece correcta y, por lo tanto, la admitimos. 

Admitimos, icómo no!, el punto cinco, puesto que ha 
sido una omisión inexplicable de nuestro Grupo, pues si 
lo que ha motivado esto ha sido la falta de televisión en 
un debate, evidentemente, que de aquí en adelante se te- 
levisen. Quiero decirle al representante del Grupo Socia- 
lista que, como Presidente de la Comisión de Control, yo 
sí se lo pedí al Director General, que todavía no ha contes- 
tado. 

Por otro lado, en cuanto a las enmiendas del CDS, la 
primera dice que serán principios inspiradores de la nue- 
va regulación la objetividad informativa del medio, el 
pluralismo como reflejo de la sociedad y la condición de 
instrumento de información y de creación cultural. Evi- 
dentemente es una obviedad y las obviedades no se de- 
ben de demostrar, pero en virtud del buen talante y de la 
aquiescencia que hay, nosotros la aceptamos. 

El otro punto no lo podemos aceptar, el que señala que 
se estima conveniente que la renovación del Consejo se 
realice una vez esté aprobado el nuevo modelo de estatu- 
to de RTVE. Hubiera sido bueno también que se hubiera 
enmendado en el sentido de que no se elija al Director Ge- 
neral, y todos estaríamos tranquilos, pero no es así. En 
consecuencia, nosotros no queremos coartar la libertad 
de los grupos parlamentarios para hacer lo que crean con- 
veniente. Es evidente que nuestro grupo ya ha dicho que 
es partidario de que no se elija y, por consiguiente, defen- 
derá esta postura empleando todo el peso y la importan- 
cia que democráticamente nuestro grupo tiene tanto en 
el Congreso como en el Senado. 

Por tanto, señor Presidente, sin entrar en más disquisi- 
ciones, mi Grupo expresa su satisfacción por haber hecho 
una propuesta tan buena que, por primera vez, ha moti- 
vado un plagio tan claro en esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ramallo. 
El señor Martín Toval tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, a fin de 
hacer posible que la buena disposición del señor Ramallo 
permita el voto favorable del Grupo Socialista, que su 
Grupo conoce desde hace tiempo, al punto primero, al me- 
nos, de esa moción ¿podría indicarme S.  S. si es posible 
la votación separada punto por punto de esa moción tan 
generosa del señor Ramallo? 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con el criterio in- 
variable desde hace ya tiempo en la Cámara, cuando las 
mociones son modificadas mediante la aceptación de en- 
miendas, no se produce votación separada de ninguno de 
los puntos o apartados de estas mociones. 

El señor Martín Toval tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, ésa e6 la 
razón de ser de la moción presentada a la Comisión Cons- 
titucional por mi Grupo y por otros grupos. Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martín Toval. 
El señor Fernández Teixidó tiene la palabra. 

El señor FERNANDEZ TEIXIDO: Señor Presidente, 
con el objeto -y así lo he hecho patente en mi exposi- 
ción- de poder facilitar la votación del primer punto de 
la moción presentada por el Partido Popular, anuncio que 
el CDS retira sus dos enmiendas, y sugeriría, si eso es po- 
sible, que el resto de los grupos retiraran sus enmiendas, 
con el fin de que ese primer punto de la moción pueda 
ser aprobado esta noche en esta Cámara. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández 

El señor Ramallo tiene la palabra. 
Teixidó. 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, inter- 
vengo en nombre de mi Grupo -naturalmente, no es mía 
la moción- y anuncio que aceptamos las enmiendas, pero 
quiero recordar que como explicación el señor Martín To- 
val ha dicho que su Grupo no vota porque se vota en blo- 
que. Nosotros decimos que se podía haber enmendado an- 
teriormente y que nosotros no somos dueños de las en- 
miendas de los demás. Las hemos admitido, si los demás 
grupos las retiran, nosotros estaremos de acuerdo con esa 
retirada, pero no vamos a pedir que las retiren. Son ellos 
los dueños de las enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ramallo. 
El señor Sartorius tiene la palabra. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Señor Presidente, he pedido la palabra 
para decir, sencillamente, que nosotros no retiramos 
nuestras enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
El señor Ramallo tiene la palabra. 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, tan 
sólo quiero decir que si el Grupo Socialista, al cual aten- 
dimos para que pudiera votar ese número primero, no lo 
puede votar, nos gustaría que se votara tal cual la hemos 
presentado. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, señor Ramallo. 
Moción del Grupo Popular, sobre valoración de políti- 

ca general que hace el Gobierno de la actuación informa- 
tiva del Ente Público Radiotelevisión Española desde las 
elecciones generales de 29 de octubre de 1989, que se so- 
mete a votación en los términos de la propia moción, con 
las únicas modificaciones resultantes de las enmiendas de 
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Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, aceptadas por 
el señor Ramallo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 275; a favor, 128; en contra, 147. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la moción 
del Grupo Popular. 

SOLICITUD DE CREACION DE UNA COMISION DE 
INVESTIGACION: 

- SOLICITUD, FORMULADA POR 75 DIPUTADOS 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, DE CREACION DE UNA COMISION 

FLUENCIAS Y UTILIZACION DE INFORMACION 
PRIVILEGIADA (Número de expediente 152/000004) 

DE INVESTIGACION SOBRE EL TRAFICO DE IN- 

El señor PRESIDENTE: Punto cuarto del orden del día. 
Solicitud de creación de una comisión de investigación. 

Solicitud, formulada por 75 Diputados del Grupo Po- 
pular, de creación de una comisión de investigación so- 
bre el tráfico de influencias y utilización de información 
privilegiada. 

Tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor Pre- 
sidente, señorías, ocupo esta tribuna para defender, en 
nombre del Grupo Popular, la moción que este Grupo, con 
el aval reglamentario del mínimo de firmas exigidas, ha 
presentado a esta Cámara. En primer lugar, para propo- 
ner que en el Congreso de los Diputados se cree una co- 
misión de investigación sobre el tráfico de influencias y 
utilización de información privilegiada, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 52 del Reglamento. En segun- 
do lugar, para proponer que esta comisión se compongan, 
al menos, de un representante de cada Grupo Parlamen- 
tario del Congreso. Y, en tercer lugar, para proponer que 
la competencia de esta comisión alcance a los hechos co- 
nocidos notoriamente como tráfico de influencias o ma- 
nejo de información privilegiada. 

Al comienzo de mi intervención quiero dejar constan- 
cia expresa de que mi Grupo da por reiterados, en este trá- 
mite, todos y cada uno de los argumentos expuestos des- 
de esta tribuna por los sucesivos portavoces del Grupo 
Parlamentario Popular que han intervenido, en relación 
con los debates de tráfico de influencias, el 15 de marzo 
de 1988, el 7 de marzo de 1989 y el 8 de febrero de 1990. 
Todas y cada una de las razones y de los argumentos, en 
relación con lo que es y con lo que representa el proble- 
ma del tráfico de influencias, serían suficientes por sí mis- 
mos para dar por defendida en estos momentos nuestra 
propuesta. Pero quiero que mis palabras se concentren, 
exclusivamente, sobre la oportunidad, hoy y en este mo- 
mento, de reiterar su aprobación en este Pleno. 

Y, puesto que se trata de una comisión para la investi- 

gación del tráfico de influencias, permitánme SS. SS. que 
comience, en primer lugar, refiriéndome, no a la comi- 
sión, sino a la investigación del tráfico de influencias. Mi 
Grupo estima que la investigación sobre el tráfico de in- 
fluencias es una iniciativa, en primer lugar, oportuna. Es 
oportuna porque, por fin, esta Cámara ya ha dejado cons- 
tancia de que el tráfico de influencias existe en España, 
puesto que hace muy pocos días todos los Grupos Parla- 
mentarios han convenido, dado que existe, en la necesi- 
dad de regularlo, prevenirlo y, en su caso, tipificado pe- 
nalmente. Una vez más, la realidad se ha impuesto a la 
ficción y esta Cámara ya ha dado un paso, en ese proceso 
de acercamiento, al reconocimiento de la realidad de la 
existencia del tráfico de influencias en España. Si ya he- 
mos reconocido que el tráfico de influencias existe, que 
es un problema y que hay que abordarlo, cabría pregun- 
tarse si es que en estos momentos alguien considera que 
es oportuno dejar sin esclarecer ante la opinión pública 
todos aquellos casos, todos aquellos datos, que han moti- 
vado, especialmente en algunos Grupos Parlamentarios, 
el cambio de actitud sobrevenido desde el año 1988 hasta 
nuestros días; si es oportuno intentar que un hecho, so- 
cialmente aceptado por existente y reprobado por inad- 
misible, se pueda enterrar sin que el Congreso de los Dipu- 
tados dé fe de su existencia, o se intente negar una reali- 
dad que políticamente ha sido convalidada por las recien- 
tes decisiones de esta Cámara. Por lo tanto, nosotros cree- 
mos que sería inoportuno contradecirse de lo que hemos 
manifestado antes y que es oportuno insistir en la nece- 
sidad de investigar sobre la realidad del tráfico de influen- 
cias en España. 

En segundo lugar, esta investigación es especialmente 
necesaria en estos días y hoy particularmente. Diría más: 
es un deber de esta Cámara en estos momentos acometer 
una rigurosa investigación del tráfico de influencias por- 
que, por no haberlo acometido hace dos años, la realidad 
española se ha encontrado con un caso mucho más cla- 
moroso que los que entonces alertaron a la opinión pú- 
blica, me estoy refiriendo al caso clamoroso de don Juan 
Guerra. Además, estamos asistiendo, en este caso, a un in- 
tento del Gobierno, tan desesperado como inútil, por evi- 
tar, alegando ignorancia, la depuración de sus propias 
responsabilidades. Al mismo tiempo que el Gobierno 
-luego me referiré a ello-, alegando ignorancia, se nie- 
ga a aceptar la depuración de responsabilidades, al pare- 
cer desde esa misma ignorancia pretende exigir respon- 
sabilidades a los mensajeros, a los que se han encargado 
de hacer llegar a la opinión pública o han levantado acta 
de existencia del tráfico de influencias. Tal vez antes este 
argumento no hubiera sido válido, pero después de la de- 
cisión adoptada ayer, inducida por el Gobierno, de que el 
Fiscal General del Estado se querella contra un medio de 
comunicación como consecuencia de las informaciones 
publicadas sobre el caso Juan Guerra y sobre el tráfico de 
influencias, en estos momentos es especialmente necesa- 
rio que si el Gobierno, que se opone a la investigación, 
analizara su situación, reconociera que le faltaba absolu- 
tamente toda la legitimación para poder instar al Fiscal 
a que se querelle por unos hechos en los que el propio Go- 
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bierno reconoce que no tiene información alguna al res- 
pecto. 

¿Alguien se imagina, señorías, que en el caso del «Wa- 
tergate» el Presidente Nixon hubiera inducido al Fiscal 
General de los Estados Unidos contra los periodistas que, 
al final, desarrollaron y descubrieron la trama del <( Wa- 
tergate»? Yo creo que estamos, señorías, ante un caso que 
hace especialmente necesario, después de la decisión de 
ayer, que esta Cámara, por pura coherencia y respaldada 
por el Gobierno, acuerde la creación de una Comisión de 
investigación del tráfico de influencias. 

En tercer lugar, esa investigación del tráfico de influen- 
cias es no sólo oportuna y necesaria sino, además, conve- 
niente políticamente. Ya no es un problema -lo recorda- 
ba antes- de si hay o no en España tráfico de influen- 
cias. Estamos ante un problema no cualitativo, sino cuan- 
titativo. En estos momentos, es necesario acotar el tráfi- 
co de influencias y cuánta importancia tiene el tráfico de 
influencias en nuestro país. Para demostrar que el proble- 
ma es de cantidad, el día 1 .U de febrero, el señor Vicepre- 
sidente del Gobierno, en relación con el caso más clamo- 
roso, que es el de su hermano Juan Guerra dice: «Puedo 
afirmar que jamás en mi presencia ni con mi conocimien- 
to (recalco, “ni con mi Conocimiento”) se han realizado 
gestiones privadas en esa dependencia», se refería a su 
hermano y a las acusaciones que pesan sobre su activi- 
dad. Es decir, para el Vicepresidente Guerra no hay in- 
formación ni conocimiento alguno sobre estas actividades 
de tráfico de influencias del ciudadano Juan Guerra. 

Pocos días después, otro miembro del Gobierno valora 
cuantitativamente y de manera distinta el problema, y 
dice «que esto son gotas de choriceo». Gotas, desde lue- 
go; pero de choriceo evidentemente. Por supuesto, gotas 
que suponen unos cientos de millones, cuando no miles 
de millones de pesetas. Por eso muchos ciudadanos, si des- 
de el punto de vista de la valoración patrimonial del se- 
ñor Ministro de Cultura hablar de cientos o de miles de 
millones de pesetas de casos de choriceo son gotas, tienen 
legítimo derecho a pensar que aquí ante lo que estamos 
es ante un torrente de tráfico de influencias. Y, al final, 
estas diferencias de valoración son consecuencia de la os- 
curidad. Cuando uno se asoma a una rendija de una bo- 
dega oscura y ve unas gotas, puede pensar dos cosas: que 
sólo hay esas gotas o que está llena de toneles. 

Pues bien, creo que lo que tenemos que hacer, para que 
nadie pueda extrapolar por exceso ni por defecto, es po- 
ner luz sobre el tráfico de influencias en España y por ello 
creemos que es especialmente conveniente ir, como dice 
el Gobierno, mucho más allá de lo que cualquier Grupo 
propone en estos momentos. Para acomodar las palabras 
a la realidad, esta Cámara tiene que ir mucho más allá 
de lo que ha propuesto el Grupo Parlamentario, y el Go- 
bierno y su Grupo debieran estimularnos para ir mucho 
más allá de la investigación del tráfico de influencias. 
Desde luego, ir más allá no es negar la luz, ni negar los 
taquígrafos, ni negar la transparencia, ni negar la inves- 
tigación. Señorías, para defender la imagen de los políti- 
cos lo que hay que hacer es lavarse la cara y no romper 
los espejos. 

En cuarto lugar, esta investigación sobre tráfico de in- 
fuencias es, en la realidad española, imparable e inevita- 
ble, porque ya ha generado la suficiente indignación y re- 
chazo social como para que la opinión pública española 
no se dé por satisfecha con una simple referencia a que 
el caso se da por cerrado en una declaración oficial. Por 
otra parte, ante esta situación de indignación y de recha- 
zo social, la oposición política (y, si se le niegan sus de- 
rechos, la oposición ciudadana, la oposición sindical o 
cualquier otro medio democrático y constitucional de ex- 
presar la libertad de ideas en este país) no va a poder sen- 
tirse amordazada, ni domesticada, ni condicionada y, mu- 
cho menos, señorías, silenciada. Es imposible que uste- 
des, responsables de un Grupo Parlamentario y de un par- 
tido político que juega en plenitud dentro de las reglas de- 
mocráticas, tengan la más ligera aspiración a que en el 
ejercicio de los derechos de oposición, algunos incumpla- 
mos nuestros deberes y optemos por el silencio ante nues- 
tra responsabilidad por casos que generan justa indigna- 
ción y notable rechazo en la sociedad española. 

Por consiguiente, si al final, SS. SS. impiden que el 
Congreso de los Diputados -que no lo van a poder impe- 
dir, pero si lo impidieran- se hiciera eco de estos deba- 
tes y de estas informaciones, de lo que, en todo caso, no 
podrían quejarse es de que lo hiciera la calle, lo hiciera 
el ciudadano, o lo tuvieran que hacer los medios de co- 
municación en régimen de monopolio, del monopolio al 
que ustedes les obligan cerrando las puertas a la legítima 
obligación de sus naturales responsables políticos. 

Por esas razones, señorías, creemos que es imparable e 
inevitable, que es conveniente, que es necesaria y que es 
oportuna la investigación de la realidad del tráfico de in- 
fluencias en España. Para eso, mi Grupo considera que lo 
recomendable -y se lo recomendamos- es crear una Co- 
misión. ¿Por qué consideramos que para investigar el trá- 
fico de influencias es recomendable la Comisión? En pri- 
mer lugar, porque sería malo que lo hiciera este Pleno. El 
Congreso no va a estar silencioso ante casos clamorosos 
de tráfico de influencias que ocurran en la sociedad espa- 
ñola y que afecten a hechos de las personas que están o 
se relacionan con la Administración pública. Ustedes no 
van a poder conseguir que el Congreso permanezca silen- 
cioso e impasible ante esta situación. Lo que ustedes pue- 
den facilitar, y por eso se lo recomendamos, es que haya 
un cauce normalizado en el cual se dé curso a cualquiera 
de las denuncias o iniciativas que para investigarlo se 
planteen en esta Cámara. 

No es sólo un problema metodológico de hacer en Co- 
misión algo para lo que el Pleno no está preparado, sino 
que, además, ustedes adquieren hoy una especial respon- 
sabilidad. Al valorar si conviene y si es recomendable la 
creación de la Comisión, si ustedes niegan esa vía y, es- 
pecialmente, niegan la necesidad de la investigación, us- 
tedes, señorías, pueden contribuir a convertirse en cóm- 
plices o encubridores de unas irregularidades o de unas 
actividades rechazadas por la sociedad española. Creo 
que ustedes deberían colocarse, como decía el Gobierno, 
un paso más allá en la defensa, en este caso, de las inves- 
tigaciones que permitan esclarecer y dejar libre de res- 
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ponsabilidad e intachables a cualquiera de las conductas 
que afecten a nuestros responsables públicos. Al final, se- 
ñorías, frases como la del Ministro Solchaga relativa a 
que mientras él sea Ministro no se autorizará una Comi- 
sión, tienen una lectura muy clara, que es un banderín de 
enganche en favor de la impunidad de estas conductas. 
Es simplemente decir: Mientras yo sea Ministro permiti- 
ré que esas cosas ocurran en España. Cuando uno trans- 
mite mensajes que tienen una lectura tan clara, a nadie 
le puede extrañar que esas cosas ocurran en nuestro país, 
iy vaya si han ocurrido y con qué cercanía se han produ- 
cido de aquellos que en su día más alardearon y denun- 
ciaron cuando estaban en la oposición, la existencia por 
parte del Gobierno de e,ste tipo de conductas! 

Señorías, nosotros consideramos que hay que investi- 
gar y que lo recomendable para investigar es la creación 
de esa Comisión. Tenemos que advertirles -y con esto 
concluyo, señor Presidente- que, al menos mientras no- 
sotros seamos oposición, oposición que no tiene vocación 
de bisagra ni de percha, sino que tiene vocación de alter- 
nativa en tránsito hacia el Gobierno; mientras seamos 
oposición con esta vocación de alternativa, tengan uste- 
des la seguridad de que intentaremos que estas cosas, 
cuantas veces ocurran, no queden impunes. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alvarez-Cascos. 
(Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista, tie- 

ne la palabra el señor Beviá. 

El señor BEVIA PASTOR: Señor Presidente, señorías, 
intervengo en nombre del Grupo Socialista para consu- 
mir un turno en contra de la propuesta del Grupo Popu- 
lar acerca de la creación de una Comisión de investiga- 
ción sobre el tráfico de influencias y la utilización de in- 
formación privilegiada. El señor Alvarez-Cascos ha inten- 
tado argumentar que la creación de una Comisión de in- 
vestigación es oportuna y que, además, la oportunidad de- 
viene por diversos motivos. Por una parte, todas aquellas 
afirmaciones que se han realizado aquí por los sucesivos 
portavoces del Grupo Popular en determinados momen- 
tos anteriores para tratar de demostrar que era necesaria 
una Comisión de investigación, siguen estando vigentes 
al margen de cualesquiera que sean las circunstancias que 
hayan podido producirse, al margen de que haya funcio- 
nado ya en esta Cámara o no una Comisión de investiga- 
ción apenas hace poco más de un año, al margen de que 
se haya sometido al control de la Cámara una serie de ac- 
titudes y comportamientos que han hecho que determi- 
nados Grupos tomen diferentes iniciativas. ¡No importa 
todo eso! No importa. En cualquier caso, en esta especie 
de oposición en tránsito -oposición no sé si desde la eter- 
nidad o en tránsito a la eternidad, porque nada les con- 
mueve, nada les agita- es en la que se mueven. 

{Cuál es la nueva génesis de esta nueva propuesta del 
Grupo Popular? Creo que en esto la intervención del se- 
ñor Alvarez-Cascos ha sido transparente. La génesis es 
partir de una sensación social difusa, de un clima creado 
en torno a unos posibles y no demostrados hechos aisla- 

dos, concretos, por muy clamorosos que diga el señor Al- 
varez-Cascos que son. A partir de ellos, incluso desde esta 
tribuna, se aventan, se magnifican, se propalan y tienden 
a generalizarse. Se alimenta también desde aquí el ru- 
mor, la difamación y la calumnia. Se olvida, como decía 
antes, que en el propio Parlamento, hace poco más de un 
año, se creó una Comisión de investigación sobre incom- 
patibilidades y tráfico de influencias; que esa Comisión 
elaboró unos trabajos, y como fruto de ellos resultaron 
unas conclusiones y unas propuestas. Se olvida que en es- 
tas últimas semanas se han puesto en marcha todos los 
mecanismos parlamentarios de control. Ha existido un 
Pleno monográfico en donde, queriendo convertir en juz- 
gado de guardia al Congreso de los Diputados, nadie pudo 
poner en duda la honradez y la honorabilidad del Vice- 
presidente del Gobierno. (Rumores.) Todos reconocieron, 
al menos públicamente, que era difícil tipificar el tráfico 
de influencias. 

El señor Alvarez-Cascos apunta que esta Comisión es 
necesaria, porque el tráfico de influencias como existir, 
existe. Ahora bien, su propio Grupo reconoce que no sabe 
exactamente cuáles son los contornos, los límites, la de- 
finición de ese tipo. Investiguemos -ahí la gran coheren- 
cia del Grupo Popular- desde ya, desde este mismo mo- 
mento, el tráfico de influencias; traigamos aquí casos con- 
cretos sobre tráfico de influencias aunque no sepamos to- 
davía exactamente qué es el tráfico de influencias, aun- 
que nos hayamos puesto a trabajar codo con codo con los 
otros Grupos de la Cámara para ver si entre todos, con la 
ayuda de expertos, con el tiempo que sea preciso, poda- 
mos definir nosotros qué es el tráfico de influencias. 

Señor Alvarez-Cascos, le ha faltado decir que traían 
aquí propuesta también por coherencia. La misma inco- 
herencia que yo señalaba el otro día en mi intervención 
con motivo de la interpelación -¡otra iniciativa más en 
esta Cámara!- de la que hoy se ha debatido una moción 
que ha salido adelante. Yo señalaba la tremenda incohe- 
rencia entre los portavoces de un Grupo que cuando se de- 
batía la Ley de Incompatibilidades presentaban una en- 
mienda de totalidad porque decían que esa Ley no era ne- 
cesaria, no era precisa; incluso hablaban de que podía 
producir un resquebrajamiento, un divorcio entre Estado 
y sociedad, un anquilosamiento del propio Estado. Aque- 
lla Ley sobre Incompatibilidades de Altos Cargos no era 
precisa y ahora en su proposición casi estigmatizan a los 
funcionarios y los tienen bajo sospecha durante cuatro 
años a partir de su cese. Le ha faltado añadir a la defensa 
de su propuesta que era por razones de coherencia. 

Por otro lado, indican en su texto que la Comisión in- 
vestigará desde ya los hechos conocidos notoriamente 
como tráfico de influencias. Pero notoriamente el Grupo 
Popular no sabe en qué consiste ese tráfico de influencias. 
(El senor Martín Tova1 pronuncia palabras que no se per- 
ciben.) 

Si uno trata de buscar el hilo conductor de sus inter- 
venciones de su propuesta, uno se pregunta cuál es real- 
mente la preocupación de que se cree dicha Comisión. Ha- 
brá algo más que ese empeño que manifiesta de la trans- 
parencia, la claridad, la objetividad. Algo más debe haber. 
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El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Gracias, 
señor Presidente. 

Creo que es tarea inútil intentar convencer al señor Be- 
viá de que, para el Grupo Parlamentario Popular, esta Cá- 
mara no debe de convertirse en un juzgado de guardia. 
Creo que es tarea inútil también convencer al señor Be- 
viá de que la tarea de los Grupos Parlamentarios no es la 
de sustituir ni a los fiscales ni a las brigadas de policía. 
Pero sí es responsabilidad de los Grupos Parlamentarios 
-y ya lo han heche- deslindar las responsabilidades po- 
líticas como consecuencia de las conductas derivadas del 
ejercicio de las responsabilidades públicas. Ya conocemos 
en estos momentos que, a juicio de algunos miembros del 
Gobierno, la conducta de don Juan Guerra, hermano del 
Vicepresidente gel Gobierno, está tipificada como chori- 
ceo. Nosotros creemos que cuando hay una conducta de 
esta naturaleza, que tiene esta tipificación, deben exigir- 
se las responsabilidades políticas a quienes han tolerado 
y permitido que esas actividades se realicen. 

A nosotros, señorías, nos parece incongruente y poco 
creíble que el señor Vicepresidente del Gobierno no ten- 
ga ninguna responsabilidad política en este asunto. No 
nos parece creíble que el señor Vicepresidente del Gobier- 
no, que sabe con quién se entrevista y quién visita al se- 
ñor Aznar en su despacho en Valladolid, no sepa quién 
acude, quién visita y con quién se entrevista el hermano 
del Vicepresidente del Gobierno en su despacho en Sevi- 
lla. (Aplausos en los bancos de la derecha.) 

Mi Grupo no acepta como una hipótesis verosímil ni 
creíble que el propio Vicepresidente del Gobierno, que 
maneja correspondencia ajena, no tenga una sola noticia 
de las tarjetas y de la correspondencia que exhibe a lo lar- 
go y ancho de la geografía española su propio hermano, 
designado su propio asistente. 

Nosotros no podemos aceptar como una hipótesis vero- 
símil que el señor Vicepresidente del Gobierno no conoz- 
ca la manifiesta ostentación patrimonial, medida en cual- 
quier tipo de signos externos, inmobiliarios o mobiliarios, 
de su asistente y hermano cuando alardea de conocer 
-desde luego en algunos casos sus compañeros de parti- 
do lo han hect - el patrimonio de significados miem- 
bros de la oposiL, 'q o de otros grupos sociales. No es una 
hipótesis verosímil creíble, y como no lo es, creemos que 
el Vicepresidente del G 3bierno es responsable político y 
hemos pedido en esta Cámara su dimisión, que es lo que 
corresponde. 

En segundo lugar, el señor Beviá dice que lo que hay 
en la sociedad es una sensación difusa. Nosotros, por el 
contrario, creemos -y los sondeos de opinión indepen- 
dientes lo acreditan- que lo que hay en la sociedad es 
una sensación extendida y precisa de que en este país, 
bajo la administración de este Gobierno, ha proliferado 
el tráfico de influencias. 

En tercer lugar, señor Beviá, la Comisión de investiga- 
ción de tráfico de influencias ha hecho de todo menos in- 
vestigar, y no con el consenso del 80 por ciento de la Cá- 
mara, sino de bastante menos. De las conclusiones de 
aquella Comisión había varios grupos, entre ellos el nues- 
tro, que representan más de ese 20 por ciento, que no es- 

tuvieron de acuerdo. En todo caso, ustedes han vetado 
cualquier posibilidad de investigación. 

Por eso, señorías, ustedes podrán juzgar acertada o de- 
sacertada la propuesta que les hemos hecho sobre la con- 
veniencia de investigar el tráfico de influencias, comen- 
zando por los casos más notorios, como el del señor don 
Juan Guerra y, sobre todo, la conveniencia de hacerlo a 
través de una Comisión de investigación; podrán conside- 
rar que políticamente eso es acertado o desacertado, pero 
no se engañen, señorías, no nos confundan ni con ciegos, 
ni con sordos, ni con cómplices de pícaros, aunque sean 
asistentes del Vicepresidente del Gobierno. (Aplausos en 
los bancos de la derecha.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alvarez-Cascos. 
Tiene la palabra el señor Beviá. 

El señor BEVIA PASTOR: Gracias, señor Presidente. 
El señor Alvarez-Cascos ha vuelto a la moviola, ha vuel- 

to a repetir una y otra vez el caso clamoroso ... (Rumores 
en los bancos de la derecha. El señor MARTIN TOVAL: 
;Un respeto!) Ahora bien, él insiste mucho en que en la so- 
ciedad -y lo detecta a través de sondeos especiales que 
tiene- hay una crispación especial o una especie de se- 
guridad absoluta de que durante el gobierno de los socia- 
listas la corrupción ha proliferado. Mire usted, no hace 
mucho tiempo se realizó un sondeo serio, fueron las elec- 
ciones de octubre y por lo visto el sondeo del que usted 
habla no llega a tanto número como el que usted señala, 
ni mucho menos. Ahí hay un sondeo eficaz. (Protestas en 

Señor Alvarez-Cascos, tengo la sospecha y algo más que 
la sospecha, de que lo que S. S. pretende al tratar de crear 
una Comisión de investigación no es que se exija una res- 
ponsabilidad política. Piensa que, a lo mejor, estratégica- 
mente, puede estimar que es acertado, que es como una 
especie de motor para el tránsito. No lo sé. En cualquier 
caso, es curioso, insistiendo en la coherencia de que cuan- 
do se presentó el dictamen, en este mismo Congreso, en 
el año 1985, de la Comisión de Investigación de Financia- 
ción de los Partidos Políticos, un distinguido Senador de 
su Grupo, entonces en el Grupo Centrista, el señor Ortiz 
González, decía: ((Constituye un peligroso precedente de 
cómo en una comisión de investigación, donde se prue- 
ban y constatan los hechos y las conductas, no se discu- 
tan las leyes ni los proyectos, ni los borradores legislati- 
vos, sino los hechos y se puede decidir por mayoría si esto 
o aquello es verdad, si ahora es de día o de noche)). 

No quiero hacer énfasis en ello porque me parece que 
las afirmaciones eran muy bien intencionadas, pero un 
poco exageradas y tal vez no tengan la suficiente signifi- 
cación. (Rumores.) 

Pero en aquel mismo debate -no se impacienten sus se- 
ñorías, permítanme jugar un poco con este elemento del 
«impasse»- el señor Aznar, Presidente de su Gmpo, a la 
sazón no lo era, dudaba de la eficacia de una Comisión 
de investigación cuya composición, decía él, tenía que re- 
flejar, lógicamente, la proporcionalidad de la representa- 
ción de los distintos Grupos en la Cámara, y decía: «¿Qué 

los bancos de la derecha.) -- 
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Hace apenas un año, la Comisión de tráfico de influen- 
cias y sobre incompatibilidades que se creó en esta Cá- 
mara concluyó, con el apoyo del 80 por ciento de la Cá- 
mara, que, en primer lugar, las normas sobre incompati- 
bilidades de Diputados y Senadores que aparecen estable- 
cidas en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General 
eran perfectamente homologables con los ordenamientos 
más avanzados en la materia; que la Ley de Incompati- 
bilidades de altos cargos coincidía sustancialmente con 
los ordenamientos comparados en su empeño por asegu- 
rar la virtualidad de los objetivos de integridad y objeti- 
vidad en el ejercicio de la función pública. Decía el infor- 
me de esta Comisión que nuestro Código Penal, en el caso 
de conductas anómalas, permite, si se trata de parlamen- 
tarios, de altos cargos o de funcionarios, la sanción de los 
responsables a través de tipos delictivos como el cohecho, 
la prevaricación, la malversación, la violación de secre- 
tos; o, si se trata de particularidades, a través de estos ti- 
pos, entre ellos el del cohecho o el de la estafa. 

(Cuántas denuncias ha habido? Usted ha hablado de 
que si el Parlamento se cierra a aprobar esta Comisión, 
la calle ... Y está bien que la calle tenga conciencia de lo 
que ocurre en el país. Usted ha hablado de los medios de 
comunicación social. Y está bien que los medios de comu- 
nicación social reflejen lo que ocurre en el país, pero us- 
ted no ha citado para nada los tribunales. ¿Cuántas de- 
nuncias en toda esa tremenda amalgama, en esa nube que 
se acumula encima de nosotros de tantos y tantos casos 
de tráfico de influencias; cuántas denuncias, cuántas que- 
rellas ante los tribunales contra Diputados o Senadores, 
contra altos cargos; cuántas, señor Alvarez-Cascos, a par- 
ticulares por soborno o por estafa? (Un señor DIPUTADO: 
¡Muy bien!) 

En estos momentos -señala el Grupo Popular en su es- 
crito-, el tráfico de influenc'as ha rebrotado con especial 
virulencia. Yo le pregunto, \dónde están las denuncias? 
Porque yo sé dónde el infundio, yo sé dónde se calumnia, 
yo sé dónde la difamación, yo sé dónde el rumor, pero no 
sé dónde la denuncia. (Varios senores DIPUTADOS: ¡Muy 
bien!) 

Señoras y señores Diputados, señor Presidente, se ha 
hablado ya hace tiempo de que, como termómetro del gra- 
do de civilización de una comunidad, existe el binomio 
denuncia-rumor. Lo que precisamente caracteriza a un 
país civilizado es su capacidad de denuncia ante los tri- 
bunales. La denuncia implica y exige pruebas; el rumor, 
no. El rumor se extiende, se magnifica, se agranda y se 
convierte, no en acusación, sino normalmente en senten- 
cia y en ejecución para el- difamado. 

Aquí se ha dicho estos días que la denuncia fortalece la 
democracia. ¡Claro que sí! Pero, al mismo tiempo, tam- 
bién es igualmente cierto que el rumor y la difamación la 
ensombrecen, y que debilita las bases mismas de la con- 
vivencia y de la propia sociedad. 

Yo no sé si es éste (ahora creo que sí, después de oírle, 
señor Alvarez-Cascos) el planteamiento que subyace en su 
propuesta. Lo cierto es que el Grupo Popular plantea aho- 
ra la creación de una nueva Comisión sobre tráfico de in- 
fluencias, cuando, repito, hay ya en marcha un conjunto 

de iniciativas sobre incompatibilidades, tráfico de in- 
fluencias, uso de información privilegiada, regulación de 
despachos cuyos asuntos pueden estar rozando la siem- 
pre tortuosa línea de separación entre intereses públicos 
y privados. . 

Ustedes presentan la propuesta de la creación de una 
nueva Comisión de tráfico de influencias cuando se ha 
manifestado expresamente aquí la semana pasada, uná- 
nimemente por la Cámara, los verdes en todos los mar- 
cadores, que existe una voluntad unánime de que todas 
esas propuestas sean analizadas, y con urgencia, por la 
Cámara, con rigor, de manera que en nuestro ordena- 
miento jurídico no haya ni un solo resquicio, ni una sola 
grieta, ni el más mínimo agujero por donde pueda colar- 
se cualquier conducta antisocial de políticos o de particu- 
lares. 

Ustedes proponen la creación de una Comisión cuando 
el Parlamento ha utilizado, a través de preguntas orales 
y de interpelaciones, casi todos sus mecanismos de con- 
trol para discutir y debatir este tema que usted dice que 
está como de puntillas, en vilo, en medio de la sociedad. 
Lo plantea cuando apenas hace una hora acabamos de 
aprobar una moción por la que, de hecho, al ampliarse 
las competencias de la Comisión del Estatuto del Dipu- 
tado, la Comisión se convierte en una Comisión perma- 
nente de investigación con el fin de que se pueda cono- 
cer, investigar, pedir exigencias, responsabilidad política 
o también atender las reclamaciones de aquel que incurra 
o se le impute un comportamiento no conforme con la éti- 
ca política. Unos y otros instrumentos, todos esos instru- 
mentos juntos, dan suficiente respuesta a los deseos que 
todos compartimos -esperamos que usted también- de 
claridad, transparencia y oportunidad, de los políticos y 
de las instituciones mismas. 

Aquí ya se ha dicho estos días, señorías, que el Grupo 
Socialista no está por el maccarthismo, que no estamos 
por convertir una Comisión en juzgado de guardia; peor 
aún, en una fábrica de sospechas o en un instrumento dt: 
difamación. No nos parece serio, señor Alvarez-Cascos, 
entrar en el doble juego de avanzar, por un? -arte, en el 
proceso de concretar soluciones y, a la ve iiacer el tan- 
credismo, mantenerse permanentemen" en el punto de 
partida para, desde allí, sin pruebas, Yientar todo tipo de 
insinuaciones. 

Yo sé que, probablemente, en el tránsito o en la alter- 
nativa al tránsito, hay quien pueda estar tentado por el 
síndrome de la moviola. Les gustaría repetir una, otra y 
otra vez el partido, para ver si en alguna ocasión pudiera 
colarse en el marco la pelota. (Varios señores DIPU- 
TADOS: ¡Muy bien!) Señorías, nosotros no estamos por 
ésas. Estamos por jugar el partido con rigor, con serie- 
dad, con eficacia, en el terreno en el que todos los grupos, 
el jueves último y hoy mismo, lo han situado. 

Nada más y muchas gracias. (Varios señores DIPU- 
TADOS: ¡Muy bien! Aplausos. Protestas. Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Beviá. 
Tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos para replicar. 
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garantía de objetividad tiene una Comisión de investiga- 
ción con mayoría aplastante de un partido? (Acaso es se- 
rio, en general, que los propios investigadores se investi- 
guen?». Mire usted, si había mayoría supongo que tam- 
bién en esta Comisión el señor Alvarez-Cascos desearía 
que estuviera representada. (Rumores.) 

Pero decía algo más el señor Aznar, no se impacienten. 
Decía: «No intente nadie confundir cosas. Que el Gobier- 
no haga lo que le compete; las Cortes y el Congreso 10 que 
les incumbe; el Tribunal de Cuentas, lo que le correspon- 
de. El Tribunal de Cuentas y nadie más que el Tribunal 
de Cuentas...». (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: i Silencio, seiiorías! 

El señor BEVIA PASTOR: N ... que justamente para eso 
está, que incorpora la garantía de su independencia, su 
profesionalidad y su objetividad y cuyos Consejeros fue- 
ron elegidos en su día por el Congreso y el Senado. Cum- 
plamos, pues, nosotros nuestra función. Cumpla la Comi- 
sión Mixta» -no la de investigación- «lo que le corres- 
ponde y este Pleno le puede encomendar y dejemos que 
el Tribunal de Cuentas, con plena independencia, ejercite 
las competencias que la Ley le atribuye)). (Un señor DIPU- 
TADO: iQuién dice eso? El señor MARTIN TOVAL: Lo 
dice Aznar. Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: j Silencio, señorías! 

El señor BEVIA PASTOR: ¿Es que los tribunales de jus- 
ticia merecen menos garantía para ustedes, tienen para 
ustedes señal de menor independencia que el Tribunal de 
Cuentas? Tal vez están apurando eso. 

En último término, señorías, lo que a ustedes les ocurre 
es que no desean -y es lógico que no lo deseen y que se 
esfuercen por ello- que el Partido Socialista, que el Gru- 
po Socialista consiga la mayoría en unas elecciones. Pero 
cuando la consigue y mientras la tenga, ustedes lo que no 
resisten ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Guerra Zunzunegui, le 
llamo al orden. 

El señor BEVIA PASTOR: ... es que el Grupo Socialis- 
ta ejercite esa mayoría. 

Entonces, pónganse ustedes de acuerdo consigo mis- 
mos, si realmente la investigación de cuentas debe ir por 
el Tribunal de Cuentas y si realmente la investigación de 
cualquier presunción de delito debe ir por los tribunales 
de justicia y apliquemos coherentemente aquí la doctri- 
na del Diputado señor Aznar. (Aplausos en los bancos so- 
cialistas. El señor Guerra Zunzunegui pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Beviá. 
Señor Guerra Zunzunegui, le he llamado al orden y no 

hay debate ni intervención alguna sobre esta cuestión. 

El señor GUERRA ZUNZUNEGUI: Con todos los respe- 
tos ... 

El señor PRESIDENTE: Sé que gozo de los respetos de 
su señoría y su señoría dispone.de los míos. Le ruego que 
se siente, señor Guerra. 

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Gmpo Mixto, tiene la palabra, en primer lugar, 

el señor Larrínaga. 

El señor LARRINAGA APRAIZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, a los Diputados del Grupo Mixto y más concreta- 
mente a los Diputados de Euskadiko Ezkerra, en el tema 
del tráfico de influencias, nos mueve hoy una preocupa- 
ción fundamental. Además, pensamos que se trata de una 
preocupacih ciudadana, que está ahí, que está en la ciu- 
dadanía, que está en el país, y es que aquí en el debate, 
en ese famoso debate al que tanto hemos hecho referen- 
cia en días posteriores, quedaron muchos puntos oscuros, 
y quedaron muchos puntos oscuros no solamente en el 
caso concreto del debate, en el caso de Juan Guerra. Que- 
daron más puntos oscuros, porque aquí se argumentó, por 
parte también del Vicepresidente del Gobierno, que ha- 
bía muchas sombras en cuanto al comportamiento de al- 
gunos más. 

Esas opiniones, señorías, las oyeron los ciudadanos, a 
pesar de Televisión Española, gracias a otras televisiones 
y también gracias a las emisoras de radio. Y esos ciuda- 
danos hoy manifiestan en las encuestas, en todas las que 
yo he tenido ocasión de leer -aunque no sé si hay otras 
a las que ni siquiera los Diputados tenemos acces- que, 
tras el debate, los ciudadanos se quedaron mucho más 
confundidos que antes del mismo. 

Esa es la razón fundamental que nos debe preocupar a 
nosotros, a los Diputados y a esta Cámara, porque ahí se 
está cuestionando, de alguna manera, su legitimidad, la 
función de esta Cámara de aclarar temas conflictivos, im- 
portantes, que interesan a los ciudadanos, como es el que 
estamos tratando. 

Por eso, por servicio a los ciudadanos que quieren sa- 
ber, esta Cámara tiene, evidentemente, primero que legis- 
lar, y en eso parece que casi todos estamos de acuerdo. Pa- 
rece que así opinó la Cámara en la pasada sesión, en la 
que se tomaron en cuenta varias iniciativas legislativas, 
pero no es suficiente. No es suficiente que se tomen úni- 
camente unas iniciativas legislativas por mucha prisa que 
se les quiera meter, y no es suficiente porque ahí fuera, 
en el país, sigue existiendo la impresión de que en algún 
caso hay responsabilidades políticas. Y si alguien sabe 
aquí, en esta Cámara, que hay otros casos en los que tam- 
bién hay responsabilidades políticas, que se le diga a esta 
Cámara, que se someta a debate, porque no va a ser Eus- 
kadiko Ezquerra, en ningún caso, quien se eche para atrás 
en el mismo. 

Segundo, nos parecen también insuficientes las inicia- 
tivas legislativas, porque en tanto en cuanto no haya re- 
formas legislativas, que todos habíamos convenido que es 
difícil tipificar, que es difícil acelerar, esta Cámara tiene 
que delimitar si hubo o no responsabilidades concretas 
en el caso de Juan Guerra. 

Tengo que decir que a mi Grupo, a Euskadiko Ezquerra, 
no nos gusta que en esta Cámara exista una comisión de 
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investigación permanente. No nos gustan las comisarías 
políticas, ni siquiera para el tráfico de influencias. Pensa- 
mos que las comisarías políticas, afortunadamente, ya pa- 
saron a la Historia. También pensamos que con la inicia- 
tiva del CDS y de Convergencia i Unió parte de este va- 
cío, de alguna manera, queda cubierto. 

Sin embargo, aquí hay un tema concreto, que es el que 
nos ocupa. No sé si hay otros y, si los hay, que se diga. 
Hay un tema concreto, un tema específico, que ha toma- 
do cuerpo, que tiene cuerpo político en la preocupación 
ciudadana y a eso hay que dar respuesta. Y en la medida 
en que únicamente la iniciativa del Partido Popular da 
respuesta a esas demandas ciudadanas, nosotros vamos a 
apoyar la iniciativa del Partido Popular, aunque no nos 
parezca conveniente, como decía antes, establecer una co- 
misión de investigación con carácter permanente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Larrínaga. 
El señor Azkárraga tiene la palabra. 

El señor ARKARRAGA RODERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, con mucha brevedad, porque tres minutos no dan 
para más. Aquí da la impresión de que no hay que for- 
mar una comisión de investigación porque quienes quie- 
ren formarla quieren arrebatar el poder al Partido Socia- 
lista. 

Yo subo a esta tribuna con mucha tranquilidad. Yo no 
quiero arebatar el poder al Partido Socialista. No puedo 
arrebatar el poder al Partido Socialista. Por tanto, tengo 
la tranquilidad, señorías, de manifestar mi posición favo- 
rable a la creación de esa comisión de investigación. 

Nosotros hemos dicho, en todos los debates que ha ha- 
bido sobre este tema en esta Cámara, que había que se- 
parar lo que son o pueden ser responsabilidades penales 
y lo que son o pueden ser responsabilidades políticas. Las 
responsabilidades penales las dirimen los tribunales, pero 
en cuanto a las actitudes o las responsabilidades políti- 
cas es a esta Cámara a la que le corresponde debatir e in- 
vestigar. Por tanto, señorías, quede clara cuál es la posi- 
ción de Eusko Alkartasuna. 

Nosotros no estamos pidiendo un juicio contra nadie. 
Lo que apoyamos es una investigación en profundidad, 
por parte de este Parlamento, no solamente para conocer 
si ha habido abuso de poder con el conocimiento o no del 
Vicepresidente de Gobierno, sino también, ¿por qué no? 
¿por qué no vamos a investigar, señorías, en esta Cámara 
y vamos a clarificar las acusaciones que desde esta tribu- 
na se realizaron el pasado 1: de febrero?, porque 40- 

mentaba el portavoz del Grupo Socialista- que aquí na- 
die pudo poner en duda la honorabilidad del Vicepresi- 
dente del Gobierno. Yo tengo mis dudas sobre eso. 

Lo que sí es cierto, señorías, es que desde esta tribuna 
se puso en duda la honorabilidad de otros miembros de 
esta Cámara. Por tanto, si el Vicepresidente del Gobier- 
no, desde esta tribuna, en un intento de eludir responsa- 
bilidades, cometió la torpeza de lanzar veladas acusacio- 
nes de corrupción hacia una gran parte de la clase polí- 
tica, también a esta Cámara le toca investigar sobre este 
tipo de acusaciones. 

Por tanto, señorías, no tengamos miedo a la verdad. En 
un sistema democrático nunca puede denominarse como 
sospechosa a ninguna comisión de investigación parla- 
mentaria, porque, señorías, no se generaliza la sospecha, 
no se desestabiliza, no se atenta contra el sistema demo- 
crático, no es ninguna campaña de la caza del hombre, ni 
es tampoco un vendaval antidemocrático pedir una comi- 
sión de investigación del tráfico de influencias y de la uti- 
lización de información privilegiada. Por el contrario, se- 
ñorías, la negativa a su constitución si algo consigue es 
profundizar en la sospecha y en la falta de credibilidad 
de las propias instituciones. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Azkárraga. 
Tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, se- 
ñorías, efectivamente estamos en lo que en valenciano lla- 
mamos ((gorvellar aiqua» que quiere decir: pasar agua 
por un cedazo. Estamps dando vueltas a un tema que creo 
que todos tenemos absolutamente claro. Estamos vivien- 
do algo que para la gente de la calle, para el pueblo, sería 
algo así como una película surrealista. Resulta que los 
que dicen que no tienen nada que temer, que son fenome- 
nales, no quieren una comisión de investigación; resulta 
que el que la pide, el que no está de acuerdo con ellos, es 
como mínimo macarthysta. 

Señoras y señores Diputados, acostúmbrense a que la 
verdad no es patrimonio de nadie, ni siquiera del Partido 
Socialista; acostúmbrense a que, aunque duela, puede ha- 
ber personas queridas por algunos, indiferentes para 
otros, que estén envueltas en situaciones difíciles, y la me- 
jor forma de resolverlas es averiguar la verdad, no ocul- 
tarla. Buscando un símil futbolístico, como ha hecho an- 
tes el portavoz del Partido Socialista, nos da la impresión 
de que estamos jugando un partido y no que estamos dán- 
dole a la moviola, sino que hay algunos que están jugan- 
do como esos buenos delanteros que distraen a la defensa 
mientras otro se cuela por detrás con el balón y marca 
gol. (Un señor DIPUTADO: ¡Muy bien!) 

Por tanto, señorías, damos nuestro apoyo total y abso- 
luto a la propuesta del Partido Popular, pero no como ya 
se me ha indicado de forma amistosa desde el banco so- 
cialista porque en Unión Valenciana estemos a la dere- 
cha; estamos donde estamos y estaremos siempre: con la 
verdad. (Rumores.) Tampoco luchamos por el Gobierno 
aquí, sí por el Gobierno en otras zonas, y seguiremos lu- 
chando. 

Tengan en cuenta una cosa. Aquí se habla de situacio- 
nes raras, difíciles, de calumnias, de mil cosas más que 
no voy a repetir: sin embargo, no es sólo en el ámbito de 
esta Cámara donde hay denuncias de posible tráfico de in- 
fluencias, no es sólo en el ámbito de Madrid o de Sevilla, 
sino también en el ámbito de Valencia y en otros. Allí sí 
que hay ya iniciativas legales muy fuertes en marcha. 

Por tanto, señorías, apoyamos totalmente la creación 
de cualquier comisión de investigación, que no tiene por 
qué tener un trasfondo estrictamente político, de perse- 
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cución política o de conseguir el poder mediante la difa- 
mación del contrario, sino que lo que hay que hacer es 
buscar la verdad y, además, tener muy claro que una cosa 
son las responsabilidades penales y otra las políticas. Yo 
creo, señoras y señores Diputados, que aquí hay respon- 
sabilidades políticas que hay que averiguar y depurar, y 
que es este el ámbito adecuado para ello. (Un señor DIPU- 
TADO: ¡Muy bien!) 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Oliver. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, señorías, subo a la tribuna para señalar la posición 
de mi Grupo, que va a ser de abstención (Rumores.), por 
las razones que... Rogaría a SS. SS. que escucharan con 
cierta atención y respeto a quien ocupa la tribuna. 

Señorías, en su escrito el Partido Popular está pidiendo 
la creación de una comisión de investigación sobre el trá- 
fico de influencias y utilización de información privilegia- 
da, de acuerdo con lo establecido en el artículo 52 del Re- 
glamento de la Cámara. Sin embargo, el artículo 52 del 
Reglamento de la Cámara que se refiere a cualquier asun- 
to de interés público, está pidiendo una concreción y de- 
finición de ese asunto. A continuación desarrollaré este 
punto. Es decir, creando una comisión para investigar, ge- 
néricamente, el tráfico de influencias ustedes no pueden 
colgarla del artículo 52, porque no es el camino adecua- 
do. Primero, porque es una comisión genérica de amplio 
espectro, que no lo permite el artículo 52 y,  segundo, por- 
que es una comisión permanente, que tampoco lo permi- 
te el artículo 52, que está dentro de un capítulo de Regla- 
mento, que establece la manera de funcionar las comisio- 
nes no permanentes. Por favor, léanse esto. 

Esta no es una razón formalista. Porque una comisión 
de investigación debe tener una acotación en cuanto a su 
contenido y una limitación en cuanto a su plazo de dura- 
ción. El contexto en el que está situada esta comisión lo 
dice así claramente y ambas cuestiones van de la mano, 
porque no se trata de una comisión permanente. Por con- 
siguiente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 52 
del Reglamento, no es cierto. 

En primer lugar, fíjense, señorías, que cuando estoy di- 
ciendo lo que estoy diciendo voy detrás de alguien que 
ocupó anteriormente la tribuna y dijo: ... aunque no sea 
conveniente una comisión de carácter permanente, no 
obstante ... No es que sea conveniente o no, es que el ar- 
tículo 52 no es eso, es que no es posible; no es que sea con- 
veniente o no, no es posible. 

En segundo lugar, señorías, seamos coherentes. ¿Cómo 
pretenden ustedes devaluar un instrumento inmediata- 
mente después de haberlo creado? Esta tarde, por unani- 
midad, la Cámara ha aprobado el que se habilite o atri- 
buya a la Comisión del Estatuto de los Diputados las in- 
vestigaciones, hasta el fondo, de aquellos asuntos relacio- 
nados con la honorabilidad, el tráfico de influencias, la 
utilización de información de una forma privilegiada, el 
uso y el abuso de la condición de Diputado. Por tanto, se- 

iorías, si de lo que se trata es de volver a traer aquí a esta 
Xmara el tema Guerra, yo creo que, si ustedes estiman 
p e  debe investigarse la posible responsabilidad del Vi- 
:epresidente del Gobierno, acudan a la Comisión del Es- 
atuto, porque ya está habilitada al aprobarse por unani- 
nidad por la Cámara. Si ustedes pretenden investigar a 
ion Juan Guerra, tengan en cuenta que se está realizan- 
io una investigación judicial y fiscal y, por tanto, ese ciu- 
iadano particular estará a lo que digan los tribunales, 
2orque es un ciudadano particular. Y si quieren investi- 
;ar otra cuestión, señorías, pidan una comisión de inves- 
tigación concreta sobre la cuestión que quieran investi- 
:ar, pero no una comisión genérica y permanente, porque 
:so no lo permite el artículo 52; luego no lo invoquen. 

Creo sinceramente que hay que poner el acento en cómo 
;e investiga, con qué instrumentos, con qué seriedad, con 
qué profundidad, con qué ajuste a la lógica ..., y todas esas 
:osas significan enriquecer el verbo investigar. Y para que 
no quede ninguna duda de esto, recuerdo a SS. SS., a toda 
la Cámara, que cuando en la anterior legislatura se creó 
la Comisión de Investigación de Tráfico de Influencias 
para unos supuestos que entonces quedaban limitados en 
rl tiempo -y así se estableció por el acuerdo de la Cáma- 
ra-, se decía: A solicitud debidamente motivada y fun- 
dada de algún grupo; mientras que en estos momentos ve- 
mos que la competencia de esta comisión la alcanzarán 
los hechos conocidos notoriamente. (Qué significa ((cono- 
zidos notoriamente» y por qué, en todo caso, no se repro- 
duce aquello de ((debidamente motivada y fundada», que 
ya se contenía en aquella otra Comisión de Investigación 
de Tráfico de Influencias? De verdad, no creemos que na- 
die entienda que nuestro Grupo parlamentario no quiere 
que se investigue, y por eso les decimos a ustedes, seño- 
rías de la derecha, que si quieren investigar acudan -si 
quieren investigar al Vicepresidente del Gobiern- a la 
Comisión del Estatuto de los Diputados; si quieren inves- 
tigar cualquier otra cuestión, especifíquenlo bien, hagan 
una propuesta ajustada de verdad al Reglamento, que 
contará, si se hace a través del camino adecuado, con el 
apoyo de nuestro Grupo. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rebollo. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa ver Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Señor Presidente, señorías, en coherencia 
con la posición adoptada por nuestro Grupo en el debate 
del 1 de febrero, en el que finalizamos diciendo que ha- 
bía que sacar tres conclusiones de aquel debate, una de 
ellas, la creación de una comisión de investigación, la otra 
la dimisión del Vicepresidente del Gobierno y la tercera, 
las modificaciones legislativas que hemos dado trámite 
en un debate anterior, siempre hemos pensado desde Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya que, como míni- 
mo, y de forma imprescindible, era necesario en este caso 
una comisión de investigación. Y una comisión de inves- 
tigación por una razón muy simple, pero para nosotros 
fundamental, y es porque estamos convencidos de que la 
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inmensa mayoría de los ciudadanos de este país quieren 
saber la verdad hasta el final. Y es evidente que en el de- 
bate que hubo el otro día -y tuve ocasión de decirlo- so- 
bre los hechos, sobre alguno de los hechos se negaba has- 
ta lo obvio, hasta lo más elemental, quedó en el ambien- 
te, en la opinión pública, la sensación de que desde esta 
tribuna el Vicepresidente d,el Gobierno no había dicho la 
verdad. Por tanto, la comisión de investigación es impres- 
cindible. 

Nosotros hemos hecho una propuesta, que no se ha 
aceptado esta mañana por la Mesa, que no se ha acepta- 
do después en la Junta de Portavoces, concretando en un 
punto cuarto lo que se presenta en esta proposición, en el 
sentido de que esta comisión iniciara sus trabajos con el 
examen de los hechos realizados a través de la utilización 
del despacho de la Delegación del Gobierno en Andalucía 
por persona que pudiera no tener título para ello, así 
como todas sus derivaciones y responsabilidades. Bien 
concreto estaba el tema; sin embargo ha habido grupos 
que han considerado que no se podía introducir una en- 
mienda en este trámite. Bien, la moción ha quedado como 
estaba. Nosotros hemos precisado y concretado la inten- 
ción fundamental, no única desde luego, pero sí más in- 
mediata y próxima, en las investigaciones que tendría que 
hacer esa comisión. 

Creemos que sería una prueba de madurez democráti- 
ca el que se aceptase esa Comisión de investigación. Esa 
es la madurez democrática de muchos países de Europa, 
aceptar esas comisiones de investigación en cuanto hay 
indicios muy serios, incluso pruebas, de que la honorabi- 
lidad de un responsable político está en tela de juicio. Eso 
es lo que se hace en estos países, no lo contrario, negar 
las comisiones de investigación. 

Como no es ninguna manifestación de madurez, seño- 
ras y señores Diputados, la reacción, desde nuestro punto 
de vista insólita, de que, después de aquel debate, el Pre- 
sidente del Gobierno diga que su continuidad al frente del 
mismo depende de lo que haga el Vicepresidente. Yo creía 
que la Constitución española decía lo contrario, que los 
Ministros y el Vicepresidente dependían del Presidente. 
Ahora resulta que no, ahora resulta que es al revés, cues- 
tión que habrá que explicar en algún momento, si es que 
nuestro ordenamiento constitucionzl se ha modificado, 
porque el tema es enormemente importante. 

Eso no es madurez política, insisto, señorías. La madu- 
rez política es aceptar estas cuestiones con tranquilidad, 
con serenidad; si se pide investigación, que se investigue, 
porque no hay nada que ocultar; que resplandezca abso- 
lutamente la honorabilidad de todos los responsables po- 
líticos. El empecinamiento en la negativa a que se inves- 
tiguen estas cuestiones hace un daño tremendo, y creo 
-no dqy ningún consejo- que los primeros dañados son 
los que no se dejan investigar. Estoy convencido de ello. 
Desde luego, ante la opinión pública estoy seguro de que 
es así, de que es mucho más fácil, en la lógica del sentido 
común popular, sacar la conclusión de que, cuando no 
quieren que se les investiguen, algo tendrán que ocultar. 

Cuando, después del debate que tuvimos aquí el otro 
día, la primera cuestión o conclusión que inmediatamen- 

te ustedes expusieron fue decir que este asunto estaba 
cerrado, me acordé de ese dicho de echar tierra sobre el 
asunto. Pues bien, señores de la mayoría, el asunto no está 
cerrado, porque hay cadáveres que es muy difícil en- 
terrarlos. Y yo no creo que sea bueno en ninguna parte, 
en ningún lugar, tener baterías que en vez de cargar des- 
cargan, pero ése es un problema de quien la tenga dentro. 

En todo caso, me parece que en el debate que estamos 
teniendo hoy, ese empecinamiento en negarse a las comi- 
siones de investigación es un gran error. Porque, al final, 
jcuál es la conclusión que puede sacar la opinión públi- 
ca? Ni se crea comisión de investigación, ni dimite el Vi- 
cepresidente del Gobierno, solamente se quiere echar 
tierra en el asunto y lo que queda de práctico, de concre- 
to, de efectivo es una querella en el estreno del Fiscal Ge- 
neral del Estado a uno de los medios de comunicación so- 
cial. 

Creo, señorías -y estoy convencido de que muchos de 
ustedes lo saben también como yo-, que eso es torpeza 
sobre torpeza. Porque, evidentemente, en todo este nego- 
cio, arremeter contra los medios de comunicación me pa- 
rece una gran injusticia, puesto que lo único que están ha- 
ciendo es intentar informar de una serie de cuestiones. 
Opino que esa conclusión no sería buena para el presti- 
gio de este Parlamento, porque aquí lo único que se ha he- 
cho por parte del Gobierno es presentar una querella 
como aviso a navegantes, o por lo menos a los que esta- 
mos insistiendo, como Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya, en crear comisiones de investigación, en depurar 
responsabilidades políticas, porque pensamos que es un 
signo de madurez el saber diferenciar responsabilidades 
penales de responsabilidades políticas. Pero poco menos 
que se esté insinuando que, en el fondo, aquí, en la Cá- 
mara, hay alguien que forma un bloque constitucional y 
otros que no lo forman, camino peligrosísimo, señorías, 
que no les conducirá a ningún sitio bueno. Se lo digo con 
toda sinceridad y simpatía. (Rumores.) 

Cuando en esta Cámara, señoras y señores Diputados, 
se empiezan a plantear esas cuestiones, da la sensación 
de que se han perdido un poco los nervios y los papeles. 
No introduzcamos elementos que no van a ninguna parte 
ni están en el ánimo de nadie. Todas las iniciativas que 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya ha tomado en 
este Parlamento, siempre han estado en el signo de la con- 
solidación del desarrollo democrático de nuestro país. No 
hay ni una sola iniciativa que haya tomado Izquierda Uni- 
da que no haya ido en esa dirección. 

Por lo tanto, no echemos humo en el asunto para ver si 
se desvía la atención hacia otras cuestiones hacia las que 
no debería desviarse de ninguna manera. Precisamente, 
las posiciones que nosotros hemos adoptado en este de- 
bate han sido siempre en beneficio de esa consolidación 
de la democracia, de su fortalegmiento, porque lo que 
más debilita a una democracia es cuando estos elemen- 
tos que podríamos llamar de grande, pequeña o mediana 
corrupción política, que hay de muchos y diversos tipos, 
no se investigan, no se esclarecen, no se llega hasta el fi- 
nal. La corrupcióri política puede tener muy diversos ám- 
bitos, no solamente tráfico de influencias o cuestiones de 
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este tipo. Corrupción política para nosotros es, por ejem- 
plo, estar convencido de una cosa y no decirla; estar con- 
vencido de una cosa y no ser capaz de votarla; estar con- 
vencido de que se está haciendo una cosa mal y no dimi- 
tir. Esa también es una forma de corrupción política, y 
en nuestro país de eso hay para dar y tomar. (Rumores.) 
Por lo tanto, ésas son las cuestiones que hay que clarifi- 
car y que hay que limpiar en la vida pública de este país 
si queremos tener credibilidad ante los ciudadanos. 

Nosotros hemos votado a favor de la propuesta que ha 
presentado aquí creo que el Grupo de Convergencia i Unió 
mediante una enmienda, en el sentido de ir al Estatuto 
del Diputado; Estatuto del Diputado que siempre ha es- 
tado ahí; Estatuto del Diputado que tiene unas compe- 
tencias concretas en el tema de los Diputados, como es ló- 
gico y nos parece muy bien. Pero, señorías, cuando se dice 
que se está dispuesto a ir más lejos que nadie, que se está 
dispuesto a ir más allá de lo que plantea el grupo más lan- 
zado en esta materia, hay que demostrarlo, porque se es- 
tán quedando muy atrás. (Rumores.) 

Si no hay comisiones de investigación, las reformas le- 
gislativas que estamos tramitando -que ya veremos en 
qué acaban, porque una cosa es el trámite y otra cosa lue- 
go es el contenid+, esas leyes son un brindis al sol, se- 
ñorías. Aquí hay que crear comisiones de investigación 
para responsabilidades políticas, lo mismo que hay tribu- 
nales para las responsabilidades penales. Aquí nadie ha 
discutido ni la labor de los fiscales ni la labor de los jue- 
ces, porque no es materia de este Parlamento. Aquí va- 
mos a las responsabilidades políticas, y ustedes, una y 
otra vez, se niegan a que en esta Cámara se creen esas co- 
misiones de investigación. 

Por tanto, nosotros lo decimos con toda claridad, nues- 
tra idea es -porque creemos que estamos conectados con 
la opinión pública de una manera muy clara en este mo- 
ment- que se investigue este hecho, que se llegue hasta 
el final en esta materia y, si no aprobamos una comisión 
de investigación en este sentido, es evidente que creare- 
mos una nueva frustración bastante inexplicable en gru- 
pos parlamentaarios que han estado diciendo durante me- 
ses y meses que las comisiones de investigación eran fun- 
damentales y necesarias, y ahora, no se sabe por qué, pa- 
rece que no tienen ya tan claro ese punto de vista. 

Creemos, señorías, que es importante crear esta comi- 
sión y por eso vamos a votar a favor de que se cree, no 
ocultando nada. El primer tema que nosotros llevaríamos 
allí es el que proponíamos en nuestra enmienda, que no 
se ha aceptado por razones reglamentarias, por lo visto, 
aunque estábamos convencidos de que hubiera sido muy 
bueno discutir también sobre esa enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sartorius. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i 

Unió), tiene la palabra el señor López de Lerma. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, a lo largo de este debate 
distintos portavoces han invocado la palabra coherencia 
para justificar su voto. Nosotros no seremos menos y va- 

mos a anunciar que, por coherencia, votaremos en contra 
de la propuesta de resolución que 75 señores Diputados 
han presentado y que en este momento estamos debatien- 
do. 

Nuestra coherencia no nace hoy, ni nace la pasada se- 
mana con la interpelación, ni nace tan siquiera en el de- 
bate del día l de este mes. Tampoco nace nuestra cohe- 
rencia -al menos la nuestra, señores Diputados- con el 
debate en torno a la Comisión de Investigación de Tráfi- 
co de Influencias e Incompatibilidades que esta Cámara 
votó y creó hace aproximadamente un año y medio. Nues- 
tra coherencia, lo lamentamos, viene de mucho más atrás, 
concretamente del día 14 de noviembre de 1984, cuando 
discrepamos de la voluntad mayoritaria de esta Cámara 
en crear una Comisión de Investigación sobre el famoso 
«caso Flick» y financiamiento de los partidos políticos. 
En aquella ocasión, nuestro portavoz dejó bien claro en 
el [(Diario de Sesiones B cuál iba a ser nuestra coherencia 
-y hoy también lo es- a lo largo de la actuación de nues- 
tro Grupo Parlamentario en las sucesivas legislaturas. 

Decía nuestro portavoz: Si hay un caso concreto, vota- 
remos sí a la constitución de esta comisión y a la de cual- 
quier otro caso que tenga nombres y apellidos para un 
partido político, aunque sea el nuestro. Y añadía: Hága- 
se, nosotros votaremos a favor, nosotros acataremos la de- 
cisión de esta Cámara y participaremos en esa comisión, 
pero no podemos votar una Comisión de esa naturaleza 
(la que nos proponía el Grupo Parlamentario Socialista 
precisamente en aquella ocasión), porque creemos que le- 
siona los intereses del Estado de Derecho que todos nos 
hemos dado. 

Por tanto, por coherencia con nuestra intervención en 
el debate del día 14 de noviembre de 1984 para oponer- 
nos o para discrepar, al menos, con una propuesta del 
Grupo Socialista de entonces al crear una comisión gené- 
rica, hoy también, coherentemente, vamos a votar en con- 
tra de una proposición que nos viene de otro grupo par- 
lamentario, porque precisamente también es genérica. 

La propuesta de resolución trata -lo han dicho otros 
señores portavoces- de crear en este Congreso de los 
Diputados una Comisión de investigación sobre el tráfico 
de influencias y utilización de información privilegiada. 
Y añade que la competencia de esta Comisión alcanzará 
a los hechos conocidos notoriamente como tráfico de in- 
fluencias o manejo de información privilegiada. 

Se trata, por tanto, de una investigación genérica -al 
menos la que se desprende de esta propuesta de resolu- 
ción- relativa a dos conceptos (tráfico de influencias y 
manejo de información privilegiada) que todavía hoy esta 
Cámara no tiene acotados. Porque, ¿no aprobamos, seño- 
rías, la pasada semana, hace tan sólo unos días, unas pro- 
posiciones de Ley distintas, que venían de cinco grupos 
parlamentarios, cuyo objetivo era definir, acotar, concre- 
tar, esos dos conceptos sociológicos? {No queríamos to- 
dos -y hoy lo han resaltado aquí varios portavoces- 
hace tan sólo unos días incorporar al Código Penal como 
delitos, previa definición, el tráfico de influencias y el uso 
de información privilegiada? {No quiere esta Cámara, de 
manera unánime, dar una respuesta adecuada, una res- 
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puesta que nosotros queríamos que fuese serena, la res- 
puesta legislativa, la que corresponde a esta Cámara, a 
una demanda social que hoy se ha citado aquí, como es 
la de tipificar esos dos conceptos? Pues bien, si todo es 
cierto, porque cierta es la unanimidad conseguida hace 
tan sólo unos días por los distintos grupos parlamenta- 
rios en esta Cámara, (cómo podemos investigar, señorías, 
algo que todavía no sabemos qué es? ¿Cómo vamos a tra- 
bajar en algo que es indefinido jurídicamente? (No es ab- 
surdo investigar sin saber qué es y hacerlo paralelamente 
en una Comisión cuya tarea más inmediata es definir trá- 
fico de influencias y uso de información privilegiada? La 
verdad es que no alcanzamos a comprender cómo hoy se 
quiere empezar la casa -como se dice en términos colo- 
quiales- por el tejado. 

(Investigar qué, decía? La propuesta de resolución -ya 
lo he dicho y lo repito- nos propone la creación de una 
Comisión para trabajar genéricamente sobre dos concep- 
tos sociológicos jurídicamente no acotados ni por esta 
misma Cámara. La verdad es que después de decir que se 
cree esta Comisión y después de decir que la competen- 
cia de la misma alcanzará los hechos conocidos notoria- 
mente, se ha concretado a lo largo de este debate que el 
hecho más conocido notoriamente, el único hecho que se 
ha exhibido aquí, es precisamente el mismo que nos ocu- 
pó en la sesión plenaria del 1 de febrero, la que inauguró 
este período de sesiones. 

Quisiera recordar a SS. SS. algunas afirmaciones que 
constan en el «Diario de Sesiones», que no son nuestras, 
que no son de nuestro portavoz, sino que corresponden a 
diversos grupos que hoy, entusiásticamente, van a votar 
a favor de esta propuesta de resolución. 

Decía un portavoz al señor Vicepresidente del Gobier- 
no: Yo no le acuso de presuntas responsabilidades pena- 
les, no lo haré nunca; no tengo ningún dato para hacerlo; 
me equivocaría, estoy seguro. Decía otro portavoz: hoy 
por hoy no estoy acusando al señor Vicepresidente de ha- 
ber cometido delito alguno; hoy por hoy no estoy entran- 
do en si don Alfonso Guerra o el Partido Socialista están 
o no implicados en los negocios de don Juan Guerra. Aña- 
día otro portavoz: nuestro Grupo no tiene ninguna prue- 
ba contra usted. Otro portavoz decía: nosotros, al menos 
mi Grupo Parlamentario, no tiene pruebas serias que opo- 
ner a su afirmación; quiere que se investigue, pero con 
los procedimientos y garantías que todo Estado de Dere- 
cho, toda sociedad sana, debe otorgarse a sí misma. Es de 
dominio público -decía otro portavoz- que, durante ese 
período, esa persona, allegada al Vicepresidente, realiza 
una serie de negocios que en sí mismos serían perfecta- 
mente legítimos, pero que en relación con esa circunstan- 
cia que los rodea, evidentemente tienen repercusiones po- 
líticas. Finalmente, decía, otro portavoz: Admitiendo, en 
todo caso -y estoy excluyendo señor Presidente-, que el 
Vicepresidente del Gobierno, señor Guerra, no ha tenido 
participación directa en las acciones de su hermano, y lo 
aceptamos -decía-; ni ha obtenido lucro o beneficio per- 
sonal en ellas y lo aceptamos -añadía-; ni está compro- 
metido en ellas, y lo aceptamos; ni las ha favorecido, y lo 

aceptamos, ahí no se agotan sus responsabilidades políti- 
cas. 

Es decir, a partir de una propuesta de resolución gené- 
rica se ha vuelto otra vez a exhibir un único caso, en el 
que distintos portavoces de la oposición -algunos han in- 
tervenido esta misma tarde para mostrar su apoyo a esta 
propuesta de resolución-, decían que no tenían pruebas 
documentales de culpabilidad alguna. 

Si no importa todo eso; si se desmintió que se hablara 
en ese debate de tráfico de influencias y de negocios irre- 
gulares -sólo hay que ver el «Diario de Sesiones»-; si 
se dice, repito, que no importa nada de todo eso; si se ad- 
mite que no hubo por parte del señor Vicepresidente del 
Gobierno ánimo de lucro o beneficio personal en las ac- 
ciones de un familiar suyo; si todo eso se afirma y se ad- 
mite, ¿a qué viene en concreto esa propuesta de creación 
de una comisión de investigación tan genérica? 

Sin embargo, si de lo que se trata es de investigar con- 
notaciones que la pasada semana, el día 1 de febrero, se 
negaron, pero que hoy pudiera haber pruebas documen- 
tales de que existieran, connotaciones del Vicepresidente 
del Gobierno, como aquí se ha afirmado esta tarde, con 
los negocios de un hermano suyo, que se diga. 

Señorías, esta misma tarde esta Cámara, por unanimi- 
dad de todos los aquí presentes, ha aprobado una pro- 
puesta, que es atribuir a la Comisión del Estatuto de 
Diputados el conocimiento e investigación de los hechos, 
actuaciones o comportamientos en que los Diputados pu- 
dieran incurrir en el ejercicio de sus responsabilidades po- 
líticas. Lo hemos aprobado todos esta tarde, y me da la 
impresión, humildemente lo digo, de que algunos no han 
alcanzado a ver el contenido real, objetivamente cierto, 
de esta propuesta, de lo que aquí hemos aprobado. Por- 
que si de lo que se trata es de interrogarse sobre acciones 
que haya podido cometer el señor Vicepresidente del Go- 
bierno -como aquí se ha citado en varias ocasiones-, 
quisiera recordar que el actual señor Vicepresidente del 
Gobierno es Diputado, y que, de acuerdo con lo que esta 
misma tarde hemos votado hace tan sólo unas horas, pue- 
de un único Grupo Parlamentario llevar la cuestión a la 
Comisión del Estatuto de Diputados para que investigue 
al respecto. 

Por tanto, si partimos de una propuesta de resolución 
genérica y sobre la marcha del debate lo hemos particu- 
larizado; yo sugeriría humildemente utilizar mañana 
mismo el mecanismo legal parlamentario que hoy hemos 
aprobado unánimemente, cual es elevar a la Comisión del 
Estatuto de los Diputados las razones por las que se im- 
putan hechos a un diputado miembro de esta Cámara, y 
esto puede hacerlo un único grupo parlamentario. Preci- 
samente en esa línea de honradez, que ha señalado algún 
portavoz que me ha precedido en el uso de la palabra, de 
limpieza que, según el mismo portavoz, demandaba la so- 
ciedad, precisamente en esa línea, repito, de honradez y 
de limpieza, esta tarde este Parlamento se ha dado a sí 
mismo un instrumento de permanente investigación del 
que ningún Parlamento en toda Europa Occidental dispo- 
ne. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López de Ler- 

Vamos a proceder a la votación de la solicitud de crea- 
1 ción de una comisión de investigación sobre el tráfico de 

ma. 

influencias y utilización de información privilegiada. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

El señor PRESIDENTE: Sefior López de Lerma, le rue- 
go concluya. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Voy a concluir, 
señor Presidente. 

Señorías, también se ha dicho aquí esta tarde que no 
se iban a imputar o que no se imputaban acciones que me- 
recían la atención de los jueces, sino que lo que se pedía 
era esclarecer unos hechos y pedir responsabilidades po- 
líticas. Lógicamente, esta Cámara puede reclamar respon- 
sabilidades políticas, pero lo que yo quisiera recordar es 
que debe reclamarlas de acuerdo con la Constitución, per- 
tenezcan o no a lo que erróneamente se ha llamado el blo- 
que constitucional. (Risas.) Y la Constitución señala, en 
su artículo 113, que la responsabilidad política se exige 
mediante la moción de censura, y eso es lo que se debe 
utilizar si uno cree que deben exigirse esas responsabili- 
dades. Lo demás, o se eleva a los tribunales o, simplemen- 
te, se deja de manosear. 

Nada más, señor Presidente. (Fuertes y prolongados ru- 
mores.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 282; a favor, 110; en contra, 163; abstenciones, 
nueve. 

El seiior PRESIDENTE: Queda rechazada la solicitud 

El Pleno se reanudará mañana a las cuatro de la tarde. 
Se suspende la sesión. 

sometida a votación. 

Eran las diez y cincuenta y cinco minutos de la noche. 
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